







REGLAMENTACIÓN DE LOS ESPACIOS Y MECANISMOS DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL MUNICIPIO COLOMBIANO: 
¿EN CONTRA DE LOS PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO 
MODERNO Y LA FILOSOFIA PARTICIPATIVA DE LA 




















Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Bogotá, D.C., Colombia 
2014 






REGLAMENTACIÓN DE LOS ESPACIOS Y MECANISMOS DE 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL MUNICIPIO COLOMBIANO: 
¿EN CONTRA DE LOS PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO 
MODERNO Y LA FILOSOFIA PARTICIPATIVA DE LA 











Trabajo de grado presentado como requisito parcial para optar al título de: 








María Luisa Rodríguez Peñaranda 






Línea de Investigación: 










Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 

























A mi madre, por su enorme paciencia y todo el amor 
que me ha dado. 
 
A mi familia, sin ellos no tendría mil recuerdos y 



























La reglamentación de los mecanismos y espacios de participación ciudadana, surgida con 
la Constitución de 1991, ha generado una barrera ostensible en relación con el ejercicio de 
la democracia participativa en los municipios del país. Esta dificultad se contrae a 
evidenciar la oposición de los principios del constitucionalismo moderno y la propia carta 
política, en relación con la soberanía del pueblo; la constitución como Ley suprema; el 
gobierno limitado o la restricción del poder; el deber de rendir cuentas del mandatario local 
y el derecho de la población a reformar su propio gobierno. Siendo imperativa la 
construcción de un nuevo modelo que permita a la ciudadanía incidir de forma directa en 
la implementación de las políticas públicas locales, partiendo del voto obligatorio, la 
determinación clara de la Ley y la educación como instrumentos en el diseño de una 
cultura participativa incluyente y determinante en la formulación colectiva de una 
adecuada defensa de lo público.  
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The regulatory mechanisms and opportunities for citizen participation emerged with the 
1991 Constitution; it has generated an apparent barrier in relation to the exercise of 
participatory democracy in the municipalities of the country. This difficulty is contracted to 
show opposition to the principles of modern constitutionalism and the own political letter, in 
relation to the sovereignty of the people; the constitution like the supreme law; the  limited 
government or the  restriction of power; the obligation of the local leader to give  accounts 
and the right of the people to reform their own government. People need to establish a new 
model which let citizens to influence a new way to implement local public policies based on 
the compulsory voting, a true determination of the law and education like tools to design a 
participatory culture which people can be included and they can determine the collective 
formulation of an appropriate defense of the public. 
 
Key words:  regulations, participation, principles, modern constitutionalism, compulsory 
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Uno de los mayores puntos de reflexión en la actualidad tiene relación con la 
consideración de la Democracia como un régimen político capaz de aspirar a la plena 
legitimidad. Así parece reivindicarse a partir de la caída de un sinnúmero de modelos 
políticos autoritarios y la crítica para aquellos que han buscado configurarse a partir de un 
hombre o un nombre. Sumado a los devastadores cuestionamientos que se han forjado 
bajo el lema “democracia real ya”, respecto de algunos sistemas considerados adalides 
de las libertades democráticas en los últimos tiempos, con rasgos eminentemente 
plutocráticos e intereses gremiales o personalistas. 
 
 
Son dos los ejemplos determinantes que recorrieron el mundo y se mostraron como 
verdaderos fenómenos democráticos que resultaron atractivos para distintas naciones: 
por un lado el movimiento de la “primavera árabe”1 como el inicio de la liberación o 
tránsito al régimen democrático y, por el otro, el de los “indignados”2, que tendió a 
recogerse en todos los escenarios mundiales, dejando gérmenes en nuestro país, con un 
tinte eminentemente reivindicativo.  
 
 
En Colombia, han sido varias las manifestaciones que han llevado a recrear la idea de 
una sociedad indignada3. Un grupo de jóvenes activistas crearon el movimiento “Manos 
Limpias” en agosto de 2011 y realizaron la “Marcha de los Antifaces”. Después vinieron 
                                            
1PRIEGO MORENO, Alberto. “La Primavera Árabe: ¿Una cuarta ola de democratización?”, en 
Discussion papers, No. 26, Universidad Pontificia de Comillas, Mayo de 2011. Págs. 78-80. La 
primavera Árabe representó la cuarta ola de democratización. En ese sentido, Samuel Huntington 
concibió algunos  procesos de Estados como olas de democratización. Primera ola de 1828 a 
1926: EE.UU, Australia, Canadá Finlandia, Suecia, Suiza. Segunda ola: 1943 a 1962: RFA, Japón, 
Italia, Jamaica, Trinidad Tobago. Tercera ola de 1974 a 1990: España, Portugal, Grecia, Polonia, 
Chequia, Hungría, Bulgaria, Rumanía. Cuarta ola: 2003 a 2011: Georgia, Ucrania, Líbano, Irán 
(fallido), Azerbaiyán (fallido), Egipto y Túnez. 
2 “El movimiento de los indignados tiene su fundamento teórico en el panfleto “¡Indignaos!” escrito 
por el francés Stéphane Hessel ( a los 93 años), que invita a los jóvenes a resistir el poder del 
dinero y de los mercados y a defender los valores de la democracia moderna así como la 
generación suya resistió a los Nazis. El libro fue publicado en 2010 y desde entonces se ha 
convertido en un best seller mundial pues interpreta el sentimiento de inconformidad con el 
“sistema” de muchos jóvenes en todo el planeta”. LEON, Juanita,  “¿petro el líder de los 
indignados?” en La Silla Vacía, el 13 de diciembre de 2013. Ver en 
http://lasillavacia.com/historia/petro-el-lider-de-los-indignados-46313, consultada el 14 de febrero 
de 2014. 
3 Si bien se habla de una sociedad indignada, los elementos del movimiento indignado global no 
se presentan en el presente caso, esto es: i). Un grupo amorfo sin líder visible; ii). Un catalizador 




las marchas por la reforma a la Ley 30 de educación, con abrazones y besatones4. Lo 
propio han hecho los indígenas por la lucha de sus territorios, sin contar con diferentes 
grupos minoritarios que buscaron hacerse sentir como verdaderos protagonistas 
autorreguladores de su realidad, tal cual como se evidenció con las protestas de los 
sectores del café, los productores del cacao y de papa, recientemente. 
 
 
En ese sentido, resulta importante interrogarse sobre el papel de algunos sistemas de 
participación en nuestro país en el ámbito local5, estableciendo si su reglamentación 
normativa se configura como un escenario posible para la consecución del texto 
democrático de 1991 que los adoptó, pero sobre todo, si resultan coherentes con 
principios del constitucionalismo moderno derivados del poder constituyente del pueblo, 
teniendo en cuenta que la democracia participativa resulta ser un experimento 
relativamente nuevo, intermedio entre la democracia directa y la democracia 
representativa6, en virtud de la profundización del “demos” –voz del pueblo-, después de 
superar un camino histórico de reivindicaciones sociales, pues tuvieron que pasar 
muchos años antes de acuñarse un concepto legítimo que invitara a personas de todo 
tipo por la preocupación efectiva de sus intereses y el reclamo justo por considerar que 
las políticas de algunos Estados no obedecían a las realidades sociales en escena.  
 
 
Históricamente se encuentra que durante los siglos XVII y XVIII, en la configuración del 
incipiente sistema democrático representativo, el mayor inconveniente fue el control o 
equilibrio de las mayorías frente a las minorías, cuyo objetivo fue mantener a las clases 
sociales con poder económico como verdaderos centros de poder, en oposición a la 
amenaza del mayor grupo poblacional, los pobres, que se constituirían en una diáspora 
superior7. En ese sentido, uno de los mayores inconvenientes de la democracia 
representativa desde sus inicios, fue su diseño conforme a presupuestos y principios 
elitistas8. Solamente los “ciudadanos distinguidos” merecían llegar a los cargos elección, 
siendo entonces emergente el “principio de distinción”9.  
                                            
4EDITORIAL, “indignados colombianos”, en EL Espectador, 9 de junio de 2013. Ver en http:// 
www.elespectador.com/opinion/editorial/articulo-426834-indignados-colombianos, consultada el 2 
de enero de 2014. 
5Tenemos en cuenta lo local, por cuanto es lo más apta para el desarrollo de la participación 
ciudadana.  Allí es donde los intereses son propios. SÁNCHEZ, Carlos Ariel, Participación 
Ciudadana y Comunitaria, Ediciones Jurídicas Ibáñez, segunda edición, 2000. Pág. 49.  
6“entre la forma extrema de democracia representativa y la forma extrema de democracia directa 
hay un continuum de formas intermedias y que por ello, un sistema de democracia integral puede 
abarcar a las dos, a cada una de acuerdo con las diversas situaciones y las diferentes 
necesidades, porque son, en cuanto adaptables a diversas situaciones y a diferentes necesidades, 
perfectamente compatibles entre ellas” BOBBIO, Norberto, El futuro de la Democracia, 
MéxicoFondo de Cultura Económica, Segunda reimpresión, México, 2000. Págs. 60-61. 
7 RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa, Minorías, Acción  Pública de Inconstitucionalidad  y 
Democracia Deliberativa, Universidad Externado de Colombia, 2005. Pág. 45 
8 GARGARELLA, Roberto, Crisis de la Representación Política, Distribuciones Fontamara S.A. 
Colección Biblioteca de Ética, Filosofía del Derecho y Política. México D.F. 1997. Pág. 10. 
9 ABASCAL, Gabriel, EL PRESUPUESTO PARTICIPATIVO: ¿democracia directa versus 
democracia representativa o mejora de la calidad democrática?. Ponencia presentada por el autor 
en las III Jornadas de pensamiento crítico de la Universidad de Alicante (España), el 1 y 2 de abril 
de 2004. Pág. 7. En http://intranet.digitalpublic.com/files/1906-49fichero/ El_presupuesto_ 







Esta situación desencadenó un sistema de críticas valederas en relación con el 
cercenamiento del ejercicio democrático integral, donde los ciudadanos se vieran 
realmente incluidos. Se consideró respecto del sistema representativo que i) la 
concentración de la deliberación solamente reposaba en un cuerpo privilegiado que 
excluía a los ciudadanos de la toma de decisiones públicas y evitaba que los mismos 
tuvieran control respecto de sus elegidos. La responsabilidad llegaba solamente hasta 
donde se depositaba una papeleta; ii) materialmente subsistía una exclusión en el 
derecho de voto del sector poblacional joven10 con plena capacidad de análisis, los  
grupos de poder colocaban a sus representantes. Resultaba  ganador aquél jugador 
impregnado de la ayuda de un sector económicamente fuerte. El elegido era quien tenía 
mayores posibilidades de hacerse conocer y entregar dadivas por votos, pues el poder se 
delegaba. Finalmente, iii) sólo un grupo privilegiado terminaba adoptando las 
disposiciones de un colectivo mayoritario. La descripción parte del “mandato 
representativo”, esto es, que se le entregaba a un grupo minoritario la facultar de llevar a 
debate los intereses del electorado, alejándose el grupo elector de las propuestas y sus 
intereses. En otros términos, una vez había elecciones, el elegido tomaba distancia de su 
elector y este último no tenía como controlarlo. 
 
 
Esos cuestionamientos llevaron a que se buscara un modelo participativo11, en cuanto a 
la atención de la voz real de todos los que debieran ser representados. Fue así como en 
la ciudad de Porto Alegre –Brasil-, se da formalmente la resurrección de la democracia 
participativa12, a manera de fórmula para contrarrestar la deslegitimidad de la 
representatividad. Apareció en el escenario un modelo de alcance democrático, 
denominado “presupuesto participativo”, liderado por el partido de los trabajadores (PT), 
el cual recorrió prontamente diferentes ciudades latinoamericanas13. Dicho “presupuesto” 
consideró a las ciudades modernas como verdaderos actores políticos, convirtiendo al 
Gobierno local en promotor, eliminándole su condición de mero administrador. Lo propio 
sucedió en Europa, tanto en Bristol, (Gran Bretaña) como en Rubí –Barcelona (España)-, 
en las cuales los ciudadanos decidieron participar directamente en la toma de las 
decisiones públicas que los afectaban, deliberando sobre cómo debía utilizarse el 
presupuesto de sus localidades14. 
 
 
                                            
10La mayoría de modelos democráticos representativos concibieron que solamente podían ir a las 
urnas los propietarios. Después se colocó como barrera la edad, siendo en principio 21 años y en 
tiempos más cercanos, 18 años. 
11 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, ¿Qué Ha Pasado Con La Participación 
Ciudadana En Colombia?, Fundación Corona, 2003. Pág. 54. 
12 El aporte de la democracia participativa parte desde la Revolución Francesa al 
constitucionalismo moderno, cuando el poder almacenado en la Monarquía y los señores feudales, 
fue desparramado en 40.000 comunas. Ver sobre el particular a BREWER-CARÍAS, Allan R., 
“Sobre la Democracia Participativa y sus Falencias” en Retos de la Democracia y de la 
Participación Ciudadanía, Fundación Hanns Seidel y Universidad Colegio Mayor de Nuestra 
Señora del Rosario, diciembre de 2011. Pág. 46. 
13ABASCAL, Gabriel, Ob. Cit. Págs. 11-12. 
14 FONT, Joan; BLANCO, Ismael; GOMÁ, Ricard y JARQUE, Marina, Mecanismos de participación 
ciudadana en la toma de decisiones locales: una visión panorámica, págs. 2-3, visto en, 




Como era de esperarse, Colombia no escapó a la novedad democrática participativa que 
recorría Latinoamérica. De forma no tan sofisticada, se empezó a implementar desde 
mediados de la década de los 80 y después se convirtió en la columna vertebral de la 
Constitución de 199115, para responder a uno de los tantos problemas que habían 
acompañado a la Nación desde su surgimiento como independiente16. Fue así como se 
establecieron distintos mecanismos de participación ciudadana, como “el plebiscito, el 
referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria 
del mandato (C.P., art. 103)”, materia reglamentada por la Ley 134 de 1994, en ejercicio 
del principio de la soberanía popular y como extensión más allá de los límites de la 
democracia representativa, en aras de obtener para los ciudadanos una mayor 
participación de las políticas que podían beneficiarlos o desfavorecerlos colectivamente.  
 
 
Además, el concepto de la democracia participativa no quedó reducido solamente a los 
mecanismos de participación ciudadana; con el desarrollo del concepto aparecieron 
formalmente instancias del presupuesto participativo para las mujeres, las negritudes, los 
usuarios de salud, los ambientalistas, los estudiantes, etc. Por tanto, se entendió dicho 
concepto más ampliamente, esto es, como “un territorio conceptual’ cuyo núcleo está 
constituido por aquellas modalidades que promueven la acción colectiva con una interfaz 
institucional permanente y la creación de nuevos espacios de deliberación; y en cuyos 
límites habitan modalidades que sólo promueven lo uno o lo otro”17, lo cual ha tenido una 
íntima relación como los movimientos sociales y su esfuerzo de crear espacios de 
participación para los excluidos a la hora de la conformación de políticas públicas 
heterogéneas.   
 
 
Sin embargo, una década después de entrada en vigencia la Carta Política de 1991, en el 
año 2002, se encontró que la participación ciudadana estaba diezmada18. Los resultados 
a partir de tres expectativas no fueron los mejores: i) frente a la democratización de la 
gestión pública a partir del establecimiento de canales de comunicación entre los 
gobernantes y la ciudadanía, se determinó en parte, que “la vinculación de la ciudadanía 
a los procesos de participación ha tenido en general un bajo grado de incidencia en la 
formulación de políticas públicas locales y en la orientación de la gestión municipal”19; ii) 
en cuanto  a la transformación de las conductas de los agentes políticos marcada por el 
clientelismo20, se estableció que “las experiencias estudiadas no permiten dar una 
respuesta clara al interrogante de si la participación ciudadana ha logrado transformar las 
                                            
15 MALDONADO, Alberto, Evaluación de la descentralización municipal en Colombia Avances y 
resultados de la Descentralización política en Colombia, Archivos de Economía, Dirección de 
Estudios Económicos, Departamento Nacional de Planeación, 2001.  Págs. 13-14. 
16 JARAMILLO PÉREZ, Juan Fernando, La Constitución de 1991: Un Análisis de sus Aportes 
Desde una Perspectiva Histórica, Pensamiento Jurídico No. 20, Facultad de Derecho y Ciencias 
Políticas de la Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Septiembre - Diciembre de 2007. Pág. 
78. 
17 GUTIÉRREZ, Francisco, Departamento de Planeación Nacional,  Participación Ciudadana y 
Pobreza en Colombia”, Bogotá, 2007. Pág.  11.  
18 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Págs. 323-366. 
19 Ibíd. Pág. 325.  
20 “Sistema de protección y amparo con que los poderosos patrocinan a quienes se acogen a ellos 
a cambio de su sumisión y de sus servicios”. Ver en http://lema.rae.es/drae/?val=clientelismo, vista 





coordenadas del ejercicio de la política en Colombia21, desatacándose ulteriormente que 
“la participación no ha logrado enfrentar con éxito el ‘ethos’22 clientelista”23; iii) en la 
construcción de tejido social, se encontró que habían crecido las organizaciones sociales, 
pero en el aspecto cualitativo no se podía determinar si habían ejercicio mancomunados 
y confianza interinstitucional. Finalmente, como caso irónico, se logró determinar que 
mientras crecían las posibilidades de participación ciudadana, la pobreza aumentaba en 
niveles considerables24.  
 
 
Uno de los aspectos que más llaman la atención, como conclusión respecto a la 
limitación del aspecto participativo, fue “el marco jurídico para su ejercicio”, visto en tres 
dimensiones25: la primera, se inclinó a considerar que las Leyes contenían un sentido 
amplio participativo, pero con la restricción de la reglamentación, dejando sin “dientes” la 
posibilidad real de actuar y desestimulación en el ejercicio por la amplitud de requisitos. 
La segunda, según la idiosincrasia formalista y la inflación legislativa, se generaron un 
buen número de Leyes en materia de participación ciudadana que distaban de la 
realidad, en sí por “la amplia infraestructura normativa no se corresponde con las 
prácticas efectivas de participación”. Finalmente, una tercera, apuntó a señalar que 
subsistía un sinnúmero de normas dispersas sobre presupuestos participativos, sin que 
existiera un sistema único con sentido para el uso de la población.  
 
 
Lo propio sucedió con los mecanismos de participación ciudadana, puesto que aquellos 
buscaban promover una relación más cercana ente los gobernantes y gobernados, pero 
han tenido un alto porcentaje de inaplicabilidad efectiva,26 como la Revocatoria del 
Mandato, El Referendo, La Iniciativa Legislativa y la Consulta Popular27. 
 
 
Desde la Constitución de 1991 hasta el año 2012, de las 132 iniciativas para revocar el 
mandato28, entre ellas, de 2 Gobernadores y 130 de Alcaldes, ninguna ha prosperado. En 
relación con las iniciativas legislativas y normativas, se tienen 3 de acto legislativo, sin 
efecto alguno; 6 de proyecto de Ley, sin conclusión efectiva; 3 de ordenanza que no 
                                            
21 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Pág. 343. 
22 Se traduce como etos  y se entiende como el “Conjunto de rasgos y modos de comportamiento 
que conforman el carácter o la identidad de una persona o una comunidad”. Ver en 
http://lema.rae.es/drae/?val=ethos, consultada el 2 de julio de 2012. 
23 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Pág. 344. 
24 Ibíd., Págs. 355-360. 
25 Ibíd., Págs. 363-366. 
26 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Mecanismos de Participación Ciudadana en 
Colombia -20 Años de Ilusiones-, Bogotá, 2012, Pág. 6. 
27 De esta lista se saca el voto, el cual  tendrá un tratamiento especial en la parte final y el cabildo 
abierto, teniendo en cuenta que no hay un solo dato sobre el particular, según se señaló en la 
investigación desarrollada por la Misión de Observación Electoral, Ob. Cit. Pág. 7. Igualmente, en 
los salvamentos de voto de la Sentencia de la Corte Constitucional C-180 DE 1994, se señaló 
sobre el cabildo abierto: “La decisión mayoritaria de la Corte sobre este punto, acepta el sentido 
democrático y participativo de la institución pero, de manera inexplicable,  limita sus alcances 
hasta considerar que sólo tiene efectos deliberantes”. 
28 Sin tener en cuenta que en el 2013 se presentaron 34 iniciativas, las cuales 8 fueron votadas y 
no prosperaron; 2 tienen fecha para ser votadas en febrero y marzo de 2014;  5 aprobadas y 19 
fueron desaprobadas.  Ver en http://www.Registraduría.gov.co/-Revocatorias-2013-.html, 




tuvieron consecución y 4  de acuerdo municipal, siendo solo una aprobada. En el mismo 
sentido, el referendo aprobatorio constitucional ha tenido 18 propuestas, llegando 
solamente una a votación; una de referendo derogatorio constitucional sin prosperar; 6 
iniciativas de referendo aprobatorio municipal, de las cuales solo una prosperó y 11 de 
referendo derogatorio, aprobándose solamente una. En materia de consulta popular, se 




Destacándose entonces que subsiste un “aparente fracaso”  en el ejercicio de los 
mecanismos de participación ciudadana, entre otras cosas, por la excesiva concentración 
de requisitos y trámites para su ejercicio29, esto es, que su normativización se ha 
convertido en la mayor barrera para su desarrollo por parte de la ciudadanía.  
 
 
Desde esa perspectiva, el análisis apunta a establecer que los espacios y mecanismos 
de participación democrática, tal y como están regulados, tienen una evidente dificultad 
para que operen en la práctica. Muchos están atados para que los mandatarios locales le 
den el visto bueno para su funcionamiento, no son autónomos en su ejercicio y siempre 
obedecen a una disposición política antes que a la voluntad popular. Las normas que les 
dan vigencia van en contra de principios esenciales del constitucionalismo moderno 
establecidos en la Constitución de 1991, contraviniendo la soberanía del popular30; la 
Constitución como Ley suprema; el gobierno limitado o la restricción del poder; la 
responsabilidad de rendir cuentas del mandatario local; el derecho de la gente a reformar 
su propio gobierno y el poder constituyente del pueblo. Según la concepción legal y 
reglamentaria, quedan reducidos a meros sofismas de un Estado Democrático, en 
oposición al empoderamiento31 de la ciudadanía de la toma de decisiones públicas y la 
participación real en la defensa de lo colectivo32. Aquellos difícilmente puede obedecer a 
los intereses de los sectores marginados de la sociedad: primero por la falta de 
conocimiento sobre los mismos y su alta rigurosidad procesal, y segundo, el soporte 
económico para llevarlos a cabo es costoso33. En esas condiciones, solo los privilegiados 
terminan haciendo uso de dichos instrumentos para satisfacer sus intereses antes que el 
bienestar general de la comunidad, violentando lo que históricamente se conquistó en 
defensa de la profundización del gobierno del demos. 
 
 
Para ello, desde un ejercicio hermenéutico, es preciso analizar la reglamentación de la 
participación ciudadana en la vida municipal, por cuanto es el espacio político pequeño 
en el que confluyen a nivel micro los tres elementos del Estado (gobierno, pueblo, 
territorio), aquel donde subsiste una mayor interacción con cohesión social. Esto es, el 
escenario adecuado para la aplicación de políticas públicas en razón de la voluntad 
                                            
29 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Pág. 363. 
30 Poder supremo como autoridad. 
31 Viene del verbo empoderar y significa “Hacer poderoso o fuerte a un individuo o grupo social 
desfavorecido”. Ver en http://lema.rae.es/drae/?val=empoderamiento, consultada el 14 de julio de 
2012. 
32 “Que pertenece a un grupo de individuos”. Ver en http://lema.rae.es/drae/?val=colectivo, 
consultada el 14 de julio de 2012. 
33 Sobre el particular, tener como ejemplo, lo sucedido con la campaña para el referendo de la 
reelección del hoy ex presidente Álvaro Uribe, donde el valor para el ejercicio de dicho 





general34. Siendo la ejemplificación de la democracia directa, o si es del caso, el lugar 
ajustado para el ejercicio concreto de los espacios de protagonismo ciudadano en virtud 
de la democracia participativa, en tratándose de la autoconstrucción de la mejor forma de 
gobierno. Sumado a que se partió de allí desde la descentralización política35, para 
consagrar un modelo eficientista del desarrollo real del presupuesto participativo. 
 
 
El Municipio se representa como la entidad territorial por excelencia. Está determinado 
constitucionalmente como una entidad fundamental de la división político-administrativa 
del Estado y por lo tanto un sujeto de derecho público en el cual se concreta la 
descentralización y las Políticas Públicas pueden advertirse de forma palpable, 
advirtiendo a sus habitantes que se puede trazar como lo fundamental en aras de sus 
propios intereses.  
 
 
Por ser una escala donde opera un menor gobierno, el Municipio está llamado a facilitar 
el desarrollo de instrumentos participativos, en tanto que abre la puerta al diálogo y la 
interacción cara a cara, generando por la proximidad de los temas a los ciudadanos una 
mayor disposición por su parte a implicarse y participar; resulta ser el escenario 
privilegiado desde el cual pueden desarrollarse experiencias de participación para la 
ciudadanía. Siendo aquella el conjunto social que se preocupa por la construcción de lo 
público, por los intereses de todos y de todas, por el bienestar de la comunidad,  por el 
bien común de la población, por hacer público lo público, esto es, de lo que es y 
pertenece a todos y a todas. 
 
 
En oposición, no se tendrán en cuenta los Departamentos, las Regiones o propiamente la 
Nación, por lo difícil para el ejercicio y el abocamiento de la democracia participativa en 
esos territorios por su extensión, aunado a que la mayoría de los instrumentos y fórmulas 
de participación ciudadana se dirigen al Municipio36. 
 
 
En ese sentido, dentro del análisis macro, en el primer capítulo se abordará el tema del 
camino  del concepto y desarrollo de la democracia, iniciando en la Grecia Clásica, 
pasando por Roma, su eliminación en La Edad Media, el surgimiento en la Edad 
Moderna, la imposición de la democracia representativa como mejor sistema de gobierno 
y la fórmula de mayor aceptación en relación con la participación del pueblo: la 
democracia participativa.  
 
 
En el segundo capítulo, será determinante tener en cuenta como desde la Constitución 
Política de 1991 se dispuso toda la filosofía para el desarrollo de los diferentes 
                                            
34BOBBIO, Norberto, Ob. Cit. Pág. 49. 
35“La descentralización política es la transferencia a las entidades territoriales de capacidad de 
elección de sus gobernantes y de toma de decisiones sobre las políticas de desarrollo a nivel 
local”, igualmente “La descentralización política en Colombia surge como respuesta a una crisis de 
legitimidad que se expresa a su vez en un conjunto de crisis en las instituciones y criterios básicos 
de la democracia: crisis de los gobiernos locales, crisis de los servicios públicos, crisis de la 
democracia representativa, crisis de la participación ciudadana, crisis de gobernabilidad”. 
MALDONADO, Alberto, Ob. Cit. Págs. 8 y 12. 




mecanismos de participación desde la concepción de la democracia participativa. 
Igualmente, toda la construcción normativa alrededor de los mismos en la década de los 
noventa y el escepticismo generado después de diez años de entrada en vigencia la 
Carta Política y siguientes.  
 
 
Será importante establecer desde la operatividad de los mecanismos y espacios de 
participación, las consideraciones que permiten advertir su funcionamiento según quien 
tenga la última palabra sobre su nacimiento; si resulta obligatorio para la Entidad 
Territorial y si las consideraciones al interior del mismo resultan imperativas para el 
Gobierno Municipal o solamente consultivas.  
 
 
Los instrumentos a tener en cuenta en el ejercicio interpretativo, son: Mecanismos de 
Participación Ciudadana Local –Art. 103, C.P., inciso primero-: la revocatoria del 
mandato; El referendo; La Consulta Popular y La Iniciativa Popular Normativa. Otras 
Instancias de Participación Ciudadana –Art. 103, C.P., inciso segundo: i). Asuntos 
globales del Municipio: El consejo Territorial de Planeación; El consejo de Política 
Social; El Comité de Desarrollo y Control Social o Comité de Desarrollo de los Servicios 
Públicos Domiciliarios; La Junta de Vigilancia de los Servicios Públicos; El Consejo 
Municipal de Desarrollo Rural. ii) Asegurar la Participación de los Diferentes Actores 
Sociales en el Municipio: Las Juntas de Acción Comunal; El Consejo Municipal de 
Juventud; El Comité de Desplazados; El Consejo Municipal de Paz y el Consejo 
Municipal del Medio Ambiente. iii). Calidad en Materia de Acceso a la Salud: 
Asociación de Usuarios en el Sector de la Salud; El COPACO: El comité de Participación 
Comunitaria. iv). Calidad en el Derecho a la Educación, a la Cultura y al Deporte: La 
Junta Municipal de Educación –JUME: Los Foros Educativos y Gobiernos Escolares; el 
Consejo Municipal de Cultura y Comité Municipal de Recreación y Deportes o Juntas de 
Deportes. V). Para exigir eficiencia en la materialidad de las políticas públicas y 
luchar de paso contra la Corrupción: Las Veedurías Ciudadanas.  
 
 
Si bien pueden existir otras instancias participativas, será trascendental analizar aquellas 
que nacieron con ocasión de la Constitución de 1991 y han tenido vigencia en la órbita 
municipal hasta el año 2012. Además que la materia para la que están reglamentados 
resulta de suma naturaleza, partiendo de su implicación social, como el caso de la salud, 
la educación, el medioambiente, la cultura, la gestión fiscal, la juventud y la planeación.  
 
 
En el capítulo tercero, el análisis partirá de la razón del constitucionalismo moderno, sus 
principios y su recepción en el ordenamiento constitucional colombiano con el texto de 
1991. También se concentrará la exposición de la filosofía de la democracia participativa 
y su enfoque a partir de lo considerado en la Carta Política.  
 
 
Se tendrá en cuenta la oposición de la reglamentación de los mecanismos de 
participación ciudadana con los principios del constitucionalismo moderno, según la visión 
de ausencia de limitación del poder, de inclusión de todos los ciudadanos en la toma de 
decisión y la capacidad de incidencia de los mismos en la construcción de políticas 
públicas desde su propia perspectiva. Realizando para ello un ejercicio interpretativo de 







Finalmente, en el capítulo cuarto, la valoración partirá de una visión propositiva a partir de 
la inclusión en el ordenamiento jurídico colombiano el voto obligatorio, como mecanismo 
para generar una cultura participativa y por lo tanto de interés de un consenso mayoritario 
por lo público. De allí que para adentrarse en dicho análisis, de forma antecedente, será 
preciso vislumbrar los puntos sobresalientes de la que se erige como la nueva Ley de 
Participación Ciudadana, así como sus falencias. Posteriormente, se traerán a colación 
las ventajas de tener un  sufragio compulsivo, así como las desventajas y  por qué resulta 
conveniente para el ejercicio democrático que debe envolver al pueblo de la 
municipalidad a la hora de adoptar decisiones como constituyente primario, en tratándose 










1. Capítulo 1 
 
 
1.1. El camino infructuoso de la democracia y la 
consolidación de la democracia representativa 
 
 
El concepto original “democracia” en gran parte de la historia no pareció no tener 
vigencia, fue mirado con desconfianza y tratado despectivamente. Si bien emergió con la 
Grecia Antigua, luego vino a ser relativizado y prácticamente anulado como término por la 
Constitución Mixta en Roma y posteriormente con el de República en la Edad Media37, 
surgió nuevamente en la Edad Moderna y evolucionó desde diferentes concepciones 
políticas y jurídicas hasta nuestros días, valorándose en sentido positivo.  
 
 
Recordemos que la concepción de la democracia  se debe a las inadversiones hacía la 
misma en la Grecia Clásica. Su definición no se tomó en sentido positivo, por el contrario, 
fue construida por sus adversarios, los detentadores de poder, que vieron en la misma un 
desvió de clase: era “el gobierno de los pobres libres, del vulgo, que componía la mayoría 
del demos, en oposición al gobierno de los ricos”38. No fue un régimen apreciado o 




Fue Clístenes (570-507 a. de c.), un noble de la época, quien venció a la facción 
aristocrática, gracias al Demos, sobre la base de la isonomía, traducido para entonces: 
igualdad ante la Ley, con la disposición de iguales derechos de participación y mejor 
equilibrio entre los órganos del gobierno, logrando la introducción de un modelo con 
aportación para los débiles, (aquellos carentes de riqueza). Desarrollando lo que se 
conocería en “términos generales” como democracia, período recurrente entre el 507 y 
322 a. de c. en Grecia. 
 
 
Dicho régimen fue criticado, hasta el punto de ser comparado como el gobierno de los 
pobres y de los malvados, en oposición a los buenos y propietarios. Platón consideró que 
en el mismo no se tenía en cuenta la calidad intelectual y la moralidad de las masas, 
conllevando inestabilidad y anarquía bajo ese ropaje de libertad para gobernar, siendo la 
                                            
37PISARELLO. Gerardo, Un Largo Termidor, La Ofensiva del Constitucionalismo Antidemocrático, 
Colección Estructuras y Procesos, Serie Derecho, Editorial Trotta, 2011., ver introducción y 
capítulo I.   
38FIORAVANTI, Mauricio, Constitución, editorial Trota, Madrid 2001, página 17. 




plataforma perfecta para la tiranía, debiendo contemplarse entonces la sumisión de la 
democracia al principio monárquico. Lo propio hizo Aristóteles39, quien sintió la 
preocupación correspondiente del modelo, aduciendo que se configuraría un “subversión 
social”40 en el ámbito doméstico al permitir que las clases pobres ingresaran al ámbito de 
la público. Más cuando éstas en muchos casos dependían de otros para ser libres y 
dadas sus ocupaciones, no tendrían tiempo para el ejercicio intelectual y político. Una de 
las situaciones que más le preocupó y que más tarde sería la tensión central de la 
democracia con el liberalismo clásico, fue la posible expropiación de los grandes 
propietarios por los necesitados, por lo que resultaba mejor un Gobierno de  plutócratas41.   
 
 
En la Roma precedente no se habló de un régimen democrático y el concepto tuvo un 
proceso de desvanecimiento, aunque ya actuando como República se permitieron 
canales de expresión popular. En el campo legislativo se consintió la participación del 
pueblo. La estabilidad del modelo romano giró hacía  una constitución mixta, aquella 
donde se representaban el elemento monárquico (consulado); el aristocrático (el senado) 
y el democrático (pueblo), tal y como lo describió Polibio42.  
 
 
La palabra democracia prácticamente desapareció del escenario de la Alta Edad Media y 
se nombró tácitamente hacía el siglo XIII. Tuvo un renacimiento sucinto de forma 
peyorativa. Fue a partir de la traducción de la obra de “La Política”  de Aristóteles, cuando 
nuevamente se trajo a colación43. En la clasificación monarquía –tiranía; aristocracia –
oligarquía y Política –Democracia, retomada por Santo Tomas de Aquino44, se situó al 
régimen democrático como el gobierno de los pobres que oprime a los ricos, calificado 
como el único tirano. Por lo tanto se prefirió a la Monarquía como un sistema que devenía 
en controlada por la masa mediante el ejercicio de los magistrados, más no directamente 
por la masa poblacional.  
 
 
Marsilio de Padua45 igualmente retomó la democracia como una forma desviada de 
gobierno esto es,  el régimen del vulgo, los pobres y los necesitados. Por el contrario, 
                                            
39 No obstante debemos recordar que para Aristóteles existían tres modelos de gobierno que 
potencialmente podían ser legítimos: la monarquía, la aristocracia –gobierno de pocos- y la 
democracia –gobierno del pueblo-. Lo que no consintió fue la degeneración de dichos sistemas: 
monarquía en tiranía; aristocracia en oligarquía y la democracia en demagogia.  
40 Cambiar, trastornar, modificar o destruir el modelo social. 
41 PISARELLO. Gerardo, Ob. Cit. Págs. 31-32. 
42 RIVERA GARCÍA, Antonio, “La Constitución Mixta,  Un concepto Político Premoderno”, en 
Historia y Política, No. 26, julio y diciembre de 2011.  Página 177. Citando a Polibio 2000, página 
169.  A este autor no le interesaba tanto la relación o choque entre grupos económicos o sociales, 
como la relación entre poderes institucionales. 
43 PISARELLO. Gerardo, Ob. Cit. Pág. 40. 
44 Tomás de Aquino, La Monarquía, I, traducido por L. Robles y A. Chueca, editorial Tecnos, 
Madrid 1994, página 9. Citado por Pisarello, Ob. Cit., Pág. 40. 
45 Médico y teólogo nacido en Padua alrededor de 1270 y muerto hacia 1342. Contra lo que dicen 
algunos autores, era solamente un laico y ni fue religioso ni el legítimo arzobispo de Milán, aunque 
era canónigo de su ciudad natal.  
12 Reglamentación de los espacios y mecanismos de participación ciudadana en el municipio colombiano: ¿en 
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política de 1991? 
 
 




Dichas discusiones o posible régimen de gobierno no llegó a oídos del pueblo, pero fue 
claro que en dicha instancia de la historia las revuelvas de los campesinos y de los 
desposeídos fueron comunes, siendo algunas perseguidas y estigmatizadas, inclusive 




Pese a esa época de penumbra del término democracia y su denominación negativa en 
gran parte de la historia, a partir de las luchas inglesas en el siglo XVII contra el 
absolutismo, volvió a reaparecer el gobierno de la multitud e igualdad de los incluidos en 
el demos. Esto es, antes de la Revolución Inglesa, propiamente dicha. Se debió a los 
movimientos contra la corona, compuesto entre otros48, por los levellers –los niveladores- 
y los diggers –los cavadores-. Los primeros abogaron por los derechos de las clases 
populares y la igualdad en materia de propiedad, los segundos cuestionaron directamente 
el derecho de la pertenencia. Éstos fueron denominados demócratas por sus opositores, 
dadas las demandas que formulaban. Si bien es cierto no obtuvieron un triunfo, si 
abonaron terreno en la construcción de la lucha popular que se desarrollaría a finales del 
siglo XVIII e inicios del XIX. Fue un proyecto importante para la época, teniendo en 
cuenta que uno de los puntos centrales de su visión desde la igualdad jurídica y política y 
reflejada en lo institucional, concebía al Parlamento con algunos privilegios gracias a los 
electores49 y no en virtud de la tradición, a sabiendas que racionalmente era el órgano 
representativo del pueblo. Siendo entonces su competencia delegada, pues resultaba 
trascendental para evitar desbordamientos de poder, la cual debía ser cumplida en el 
marco de una constitución escrita. Situación que trasgrediría todos los paradigmas 
tradicionales del sistema inglés y por lo tanto no sería legitimado. 
  
 
Posteriormente, dos de los grandes pensadores, jurídica y políticamente, concibieron 
directamente la participación de los hombres en la conformación de su propio gobierno e 
inclusive del castigo al mismo, si no se actuaba en el rango del bienestar y la justicia. El 
primero de ellos fue Thomas Hobbes (1588-1679),  quien si bien fue cercano a la 
Monarquía y a la construcción de un Estado Soberano –leviathan-, no se opuso a que 
pudiera existir un “poder absoluto democrático”, encabezado por una “Asamblea 
Popular”. Su planteamiento se basó en concebir que la condición humana vivía 
enfrentada y en una condición de miedo, por lo que debía existir un pacto en que los 
individuos renunciaban a su derecho a auto defenderse para entregárselo a un Estado 
que se comprometería a garantizar la vida y la paz, a darles seguridad. Si no cumplía era 
objeto de cambio. Por su parte, John Locke (1632-1704), famoso por su escrito “Segundo 
Tratado Sobre el Gobierno Civil”, hizo relación al pacto entre hombres libres para la 
                                            
46Aristóteles era partidario de una constitución que combinara elementos oligárquicos y 
democráticos, a dicha combinación la denominó  la politeia¸ cuando se acercaba más a la 
democracia.  
47 Sobre el particular ver la explicación de Pisarello Ob. Cit., capítulo I sobre la Constitución de los 
Antiguos: Irrupción y Eclipse  del Principio Democrático. Páginas 21-43. 
48 En dicho movimiento también estuvieron los ranters –radicales- y los Seekers –los buscadores-. 
49 Para la época entiéndase a los hombres mayores de 21 años.  




conformación de un gobierno que respetara libertades y derechos básicos. Para evitar el 
desbordamiento del mismo, consideró que deberían existir dos funciones: una legislativa, 
-intermitente para crear normas- y la ejecutiva –de actuación regular para aplicarlas-. La 
primera debía tener preeminencia sobre la segunda, esto es, el parlamento inglés. Si 
alguno de los dos se desbordaba y no actuaba en defensa del bien público el pueblo 
sería el último juez y se encargaría de juzgar a sus representantes, actuando en nombre 
del derecho a la resistencia, por cuanto el gobierno no provenía de la Ley Divina si no del 
poder del pueblo, de allí el origen convencional del poder político con la finalidad de 
proteger la “propiedad”, esto es: la vida, las libertades y las posesiones o propiedades50.  
 
 
Por su parte, Montesquieu (1688-1755), afianzado en la teoría de Locke, en su texto 
emblemático “El espíritu de las Leyes”, mirando la Constitución Inglesa, destacó las 
ventajas de una constitución con protección de los poderes intermedios para evitar un 
Estado despótico o popular51. Destacando que debería existir una forma de gobierno 
democrática, basada en la virtud, con componentes como la renuncia a su mismo en 
búsqueda de la igualdad, hasta el punto que todos los pobres tuvieran unos ingresos 
suficientes y que ninguna persona fuera tan adinerada como para no trabajar.  
 
 
Los postulados mencionados, sobre todo los lockianos, tuvieron eco en algunos colonos 
norteamericanos, quienes arrinconados por las cargas tributarias impuestas por el 
Parlamento Inglés52, sin el debate previo con las asambleas locales, avizoraron la 
consumación de una injusticia y una inconstitucionalidad, legitimando entonces un 
proyecto de rebeldía. De allí que el gran pensador Thomas Paine (1737-1809)53, abogara 
por un constitucionalismo democrático con bases igualitarias y racionales, lo cual se vería 
materializado en 1776 con la Declaración de Independencia, la misma sobre la cual se 
apoyarían más tarde algunos movimientos sociales para pedir el fin de la esclavitud y el 
derecho al voto54, en virtud de su “filosofía igualitaria”. 
 
 
Precisamente sobre aquella se afianzaron aquellos granjeros endeudados y 
empobrecidos, exigiendo la condonación de sus deudas, conllevando a que las 
legislaturas limitaran los derechos de varios acreedores. Dicha situación originó que las 
élites norteamericanas del momento se sintieran agredidas, considerando  que el pueblo 
estaba abusando de la “democracia”, sobre todo por el logro de la emisión de papel 
moneda y las limitaciones a la propiedad, amenazando entonces al sistema republicano. 
Eso generó que la discusión sobre la Constitución Americana en la convención de 
filadelfia de 1787 fuera privativa del sector conservador acaudalado, cerrándole la puerta 
a los sectores más democráticos.  
 
En ese transcurrir, en el llamado de ratificación de la Constitución de los Estados Unidos, 
redactada en Filadelfia en 1787, se produjo una de las teorías más ilustrativas en el 
mundo respecto de la Democracia, denominada en honor al apellido del autor: 
                                            
50 BLANCO VALDES, Roberto, El Valor de la Constitución, Editorial Alianza, 1994. Págs. 40-44. 
51 Ibíd., págs. 24-29. 
52 La carga tributaria que tenían que soportar los colonos americanos, era principalmente sobre el 
té y el azúcar. Productos de comercio esencial para los productores americanos. 
53 PISARELLO, Gerardo, Ob. Cit. Pág. 64. 
54 No taxation without Representation (sin representación no hay impuestos). 
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democracia madisoniana de lógica netamente representativa. En fecha posterior al 
surgimiento de dicha carta política, entre octubre de 1787 y mayo de 1788, aparecieron 
publicados en varios periódicos del Estado de New York, ochenta y cinco artículos, bajo 
el seudónimo de “publius”, denominados “El Federalista” o “The Federalist Papers”, 
escritos por Alexander Hamilton, John Jay y James Madison (1751-1836)55. En el ensayo 
número 10, atribuido al último de los mencionados, se desarrolló un modelo de 
contraposición a las facciones de los desposeídos.  
 
 
Madison interpretó que lo más importante era conjurar el peligro de las mayorías56, por 
cuanto esa democracia no lograría conjurar los peligros de las facciones y sus intereses 
individuales. En la misma se atentaría contra la propiedad y otros derechos individuales. 
Entendió que antes de limitar el poder de las legislaturas, les había dado el poder para 
emitir papel moneda y afectar la propiedad de los acreedores, lo que se traduciría en 
últimas, en “sacrificar una parte de la población en beneficio de otra”57. Situación que lo 
motivaría a proponer como modelo democrático el representativo. Opinó en su momento 
que “La representación era la única forma de gobierno viable en un territorio extenso y 
con una población amplia”58. Sustentado además en que dicho modelo actuaría como un 
filtro de moderación de intereses particulares, generaría juicios ponderados y evitaría 
confrontaciones respecto de la distribución de la propiedad.  
 
 
La propuesta de Madisoniana buscó que todas las facciones tuvieran posibilidad de 
acceder al parlamento y lugar un autocontrol interno, traducida en que tanto los 
desposeídos como las minorías privilegiadas tuvieran asiento en el centro de debate por 
excelencia, con el objetivo de lograr el apaciguamiento de los intereses de las mayorías 
empobrecidas por los costos de la “Revolución”. En últimas, fue una fórmula para 
contener los derechos políticos otorgados al pueblo59.  
 
 
Siendo entonces esa incipiente visión de la democracia representativa un esquince en 
sentido peyorativo60, pues fue utilizado dicho sistema para contener los intereses de una 
clase social sin riqueza y con la ambición de la obtención de justicia por su participación 
en el ideario de libertad a partir de la revolución. 
 
 
                                            
55GARCÍA GARCÍA, José Francisco, “Tres Aportes Fundamentales de El Federalista a la Teoría 
Constitucional Moderna” en Revista de Derecho¸ volumen XX, No. 1, Santiago, Universidad 
Católica de Chile, 2007. Pág. 40. 
56 Entendidas como el pueblo apasionado y desposeído, en oposición a las minorías: privilegiados, 
poderosos e ilustrados. Ver en GARGARELLA, Roberto, Ob. Cit. Pág. 25. 
57 PISARELLO, Gerardo, Ob. Cit. pág. 69. 
58 Ibídem 
59 RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa, Ob. Cit. Págs. 42-46. 
60 Para MADISON, las minorías tenían una educación superior y gran capacidad económica, 
mientras que las mayorías eran los ignorantes y desposeídos, prevalecientes por ser mayor 
cantidad. De allí que la fórmula buscara contener los intereses de los segundos para el 
sostenimiento de los primeros como detentadores del poder. 




Dicha posición de la conformación de las instituciones desde posturas elitistas,  ha sido 
puesta en cuestión por Larry Kramer61, a quien se le atribuye el surgimiento de la 
corriente de pensamiento “Constitucionalismo Popular”62. Dicho autor, si bien concuerda 
en que existe algo de verdad, cuando se ha considerado que el sistema norteamericano 
estuvo permeado por la visión de tener un control sobre el pueblo, minimizando su 
participación en el Gobierno, esto es, donde se dieron las condiciones “para empujar al 
pueblo tan fuera del escenario como fuera posible sin abandonar técnicamente el 
republicanismo”63; también ha sido recio a considerar dicha postura completamente cierta 
y ha abogado por considerar que una lectura de esa naturaleza ha sido “anacrónica” y se 
le ha entregado un peso equivocado.  
 
Kramer ha considerado que los Estados Unidos fue el único país fundado bajo el 
consentimiento del pueblo de forma consciente y profunda. Esto es, que los fundadores 
apostaron por un gobierno popular. La ideología política tuvo como eje central a la 
población, la cual estuvo presente tanto para federalistas como anti federalistas64. 
Estando la estructura del gobierno norteamericano, encaminada a “canalizar y controlar” 
la filosofía popular, no para aislarla o eliminarla.  
 
Incluso llegó a mencionar que el pueblo no entendido como ente abstracto, sino aquél 
que había peleado por una revolución.  Siendo la Constitución un acto de la voluntad 
popular: “la carta del pueblo, hecha por el pueblo”, la cual debía ser “interpretada e 
implementada por la propia población65.  
 
No en vano Roberto Gargarella66, en los comentarios al texto “The People Themselves” 
(2004) de Kramer, dejó claro que este autor exponía algunos aspectos importantes sobre 
el constitucionalismo popular: i) el desafío a la supremacía judicial, quitando la 
Constitución de las manos de los tribunales para pasarla a las manos del pueblo;  ii) los 
tribunales se apoyan en una “sensibilidad antipopular”, esto es una autoridad moral de 
unos pocos sobre muchos; iii) la defensa de una interpretación de la Constitución de 
forma extrajudicial –por el pueblo-; iv) el derecho fuera del derecho, en el sentido que los 
jueces dejaban a la deriva algunas situaciones que deberían ser consideradas como 
derecho; finalmente, v) el impulso de la democracia y participación, pues se apoya a las 
manifestaciones propias de la cultura popular e institucionalmente, en razón con la 
desconfianza de las élites, ser favorece la rotación en los cargos, los mandatos cortos y 
la descentralización del poder.  
 
                                            
61 KRAMER D., Larry, Constitucionalismo Popular y Control de Constitucionalidad, editorial Marcial 
Pons, traducción Paola Bergallo, Barcelona 2011. Págs. 15-20.   
62 Se ha entendido: “quienes gobiernan tienen la obligación de hacer lo mejor para interpretar la  
Constitución mientras llevan adelante sus tareas de gobierno cotidianas, pero en donde su  
interpretación no resulta autoritativa, sino que se encuentra sujeta a la directa supervisión y  
corrección por parte del mismo pueblo, entendido éste como un cuerpo colectivo capaz de actuar  
y expresarse independientemente”. Ver en Kramer, L. (2004), The People Themselves: Popular  
Constitutionalism and Judicial Review, Oxford: Oxford University Press. Pág. 962.  Citado en 
GARGARELLA, Roberto, “El Nacimiento del Constitucionalismo Popular” en Revista de libros de la 
Fundación Caja Madrid, No. 112, abril de 2006, Pág. 16.   
63 KRAMER D., Larry, Ob. Cit. Pág. 18.  
64 Ibídem. 
65 Ibíd., Pág. 19.  
66 GARGARELLA, Roberto, “El Nacimiento del Constitucionalismo Popular”, Págs. 15-18. 
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En ese sentido, la posición de Kramer, termina siendo bastante optimista de cara a la 
participación popular en la fundación de los Estados Unidos y lo que es la democracia, en 
relación con gobierno popular y la concreción como órgano interpretativo de cierre de la 
Constitución.  
 
Sin embargo, sería con  ocasión de la Revolución Francesa que el concepto democracia 
tendría el mayor de los auges en sentido positivo. Es procedente atribuirle a Rousseau 
(1712-1788) todos los créditos sobre el modelo político que se convertiría en un hito 
mundial, retomando en ciertos aspectos a Montesquieu y teniendo a la postre cierto 
“optimismo antropológico”, en su texto celebre “El Contrato Social”. Allí consideró que el 
pueblo era el titular de una soberanía inalienable e indivisible, por lo que no se podía 
representar. Hasta el punto de decir que todas las Leyes que no fueran ratificadas por el 
soberano, serían nulas. Su posición se marcó rebelde al considerar que “el hombre nacía 
bueno y la sociedad la corrompía”, con ocasión del afianzamiento de la propiedad 
privada, por lo que se requería un modelo que construyera una sociedad más igualitaria, 
que se acercarán los extremos: una sociedad sin opulentos y una  sin mendigos. Empero, 
aquél autor consideró que su modelo de democracia directa solamente sería posible en 
un Estado pequeño, donde el pueblo se conociera y fuera fácil de reunir. Donde hubiera 
igualdad de fortunas y prácticamente ninguna riqueza. 
 
 
Maximilien Robespierre (1758-1794)67, fue uno de los grandes impulsores de las ideas 
roussonianas68 en gran parte del desarrollo de la Revolución Francesa69, e intentaría 
sobreponerlas en el modelo de Constitución de 1793. No en vano fue descrito como el 
“Adalid de los ‘comunes’, los descamisados, los ciudadanos pasivos”70. Entre los 
principios democráticos defendidos por este líder revolucionario, que se fueron 
extendiendo posteriormente y la mayoría siguen vigentes como derechos subjetivos, es 
fácil reconocer el sufragio directo y universal; los mandatos breves; mandatarios sin 
fueros; Leyes sometidas a veto popular; reforma constitucional a cargo del pueblo; 
referéndum; revocatoria de mandatos, supresión de pena de muerte y censura; la 
educación popular71; la soberanía del pueblo; la generalización de la propiedad –para 
todos-; libertad de cultos; fin de la esclavitud, del colonialismo y la resistencia a la 
opresión. Presupuestos para el momento de avanzada rotunda, las cuales hoy se 
encuentran vigentes como postulados del constitucionalismo democrático, sin que los 
parlamentos republicanos contemporáneos hayan incorporado muchas novedades a 
dicha filosofía72.  
                                            
67 Maximilien Robespierre, ha sido quizá uno de los más grandes políticos de convicción 
demócrata de la historia francesa. Sus posturas abogaron por la defensa de las minorías, la 
educación para todas las clases sociales, el principio mínimo de subsistencia, la participación y 
todo aquello que abogará por una igualdad real de su pueblo. No obstante, la historia no le ha 
dado el crédito que merece y por el contrario, su nombre ha sido objeto de acentuación peyorativa.  
68 El libro de más ediciones entre 1792 y 1795 en la Francia revolucionaria, fue “El Contrato Social” 
de Rousseau con 13, entre ellas, una especial de bolsillo para los soldados. Ver en MCPHEE, 
Peter, La Revolución Francesa, 1789-1799, editorial Crítica, 2002. Pág. 161. 
69 Para Robespierre, la Democracia, no era otra cosa que un estado en el cual el pueblo soberano, 
guiado por Leyes que son su obra, realizada por si misma cuanto puede. SANGUINETTI, Horacio, 
ROBESPIERRE la Razón del Pueblo, editorial Eudeba, Universidad de Buenos Aires, 2003. Pág. 
42, pie de página. Concepto que fue equivalente al de República para aquél Revolucionario.  
70 Ibíd., pág. 18. 
71 Ibíd. Págs. 23 y 43. 
72 Ibídem. 






En el marco de los diferentes debates al interior del proceso de la Revolución Francesa 
también emergió un representante de la Democracia Representativa, Emanuel Sieyes, a 
partir de su teoría de la soberanía nacional, siendo aquella una entidad abstracta que 
encarnaría al pueblo. Propuso a la Nación como una “persona moral”, diferente de todos 
los sujetos que la conforman y con “voluntad propia”73. Los representantes actuarían 
como explicación y en razón de aquella, pero solos se representarían a sí mismos, por 
cuanto “La calidad de Representante es atribuida al órgano deliberante y no a sus 
miembros individuales”74. Lo cual se constituiría en la fórmula para contener las 
demandas del vulgo. 
 
 
Fue así como una vez muerto Robespierre75, la idea de la soberanía popular desaparece  
y se toma en serio la soberanía nacional como sistema tanto jurídico como político, 
mitigándose la participación efectiva del pueblo. El ascenso del liberalismo censitario en 
el poder político obligaría a un repliegue y abandono de los sectores sociales 
desposeídos, consumándose de paso la democracia representativa. Entre sus 
representantes, Benjamín Constant (1767-1830), quien determinó que si “Los no 
propietarios pudieran votar, utilizarían su poder para violar la propiedad y destruir la 
sociedad liberal” 76. De allí que solamente procedieran a postularse para ser elegidos los 
detentadores de la propiedad, para ser elegidos por aquellos puestos en la misma 
posición, esto es, los propietarios.  
 
 
Con el arribo al poder del liberalismo censitario y la concepción de Estado establecida, se 
empezó a generar una situación de exclusión económica y explotación de aquellos sin 
propiedades, obligándose a la construcción de un concepto propio de las clases 
trabajadoras menos favorecidas, tanto en Francia como en Inglaterra en 184877: la 
“democracia social”78. La cual tuvo como egida la reivindicación del sufragio universal, 
como método para conjurar el aislamiento de las clases sociales bajas.   
 
 
La propuesta tenía clara la reivindicación de una serie de derechos conculcados a los 
trabajadores, entre ellas, el derecho al trabajo en condiciones justas y de participación. 
Por lo tanto, la palabra democracia empezaría a gozar de alta legitimidad, lo que obligaría 
a canalizarse institucionalmente. El Estado debía preocuparse por sus clases inferiores 
                                            
73 ELSTER, JOHN, la democracia deliberativa, Barcelona, Editorial Gedisa, 1998, página 15, 
citado por RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa, Ob, Cit., página 50. 
74 Ibídem. 
75 Dicho líder revolucionario murió ejecutado en julio de 1794, mes termidor según el calendario 
republicano.   
76 PISARRELLO, Gerardo, Ob. Cit. Pág. 94. 
77 En Inglaterra el antecedente fue le movimiento Cartista, que surgió en 1938, luego de que un 
grupo de trabajadores le enviaran una carta al Parlamento Inglés con seis peticiones: sufragio 
universal masculino; voto secreto; sueldo anual para los diputados; renovación anual del 
parlamento; abolición de propietario para acceder al legislativo y circunscripciones para 
representación del mismo número de votantes. 
78 Concepto acuñado en Francia en 1948, como método para luchar  por la reivindicación del 
sufragio universal en aras de lograr una solución a la exclusión y explotación económica. 
PISARELLO. Gerardo, Ob. Cit. Pág. 96. 
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como fórmula preventiva. De allí que la respuesta a nivel de Europa fue una serie de 
Constituciones de sentido social para contener las demandas de los pueblos y sus 
protestas legitimas79. Quedando al descubierto que “era el conjunto del Derecho público 




Con la entrada del siglo XX, la idea de la democratización volvió a tomar auge a partir de 
las revoluciones rusa y mexicana. Lo propio sucedió en Alemania con la Constitución de 
Weimar, que tuvo como impulsores a Max weber, buscando recapitalizar la idea de la 
democracia representativa, dejando claro que la parlamentarización sería un buen 
modelo para seleccionar a los mejores81. Pero dichas ideas pronto finalizaron con la 
entrada del fascismo y del nazismo en Europa.  
 
1.2.  La consolidación de la democracia representativa 
 
 
Terminada la segunda guerra mundial sería el proceso capitalista el ganador de la 
contienda. A partir de allí surgió la posibilidad de un modelo democrático representativo 
limitado. Por un lado se aceptaron las libertades en materia sindical y política, pero se 
consagraría la intangibilidad de la propiedad privada. Así los procesos revolucionarios se 
verían diezmados82.    
 
 
En la práctica, hubo una imposición del modelo demo-liberal representativo, sistema que 
vio al ciudadano participando en política solamente al momento de escoger a sus 
gobernantes,  lo que  Boaventura de Sousa Santos y Leonardo Avritzer denominaron 
“concepción hegemónica” de la democracia en el siglo XX83. 
 
 
Esa concepción de Democracia Liberal Representativa, a mediados del siglo XX, buscó 
articular a la respuesta de tres problemas específicos: la inevitabilidad de los sistemas de 
representación política en las sociedades de masas -el pueblo no gobierna y no puede 
adoptar soluciones racionales, por lo que es inevitable un conjunto de representantes que 
si lo hagan84-; la relación entre sustancia y forma de la democracia -la única forma es 
decidir, elegir por peso igual de votos, sin distinciones económicas85- y el papel de la 
                                            
79 Entre ellas la de Bismarck de 1871, que terminó daño lugar a una legislación laboral de 
seguridad social pero prohibicionista de partidos socialistas y limitaciones al derecho de 
asociación.   
80 PISARELLO, Gerardo, Ob. Cit. Pág. 114. 
81 Ibíd., Pág. 129. 
82 Ibíd., Pág. 154. 
83 DE SOUSA SANTOS, Boaventura y AVRITZER, Leonardo “Introducao: para ampliar o canone 
democrático” en Democratizar o Democracia, Os caminhos da democracia participativa. Citado por 
VELÁSQUEZ, Fabio, La Participación Ciudadana en Bogotá, Colección Cultura Democrática, 
2003. Pág. 24.  
84SHUMPETER, Joseph, Capitalismo, Socialismo y Democracia, 2 Tomos, Barcelona, Ediciones 
Orbis, 1988. Citado por VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Pág. 52. 
85 BOBBIO, Norberto, Ob. Cit. Ibíd. Pág. 53.  




burocracia en la toma de decisiones86 -la representatividad se constituye en la única 
fórmula para el problema de toma de decisiones en las democracias de gran escala87.  
 
1.3.  Los inconvenientes de la democracia representativa 
y el surgimiento de la democracia participativa 
 
Para Gargarella88, uno de los problemas fundamentales de la representación viene de 
sus orígenes, teniendo en cuenta que las instituciones se configuraron desde unos 
presupuestos elitistas. Las mayorías eran miradas con desconfianza y su posición frente 
a las decisiones que se debieran adoptar: “en la época ‘fundacional’ del sistema 
representativo se asumió que la discusión pública tendía “ineluctablemente” a concluir 
con la toma de decisiones impulsivas o apasionadas y no en la toma de decisiones 
basadas en la razón”89. En años posteriores, dicha premisa cambio, pues se entendió que 
las decisiones mayoritarias son más legítimas y tienen mayor grado de asertividad, 
favoreciendo la “racionalidad” en tratándose del resultado de la discusión colectiva. 




Por su parte, Bernard Manin90, al relacionar la “metamorfosis del gobierno representativo”  
y la lógica de la distinción, consideró que el mismo ha estado caracterizado por cuatro 
principios: 1) Quienes gobiernan son nombrados por elección con intervalos regulares. 2) 
La toma de decisiones por los que gobiernan conserva un grado de independencia 
respecto de los deseos del electorado. 3) Los que son gobernados pueden expresar sus 
opiniones y deseos políticos sin estar sujetos al control de los que gobiernan y que 4) las 
decisiones públicas se someten a un proceso de debate. Los cuales se han visto 
concretados sucesivamente en diferentes sistemas: a). parlamentarismo, relacionado con 
el voto censitario –sistema de propietarios-; b). democracia de partidos, relacionada con  
el voto universal y partido de masas –sistema de activista y burócrata de partido- y c). “la 
democracia de audiencia”, consecuente con “gobierno de los expertos en medios”, lo que 
hoy podemos llamar “democracia mediática”. Situaciones todas que en esencia fueron y 
siguen manteniendo su propia mecánica elitista.     
 
 
En la segunda postguerra, la fatalidad histórica colocó al mundo de occidente a realizar 
venías al inevitable modelo de representación de las masas. En ese caso, los 
representantes se encargarían, presuntamente, de asumir los intereses de la pluralidad 
del electorado y de la toma de decisiones de forma sencilla y rápida. No resultaba 
plausible la aplicación del modelo de la democracia directa en una sociedad con 
                                            
86 VELÁSQUEZ, Fabio, La Participación Ciudadana en Bogotá. Págs. 25-27. 
87 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Págs. 52-53. 
88 GARGARELLA, Roberto, Crisis de la Representación Política, Distribuciones Fontamara S.A. 
Colección Biblioteca de Ética, Filosofía del Derecho y Política. México D.F. 1997, Citado en 
ABASCAL, Gabriel, Ob. Cit. Pág. 4. 
89 Ibídem. 
90 MANIN, Bernard, Los Principios del Gobierno Representativo, Alianza Editorial. Colección 
Ciencias Sociales. Madrid, 1998. Págs. 237 y ss. 
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diferentes sectores sociales, lo mejor era concentrar todo en la representación91. No 
obstante, ello como subyacente de los puntos anteriores, terminó concentrando 
solamente la deliberación en un cuerpo privilegiado, excluyó a los ciudadanos de la toma 
de decisiones públicas y evitó que los mismos tuvieran control respecto de sus elegidos, 
su responsabilidad solamente llegó hasta donde se depositaba una papeleta. En ese 
sentido, prácticamente el pueblo terminó siendo irresponsable de las decisiones públicas 
adoptadas por un grupo de elegidos a los cuales no se les podía y hoy no se les puede 
hacer control alguno. 
 
 
Igualmente, la concepción de democracia como forma y no como sustancia, se centró en 
estimar el proceso democrático como un arreglo institucional para llegar a las decisiones 
políticas, mediante la selección por el pueblo de quienes los han de gobernar92. Bobbio 
planteó que “Se entiende por régimen democrático, ante todo, un conjunto de reglas de 
procedimiento para la formación de decisiones colectivas, en las cuales está prevista y 
facilitada la participación más amplia posible de los interesados”93.  
 
 
El propósito de elegir, de acudir a las urnas, si bien se mostraba como un modelo 
ejemplar de participación para aquellos con el entendimiento necesario para elegir a partir 
de un hombre, nombre o programa de gobierno, no logró superar varios vicios de 
inconformidad y de practicidad a la hora de determinar las riendas para el gobernante o el 
representante: a) materialmente subsistió una exclusión en el derecho de voto del sector 
poblacional joven94 con plena capacidad de análisis; b) los  grupos de poder colocaban a 
sus representantes. No resultaba  ganador aquél jugador que respetara las reglas de 
juego y le apostara a un programa de Gobierno respetuoso de la realidad  y de las 
formas, sino aquél impregnado de la ayuda de un sector fuerte económicamente. 
Finalmente, c)  gana quien tenga mayores posibilidades de hacerse conocer y entregar 
dadivas por votos. El poder y las altas finanzas se tomaron los procesos electorales95.  
 
 
Por último, frente al papel de la burocracia en la toma de decisiones, es claro que 
solamente un grupo privilegiado terminaba adoptando las disposiciones de un colectivo 
mayoritario. De hecho sigue haciéndose. La descripción parte del “mandato 
representativo” 96, esto es, que se le entregaba a un grupo minoritario la facultar de llevar 
a debate los intereses del electorado, alejándose el grupo elector de las propuestas y sus 
intereses. Lo propio aconteció en Francia con la teoría de la soberanía nacional y en 
Inglaterra a partir de la soberanía parlamentaria. Toda la institución es la representativa, 
más no el “representante de los representados”, prevalido del presupuesto de su libertad. 
                                            
91 Igualmente, el profesor Velásquez, toma para explicación de este mal del modelo liberal 
representativo  a Norberto Bobbio, quien determinó que el modelo de intervención directa de  los 
ciudadanos en la toma de decisiones, propio de las ciudades-Estado, no tiene aplicabilidad en las 
sociedades de masas, precisamente por su tamaño. Por lo tanto es preciso recurrir a un 
mecanismo que sea representativo  y, a la vez, práctico. 
92 Ibíd. Pág. 25.  
93 BOBBIO, Norberto, Ob. Cit. Pág. 12. 
94 La mayoría de modelos democráticos representativos concibieron que solamente podían ir a las 
urnas los propietarios. Después se colocó como barrera la edad, siendo en principio 21 años y en 
tiempos más cercanos, 18 años. 
95 PISARELLO, Gerardo, Ob. Cit. Pág. 13. 
96 RODRÍGUEZ PEÑARANDA, María Luisa Ob. Cit. Págs. 48-54. 




Técnicamente se formó un nuevo derecho de un colectivo elegido por el pueblo que 
terminaba desligándose de su fuente, eso es, de sus electores.  
 
 
Tales motivos llevaron a que se buscaran caminos intermedios para subsanar las 
falencias del modelo de la democracia liberal representativa, teniendo en cuenta la 
ausencia de respuesta a varios interrogantes respecto de la diversidad cultural, social y 
política de la sociedad, generándose así una demanda expansiva de los sectores 
sociales y surgiendo varias organizaciones y nuevos movimientos autónomos solicitando 
un espacio en la toma de decisiones políticas, como búsqueda de participación97.  
 
 
La deliberación giró entonces en torno a la implementación de un momento que fuera 
intermedio entre la democracia directa y la representativa, pero que rebasara el principio 
meramente representativo, emergiendo entonces la democracia participativa, que si bien 
había nacido con la Revolución Francesa a partir de la supresión de la concentración del 
poder en manos la Monarquía, mediante la conformación de diferentes comunas98, viene 
a ser reutilizada en la década de los ochentas en algunas países de 





                                            
97 SÁNCHEZ, Carlos Ariel, Ob. Cit. Pág. 31. 
98 BREWER-CARÍAS, Allan R., Ob. Cit. Pág. 46. 








2. Capítulo 2 
 
2.1. Algunas formas de participación ciudadana 
según la constitución de 1991, la Ley y el 
reglamento 
 
Recogiendo como novedad la democracia participativa, siendo por esencia y efecto la 
idea intrínseca y determinante de un nuevo modelo de la participación ciudadana en la 
preocupación, formulación y control del ejercicio político; se buscó por establecer una 
nueva filosofía en la construcción del Estado en dichas materias para el sistema 
colombiano, según el texto naciente de la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, 
sobre todo, inclinado a profundizar el escenario participativo en los Municipios del País100.  
 
 
Con la Constitución Política, norma de normas (art. 4, C.P.),  Colombia  se erigió como un 
Estado Social de Derecho, enmarcado en los postulados del respeto a la dignidad 
humana, la democracia, la participación y el pluralismo (art. 1, C.P.), congruente y 
representativo de los fines esenciales de “servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en 
la Constitución…” (art. 2, C.P.).  
 
 
Para la realización de dichos fines y garantía de tales principios, se estableció el accionar 
de sus autoridades e instituciones para “proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y asegurar 
el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”(inc. 2, art. 2, 
C.P.). De allí que hayan surgido a la vida jurídico-política diferentes instituciones y entes 
con las funciones de construir y desarrollar los postulados necesarios en razón de la 
complacencia de las demandas del “pueblo”.  
 
 
En el mismo sentido, tanto en el preámbulo como en varios artículos de la Carta 
Fundamental, se citó y se insistió en la necesidad de la participación ciudadana y el 
ejercicio del poder del pueblo para concebir la construcción del “Estado Social de 
Derecho” en razón de la “prevalencia del interés general”, yuxtaponiendo, en teoría, a dos 
bastiones en el mismo camino: por un lado las instituciones y por el otro a los 
ciudadanos, ambos como “guardianes”, “impulsores” y “participantes” en la tarea de 
                                            
100URIBE, María Teresa, Promesas Incumplidas de la Democracia Participativa en “Seminario 
Evaluación Diez Años de la Constitución Colombiana”, Universidad Nacional de Colombia, 2001. 
Pág. 146. 




garantizar los fines esenciales de la comunidad o, por lo menos, inquirir por una vida más 
justa y a la medida de las necesidades101.  
 
 
Se determinó que la ciudadanía no solo podía exigir, sino que también podía participar 
directamente en la toma de decisiones a partir de sus derechos políticos, derivados del 
artículo 40  de la Constitución Política, al considerar que “Todo ciudadano (y ciudadana) 
tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político”, 
logrando hacer efectivos esos derechos mediante la elección y posibilidad de ser elegido; 
tomar parte en las elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas 
de participación democrática; constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin 
limitación alguna; formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas; 
revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la 
Constitución y la Ley; tener iniciativas en las corporaciones públicas; interponer acciones 
públicas en defensa de la Constitución y de la Ley y acceder al desempeño de funciones 
y cargos públicos. 
 
 
De ahí que gran parte del desarrollo de la participación ciudadana se condicionara a lo 
determinado en normatividad posterior, según lo establecido en el artículo 103 del texto 
constitucional de 1991, donde quedó plasmado que los mecanismos de participación del 
pueblo en ejercicio de su soberanía, serían: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta 
popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. También 
que el Estado contribuiría a la organización, promoción y capacitación de las 
asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de 
utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que 
constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de 
participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública. Mencionándose en 
forma expresa que “la Ley los reglamentará”. 
 
 
Fue así como surgieron en el mundo jurídico, diferentes Leyes y decretos encaminados a 
satisfacer las posibilidades dispuestas para la participación ciudadana en virtud del nuevo 
modelo de la democracia participativa. Entre ellas, como sobresalientes, el denominado 
Estatuto de la Participación Ciudadana, Ley 134 de 1994, donde se diseñó la regulación 
para los mecanismos de participación, el cual sería modificado parcialmente por la Ley 
741 del año 2002.   
 
 
Todo ese marco constitucional y legal, dio lugar a diferentes manifestaciones literarias 
que han buscado hacer visibles las  herramientas con las que cuenta la ciudanía para 
hacer efectivos sus espacios y mecanismos que los llevan a hacer parte de las 
instituciones y pueden ejercer presión contra políticas arbitrarias u opuestas a los fines y 
principios del Estado Social de Derecho. Siendo en mayor grado el trabajo desarrollado 
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En 1994, con ocasión de la expedición de la Ley 134 del mismo año, el investigador 
Pedro Hernández102, en aras de un ejercicio de conocimiento para la ciudadanía, tuvo a 
bien destacar los mecanismos de participación ciudadana, respecto de su 
conceptualización, procedimiento y el tratamiento dado por parte de la incipiente 
jurisprudencia de la Corte Constitucional. Reseñó en su momento, de forma sustantiva, 
los nuevos canales de participación: la iniciativa popular, el referendo, la consulta 
popular, la revocatoria de mandado, el plebiscito y el cabildo abierto, conjugados con su 
operatividad a partir del censo electoral, para terminar destacando la viabilidad a los 
mismos, según el análisis de constitucionalidad obligatorio a cargo del Tribunal 
Constitucional, dada la complacencia normativa con el texto constitucional superior.  
 
 
De una manera más global y frente a la importancia de la democracia participativa para 
un Estado democrático103, el tratadista Carlos Ariel Sánchez, hizo un análisis de la forma 
como se trabajó el concepto “Democracia”, en especial la Democracia Participativa en la 
Constitución Política y delineó algunos elementos de juicio en torno a la intervención de la 
ciudadanía en temas del Estado. Dejando claro que las nuevas iniciativas para el pueblo 
colombiano resultaban más amplias de lo que se creía. De allí que no solamente 
relacionara los mecanismos reglamentados en la Ley 134 de 1994, sino también otros 
dispuestos por la filosofía estatal de forma deliberada como el derecho de petición o las 
acciones públicas de nulidad, dando cuenta que el espectro institucional concibió algunas 
plazas para el pueblo, dada la madurez en la toma de asuntos estatales. Resignificando 
así el hecho de un proceso nuevo en el ejercicio político para controlar los abusos de los 
gobernantes a partir del control soberano ejercido por los pueblos.  
 
 
Con visión más amplia, teniendo en cuenta la apertura del concepto de la participación 
ciudadana, después de la restricción dada en los inicios a partir de los mecanismos 
considerados en la Ley 134 de 1994, existió la idea de concebir a la democracia 
participativa establecida en la Constitución de 1991, como una forma nueva de 
pensamiento con canales imprescindibles para el interés del ciudadano, dado el cúmulo 
de derechos fundamentales de primera, segunda y tercera generación consignados en 
dicho cuerpo político-jurídico. Las posibilidades para considerar nuevos elementos en el 
ejercicio de inmersión del pueblo en los debates y las iniciativas de la configuración de lo 
público, adquirieron un mayor sentido, inclusive en defensa de las garantías 
fundamentales. No obstante, la realidad apuraba solamente por las figuras netamente 
jurídicas diseñadas para salvaguardar incumplimientos a cargo del Estado –peticiones y 
acciones de nulidad-, sin tener en cuenta las instancias para la proposición y regulación 
de políticas, tanto en el ámbito local como nacional. 
 
 
Por ejemplo, el autor Pachón Lucas, en 1997, haciendo una relación de la Participación 
Ciudadana y Comunitaria104, aparte de hacer algunas consideraciones sobre la 
Constitución en sentido formal, dio lugar a considerar que los prepuestos participativos 
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consagrados en la Carta Política resultaban mayores a los pensados, sobrepasando lo 
dispuesto en el artículo 103 del texto constitucional. Pues fuera de relacionar al voto, el 
plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la 
revocatoria del mandato, según su descripción en la Ley 134 de 1994, incluyó en el 
marco de esa concepción a la carrera administrativa y a los instrumentos de defensa de 
los derechos fundamentales, tales como la tutela, el derecho de petición, las acciones 
populares e inclusive el hábeas corpus. Sin embargo, lo más llamativo sería la 
incorporación de las organizaciones civiles dentro de los escenarios participativos. Entre 
ellas las Juntas de Acción Comunal, Sindicatos, Corporaciones y Asociaciones. 
 
 
Aunque a partir de ello se concebía una extensión y un mayor estudio de todas las 
formas de participación ciudadana como ejercicio de la democracia participativa, habida 
cuenta su novedad de construcción en las formas de control y proposición en el ámbito 
político entre gobernantes y gobernados, la realidad terminaba evocando un apego a lo 
considerado en el primer inciso del artículo 103 de la Constitución Política y su desarrollo 
en la Ley 134 de 1994, como quedó demostrado a partir del escrito: “Referendo, 
Asamblea Constituyente y Congreso”105, en el que se hizo un trabajo exploratorio de los 
mecanismos de participación ciudadana trazados en dicho compilado normativo, siendo 
el tema central la democracia semi-directa, también denominada democracia 
participativa, la cual fue restringida al ejercicio de  los canales de intervención ciudadana:  
iniciativa popular legislativa y normativa, el referendo, el plebiscito, la consulta popular, el 




No obstante, iniciando el nuevo siglo, se presentó con mayor amplitud la democracia 
participativa y por tanto la participación ciudadana. Autores como Miguel Ceballos y 
Gerard Martín107, en un trabajo investigativo interesante, enfocado al nivel participativo 
local, dieron cuenta de forma meramente descriptiva  de toda la normatividad regulatoria 
de los diferentes espacios de participación en Colombia al interior de los Municipios, de 
los Mecanismos de Participación sistematizados en la Ley 134 de 1994 y de un conjunto 
de dimensiones significativas para la Participación, lo cual hasta la fecha no tenía el país. 
Su análisis logró arrojar a ese momento 17 Canales Formales de Participación a Nivel 
Local108, relacionadas con: Acción Comunal; Comunidades Negras e Indígenas;  Control 
o Auditoría Social; Cultura, Deportes y Recreación; Desarrollo Rural; Economía Solidaria 
y Comunitaria; Educación; Género; Hogares Comunitarios; Jóvenes; Medio Ambiente; 
Ordenamiento Físico Urbanístico y Planeación Pública; Prevención de Desastres; 
Promoción y Coordinación de la Participación; Salud; Seguridad Convivencia y Paz y 
Vivienda. Buscaron construir información sistemática sobre la estructura participativa del 
Municipio y la identificación de cada instancia participativa por cada  sector: –salud, 
educación, servicios públicos-, compilando las reglas respecto de los espacios de 
                                            
105 REY CANTOR, Ernesto, Referendo, Asamblea Constituyente y Congreso, ediciones Ciencia y 
Derecho, 2000. Págs. 36-150. 
106CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, Manual de Mecanismos de Participación 
Ciudadana, 2000. Págs. 3-12. 
107 CEBALLOS ARÉVALO, Miguel Antonio y MARTIN, Gerard, Participación y Fortalecimiento 
Institucional a Nivel Local en Colombia, Bogotá, Centro Editorial Javeriano –CEJA-, 2001. Págs. 
16-33 
108 Ibídem.  
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participación y garantizar así una memoria institucional, necesaria hasta ese momento 
para todo el territorio nacional.  
 
 
En el mismo sentido, pero de manera más profunda, en el año 2001, la Dirección de 
Estudios Económicos del Departamento Nacional de Planeación hizo una evaluación de 
la Descentralización municipal en Colombia, evaluando algunos componentes de 
democracia y participación109. Con una visión amplia respecto de la democracia 
participativa, se realizó un ejercicio  de clasificación de las fuentes participativas, 
arrojando el estudio 30, contadas desde 1986: 8 de participación política y el resto de 
participación propiamente ciudadana: 9 con capacidad de decisión, siendo todos los 
políticos y el resto meramente consultivos y de fiscalización.  
 
 
Dicho análisis, en materia del balance de la descentralización política en relación con el 
tema de la participación, hizo ver que si bien se habían formulado muchas normas en 
materia participativa para la población en distintos escenarios; también resultaba claro 
“en el propio diseño de las normas existen obstáculos que atentan contra su efectiva 
aplicación”110. Advirtiendo que existían fenómenos como las reglamentaciones 
engorrosas que desestimulaban la participación de las organizaciones y ciudadanos; 
algunas instancias de participaciones no eran obligatorias para las entidades territoriales; 
prácticamente ninguno de los espacios de participación operaba con carácter decisorio; 
se aplicaba el excesivo formalismo y la democracia participativa terminaba convertida en 
democracia representativa111.  
  
 
De todas formas, seguiría faltando una evaluación de la participación ciudadana y por lo 
tanto del experimento de la democracia participativa naciente una década atrás y 
reglamentada paulatinamente. Solamente hasta el año 2003, en un proyecto ambicioso, 
se buscó dar respuesta a la profundización de la democracia participativa en el Municipio, 
bajo el interrogante: “¿Qué ha pasado con la participación ciudadana en Colombia?”112. 
 
 
Examen bastante importante, en la medida que buscó “interpretar lo que ha ocurrido en 
los últimos diez años en Colombia sobre el tema, pero circunscrito al ámbito municipal”113, 
mediante un trabajo de campo en 5 municipios del país114. Se exploró sobre el particular 
en tres frentes: i) las condiciones externas de la partición ciudadana –normas, 
instituciones, recursos financieros y clima político-; ii) los agentes participantes individuos, 
organizaciones, etc.- y por último iii) los motivos de los sujetos de la participación para 
actuar dentro de los procesos.  
 
 
                                            
109 MALDONADO, Alberto, Ob. Cit. Págs. 18-19. 
110 Ibídem. 
111 Ibíd., pág. 20.  
112 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Págs. 323-360.  
113ANÓNIMO, “Participación Ciudadana” en El Tiempo, del 08 de julio de 2003. Ver en  
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-1013382, consultada el 11 de junio de 2013. 
114 Bogotá, Medellín, Cali, Valledupar y Tarso (Antioquia). 




Las conclusiones no fueron positivas, pues si bien se encontró que en el país existía un 
mayor nivel democrático; también quedó claro el desencanto por su falta de operatividad. 
Sobre todo relacionado con el aspecto normativo. Frente a instancias de participación 
ciudadana, tan importantes y transcendentales para la construcción de ciudad como los 
Consejos Territoriales de Planeación –CTP-, se dijo que aunque resultaban de obligatorio 
cumplimiento en su conformación, las observaciones y propuestas por dichas instancias 
no trascendían en obligatorias para los Concejos Municipales ni para el Alcalde115. 
Igualmente, respecto de algunos de los mecanismos de la Ley 134 de 1994, como el 
Cabildo Abierto y la Revocatoria del Mandato, se determinó que resultaban ser un 
“viacrucis” a la hora de su ejercicio, dada su reglamentación restrictiva116. 
 
 
Dentro de las conclusiones, una que resulta determinante y definitiva dentro del presente 
análisis, es que “más que apatía, lo que existe es un cierto desencanto con la 
institucionalidad participativa y una desconfianza en su capacidad para atender las 
demandas y las aspiraciones de la población”117 
 
 
En el año 2004, en el marco del texto “Guía para la Gestión Municipal”, se realizó una 
descripción del sistema político colombiano; se establecieron las divisiones del Territorio 
Colombiano; se actualizó la información sobre las categorías y competencias de los 
Municipios; se desarrolló un análisis respecto de las funciones, inhabilidades e 
incompatibilidades de los servidores públicos; la planeación del Municipio y el manejo de 
sus finanzas y se tuvo en cuenta el tema de los mecanismos de participación ciudadana y 
espacios de participación118.  
 
 
Sobre este último, es preciso destacar que se tuvo en cuenta la modificación introducida 
por la Ley 741 de 2002, que transformó parcialmente la Ley 134 de 1994, en referencia a  
moderar los requisitos para la consecución de la revocatoria directa.  Por lo demás, las 
descripciones de los mecanismos e instancias participativas fueron correlativas a lo 
establecido en las normas que las regularon después de la Constitución de 1991. 
 
 
Con ocasión de la Misión para el Diseño de una Estrategia para la Reducción de la 
Pobreza y la Desigualdad,  en el año 2007 se llevó a cabo un análisis por el 
Departamento de Planeación Nacional, para establecer la relación entre los avances de 
la democracia participativa y las políticas pro-pobreza. De entrada, al hacer un análisis de 
“los límites de la democracia participativa”, se encontró que existían algunos  elementos 
poco satisfactorios sobre el particular, entre ellos, que militaban nimios diagnósticos de la  
democracia participativa que la hacían ver rezagada frente a las expectativas; los 
mecanismos de participación ciudadana habían sido utilizado por las clases medias, por 
las altas y no así por los pobres o clases bajas, incluso se llegó a decir que “Se han 
institucionalizado muy diversas formas de participación, que sólo operan débilmente y 
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cuyo impacto en la gestión y políticas públicas es débil, a veces cercano a cero”119. En 
oposición, se consideró que se necesitaba más tiempo para que enraizara la nueva 
concepción democrática y que había triunfos parciales en el ejercicio de la participación 
ciudadana y por lo tanto de la democracia participativa.  
 
Sin embargo, luego de traer a colación los diferentes escenarios en materia de 
participación ciudadana propuestos por el investigador Alberto Maldonado, de Planeación 
Nacional, en el año 2001, dentro del ejercicio de análisis de la Descentralización Política, 
valorar el ejercicio la profundización participativa en el país desde el surgimiento del 
Frente Nacional en 1958 y analizar los planes de desarrollo de los gobiernos nacionales 
desde 1994 hasta el 2006, concluye que gran parte de las clases bajas quedaron por 
fuera de los mecanismos de participación, por lo que se recomendó que era “urgente por 
tanto proceder a un proceso de evaluación, priorización y rediseño”120. 
 
 
Dicho planteamiento no resultaba novedoso a la fecha, teniendo en cuenta que uno de 
los investigadores más perseverante en materia de participación ciudadana, Fabio 
Velásquez121, en el año 2000, había considerado que se debía reformar la Ley 134 de 
1994, otorgar más recursos para la participación ciudadana y unificar los sistemas 
formales de participación, de lo cual hizo referencia a profundidad, Maldonado en su 




Solamente con las novedades de la Ley 741 de 2003, mediante la cual se hizo una 
modificación parcial a la Ley 134 de 1994, en materia de porcentajes para la procedencia 
de convocatoria para la revocatoria de mandato, la Misión de Observación Electoral –
MOE-, en el año 2012, publicó una investigación sobre cuatro instancias participativas 
consagradas en la Ley 134 de 1994: la revocatoria del mandato, el referendo, la iniciativa 
legislativa y la consulta popular. Lo más completo que se ha realizado en el país sobre el 
ejercicio material de los mecanismos de participación mencionados. Tuvo en cuenta el 
número de iniciativas y de resultados de las que llegaron a una instancia definitiva. Las 
deducciones a partir de los datos esbozados allí no resultan alentadoras, teniendo como 
indicadores, entre otros, el elemento normativo de regulación específica: “a partir de la 
aprobación de la Ley 134 de 1994, han sido numerosas y constantes las críticas que 
desde la academia, la ciudadanía y los sectores políticos se han lanzado contra la forma 
en que los mecanismos de participación directa fueron abordados por parte del legislador, 
acusándola de traer una regulación insuficiente con excesos en los requisitos y trámites 




Dichas consideraciones críticas frente a los resultados de los mecanismos de 
participación ciudadana, con antelación al estudio de la Misión de Observación Electoral, 
llevaron a que se propusiera al interior del Congreso de la República una reforma a la Ley 
                                            
119 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob. Cit. Pág. 15. 
120 Ibíd., pág. 144.  
121 VELÁSQUEZ, Fabio, La agenda de la descentralización en Colombia, en Revista Foro, No 38, 
Marzo, Bogotá, 2000. Pág. 20. 
122 Misión de Observación Electoral –MOE-, pág., 4. 




134 de 1994123. Se surtieron los debates correspondientes de lo que sería el “nuevo 
estatuto de la participación ciudadana”, el cual llegó a sanción presidencial, pero fue 
devuelto por la Corte Constitucional en su revisión automática, al haberse encontrado 
algunos vicios en su formación124. Eso permite analizar la normatividad vigente sobre el 
tema objeto de estudio, sin modificaciones trascendentales desde su formalización 
original.  
 
En ese sentido, para mayor claridad, resulta procedente establecer cuáles son las 
instancias de participación ciudadana que pueden ser objeto de ejercicio en el Municipio y 
gozan de mayor trascendencia dada su naturaleza: 
 
 
Mecanismos de Participación Ciudadana Local –Art. 103, C.P., inciso primero-: la 




Otras Instancias de Participación Ciudadana –Art. 103, C.P., inciso segundo: i). 
Asuntos globales del Municipio: El consejo Territorial de Planeación; El consejo de 
Política Social; El Comité de Desarrollo y Control Social o Comité de Desarrollo de los 
Servicios Públicos Domiciliarios; La Junta de Vigilancia de los Servicios Públicos; El 
Consejo Municipal de Desarrollo Rural. ii) Asegurar la Participación de los Diferentes 
Actores Sociales en el Municipio: Las Juntas de Acción Comunal; El Consejo Municipal 
de Juventud; El Comité de Desplazados; El Consejo Municipal de Paz y el Consejo 
Municipal del Medio Ambiente. iii). Calidad en Materia de Acceso a la Salud: 
Asociación de Usuarios en el Sector de la Salud; El COPACO: El comité de Participación 
Comunitaria. iv). Calidad en el Derecho a la Educación, a la Cultura y al Deporte: La 
Junta Municipal de Educación –JUME: Los Foros Educativos y Gobiernos Escolares; el 
Consejo Municipal de Cultura y Comité Municipal de Recreación y Deportes o Juntas de 
Deportes. V). Para exigir eficiencia en la materialidad de las políticas públicas 
contra la Corrupción: Las Veedurías Ciudadanas.  
 
 
Esta enumeración no implica que no existan otras instancias de participación a partir de 
la normatividad vigente para el Municipio, lo cual no se ha decantado plenamente125, 
sumado a que por consideraciones metodológicas, resulta importante tener en cuenta 
                                            
123 Se trata del proyecto de Ley estatutaria No. 227 de 2012 Senado, 134 de 2011 Cámara de 
Representantes, acumulado con el 133.  
124 Mediante Auto No. 118 del 17 de junio de 2013 se devolvió al Congreso para subsanarse las 
presuntas irregularidades, sin que exista a la fecha el trámite correspondiente. Lo cuestionable del 
asunto, es que hace más de 20 años que nacieron las Leyes estatutarias y el legislativo no conoce 
todavía  la fórmula para hacer efectivo su trámite.  
125 Como un ejemplo de otras formas de clasificación de los Espacios o mecanismos de 
participación, tenemos: Mecanismos de Democracia Directa, como la elección de los 
representantes en la Rama Ejecutiva; Mecanismos Deliberativos, foros temáticos, conferencia de 
consenso y visiones de la comunidad. Son propios de Estados Unidos y Europa y Mecanismos de 
Consulta a las Comunidades, allí se encuentran los Consejos Territoriales, propios de la mayoría 
de las ciudades de Europa que también se ven en Colombia. Sobre el particular ver FONT, Joan 
en  Participación Ciudadana y Decisiones Públicas. Conceptos, Experiencias y Metodologías. En 
http://www.iis.unam.mx/pub_elect/zic/joanfont.pdf., consultada el 20 de julio de 2013. 
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aquellas más importantes, según su naturaleza y el grado de incidencia que pudieran 
llegar a tener. 
 
Así las cosas, el panorama anterior invita a realizar un análisis en mayor valor de los 
mecanismos y espacios de participación dispuestos para el Municipio, mencionados, a 
partir de lo señalado para cada uno de ellos en la Constitución, la Ley y los 
correspondientes Decretos, en tratándose de su operatividad, es decir, las 
consideraciones normativas que permitan su funcionamiento, según, quien tenga la 
última palabra frente a su nacimiento; si resultan obligatorios para la Entidad Territorial y 
si lo debatido y decidido al interior de los mismos es forzoso para el Gobierno Municipal o 
tiene un sentido simplemente consultivo. 
 
 
2.2. Mecanismos de participación ciudadana 
municipal 
 
  La Revocatoria del Mandato 
 
 
Su fundamento constitucional se representa de forma expresa en el artículo 103 de la 
Constitución Política como una forma de participación ciudadana y conforme con el 
artículo 6 de la Ley 134 de 1994, se conceptúa: “La revocatoria del mandato es un 
derecho político, por medio del cual los ciudadanos dan por terminado el mandato que le 
han conferido a un gobernador o a un Alcalde”. Solo se puede llevar a cabo un año de 
posterioridad de posesionado el burgomaestre de turno, “cuando haya insatisfacción 
general por incumplimiento del programa de gobierno” (sentencia C-179 de 2002).  Según 
la Ley 741 de 2002, para la convocatoria se necesita el 40%126 (representando en firmas) 
de los votos que obtuvo el candidato ganador de las elecciones –requisito desde mayo de 
2002, pues antes era de los votos válidos registrados en la elección-. Los apoyos no 
deben tener causales de nulidad, según lo considerado en la resolución No. 1056 de 
2004, propuestas por la Registraduría Nacional del Estado Civil127. Para la aprobación 
debe darse el 55% de la votación válida registrada en la elección del Alcalde a revocar, 
con resultado positivo de la mitad más uno de los que participen.  
 
 
 El Referendo 
 
 
Según lo señalado en el artículo  3 de la Ley 134 de 1994, el referendo es “la 
convocatoria que se hace al pueblo para que apruebe o rechace un proyecto de norma 
jurídica o derogue o no una norma ya vigente”. Existe la división del referendo derogatorio 
y aprobatorio, según sea el caso. Se requiere un comité promotor que se ha conformado 
                                            
126 Ese 40% es de todos los ciudadanos, sin que necesariamente hayan debido participar el día de 
las elecciones del mandatario a revocar, según lo dispuso la Corte Constitucional en sentencia C-
179 de 2002). 
127 Los requisitos son: datos completos; legibles o identificables; datos y firmas manuscritos; 
inscripción en el censo electoral y correspondencia entre el nombre y la cédula de ciudadanía, de 
lo contrario se anulan. 




con el respaldo del cinco por mil de los ciudadanos inscritos en el respectivo censo 
electoral –art. 10 Ley 134 de 1994- y el equivalente en firmas al 10% del censo electoral 
para la iniciativa, las cuales solamente se pueden suscribir en formularios que entregue la 
Registraduría Nacional del Estado Civil para tal fin. Luego se hace la revisión para que 
los apoyos cuenten con las condiciones de la Resolución No. 1056 de 2004. Cumplido 
dicho requisito, se entregan las certificaciones a cargo de la autoridad electoral, 
Sentencias (C-141 de 2010 y C-397 de 2010): autenticidad y número de firmas de apoyo 
al comité promotor; autenticidad y número de firmas que apoyan el referendo; 
cumplimiento de topes de financiación y de cumplimiento de los requisitos legales y 
constitucionales. Cumplida esa instancia, se cita a referendo, previo control de 
constitucionalidad por parte del Tribunal Contencioso Administrativo. Se entiende que 
prosperó dicho mecanismo cuando participe la cuarta parte del censo electoral y la mitad 
más uno de los votantes lo haya hecho afirmativamente.   
 
 
 La Consulta Popular 
 
 
Conforme con el artículo 8 de la Ley 134 de 1994, “la consulta popular es la institución 
mediante la cual, una pregunta de carácter general sobre un asunto de trascendencia 
nacional, departamental, municipal, distrital o local, es sometido por el Presidente de la 
República, el gobernador o el Alcalde, según el caso, a consideración del pueblo para 
que éste se pronuncie formalmente al respecto”. 
 
 
El Alcalde presenta el texto de consulta con su respectiva justificación ante el Concejo 
Municipal, el cual debe ser aprobado por la mayoría de miembros de la Corporación. Una 
vez agotado dicho paso, se remite al Tribunal Administrativo del Departamento 
correspondiente para su concepto, el cual una vez rendido, llevará a la respectiva 
votación por parte de la comunidad.  
 
 
Varias materias resultan de obligatoriedad en tratándose de consulta popular: la 
conformación de Áreas Metropolitanas y vinculación de los Municipios a las mismas –
C.P., art. 319 y Ley 128 de 1994- y a las Provincias –C.P., art. 321 y Ley 1454 de 2011-, 
así como la modificación de los límites intermunicipales –Ley 136 de 1994-.  
 
 
Para la validez de la consulta debe participar la tercera parte del censo electoral y votar 
positivamente, frente a lo que se pregunta por el Alcalde Municipal, la mitad más uno de 
los sufragios válidos –arts. 52 a 55 Ley 134 de 1994-. 
 
 
 La Iniciativa Popular Normativa  
 
 
Según lo señalado en el artículo 2 de la Ley 134 de 1994¸ la iniciativa popular legislativa y 
normativa ante las corporaciones públicas es “un derecho político de un grupo de 
ciudadanos de presentar Proyecto de Acto legislativo y de Ley ante el Congreso de la 
República, de Ordenanza ante las Asambleas Departamentales, de Acuerdo ante los 
Concejos Municipales o Distritales y de Resolución ante las Juntas Administradoras 
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Locales, y demás resoluciones de las corporaciones de las entidades territoriales, de 
acuerdo con las Leyes que las reglamentan, según el caso, para que sean debatidos y 
posteriormente aprobados, modificados o negados por la corporación pública 
correspondiente”. 
 
Su iniciativa parte de un comité promotor de 9 ciudadanos o un grupo de naturaleza civil 
o política, que presente un respaldo ciudadano equivalente al cinco por mil de personas 
inscritas en el censo electoral –art. 10 Ley 134 de 1994-. En seis meses se deben 
recoger las firmas, que no deben tener causales de nulidad de apoyos, según lo 
considerado en la Resolución 1056 de 2004 de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 
Una vez surtidos dichos pasos se presenta ante la respectiva corporación pública –
Concejo Municipal- que se encarga der darle el visto bueno o negativo, esto es, aprueba 
o desaprueba la solicitud. No es obligatoria la aprobación para el colegiado del articulado 
allegado por la ciudadanía en virtud de una iniciativa normativa. 
 
2.3.  Espacios para participar y fiscalizar en el municipio 
 
 
 Consejo Territorial de Planeación del Orden Municipal 
 
 
El Consejo Territorial de Planeación Municipal, de conformidad con el artículo 34 de la 
Ley 152 de 1994, es un espacio al que confluyen los representantes de la comunidad, del 
sector productivo y de las ONG’s, convocados para la elaboración y seguimiento del Plan 
de Desarrollo Municipal, consagrado en el artículo 340 de la Constitución Política y en la 
Ley Orgánica del Plan de Desarrollo (Ley 152 de 1994, artículo 34).  
 
 
Los consejos Territoriales de Planeación del orden municipal, estarán integrados por las 
personas que designe el Alcalde, de las ternas que presenten las correspondientes 
autoridades y organizaciones, de acuerdo con la composición que definan los Concejos, 
según sea el caso –Art. 34, Ley 152 de 1994-.  
 
 
En este caso, por medio de acuerdo, el Concejo Municipal determina la composición del 
Consejo Territorial de Planeación, pero quien escoge a los representantes es el Alcalde 




 Comité De Política Social 
 
 
El Comité  Municipal  de Política Social es una instancia para la concertación y 
seguimiento de la política social del municipio. Su carácter es mixto y tiene como objetivo 
principal promover la articulación, integralidad y complementariedad de la actuación de 
las instituciones públicas y convocar la solidaridad y la corresponsabilidad de los distintos 
sectores de la sociedad y de la cooperación internacional, en la búsqueda de la 
realización progresiva de los derechos fundamentales. 





Se desarrolla a partir del Decreto 1137 del 29 de junio de 1999 y de acuerdo al artículo 
13, el Alcalde Municipal es el encargado de proyectar las funciones y todo el avance del 
Consejo para la Política Social.   
La integración y fijación dependen del Alcalde Municipal, esta es la autoridad  llamada a 
coordinar y animar el Comité para la Política Social. Por lo tanto, las consideraciones al 
interior del mismo no son obligatorias para el burgomaestre local. 
 Comité de Desarrollo y Control Social o Comité De Desarrollo Social de los 
Servicios Públicos Domiciliarios 
De conformidad con el artículo 10 de la Ley 689 de 2000, que modificó el artículo 62 de la 
Ley 142 de 1994, es preciso destacar que en desarrollo del artículo 369 de la 
Constitución Política de Colombia, en todos los municipios deberán existir "Comités de 
Desarrollo y Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios", compuestos por 
usuarios, suscriptores o suscriptores potenciales de uno (1) o más de los servicios 
públicos a los que se refiere dicha Ley. 
  
 
De conformidad con el inciso segundo del artículo 10 de la Ley 689 de 2000, que modificó 
el artículo 62 de la Ley 142 de 1994, la conformación de los Comités, es la siguiente: la 
iniciativa para la conformación corresponde a los usuarios, suscriptores o suscriptores 
potenciales. El número mínimo de miembros de los comités será el que resulte de dividir 
la población del respectivo municipio o distrito por diez mil (10.000), pero no podrá ser 
inferior a cincuenta (50).  
 
 
Los comités se darán su propio reglamento y se reunirán en el día, lugar y hora que 
acuerden sus miembros según registro firmado por los asistentes que debe quedar en el 
acta de la reunión.  
 
 
La Ley señala que una vez constituido un comité, es deber de las autoridades 
municipales y de las empresas de servicios públicos domiciliarios ante quienes solicite la 
inscripción, reconocerlo.  
 
 
 Junta Municipal de Vigilancia de Los Servicios Públicos 
 
 
De conformidad con el inciso segundo del numeral 6.4 del artículo sexto de la Ley 142 de 
1994, en el evento en que los municipios asuman la prestación de un servicio público, lo 
cual sólo puede ocurrir en forma excepcional, la prestación se hará directamente por la 
administración central (artículos 15.3 y 5.1 de la misma Ley) por su cuenta y riesgo, en 
los términos del numeral 14.14 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994.  
 
En ese evento, los Concejos Municipales determinarán si se requiere una junta para que 
el municipio preste directamente los servicios. Dicho cuerpo colegiado estará conformado 
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como lo establece el artículo 27.6 de la Ley 142 de 1994, esto es, dos terceras partes que 
serán designados libremente por el Alcalde y la otra tercera parte escogida entre los 
Vocales de Control registrados por los Comités de Desarrollo y Control Social de los 
Servicios Públicos domiciliarios. 
 
 
 Consejo Municipal de Desarrollo Rural –CMDR- 
 
 
El Consejo Municipal de Desarrollo Rural –CMDR-, es  una instancia superior, de 
acuerdos entre las autoridades nacionales, regionales y locales, con  las comunidades 
rurales y las entidades públicas de la zona rural de los municipios, para la planeación y el 
desarrollo agropecuario y agroindustrial de dicha zona. Su base de existencia la 
configuran la Constitución Política de Colombia, artículos 38, 311 y siguientes; la Ley 101 
de 1993; la Ley 607 de 2000 y la Ley 160 de 1994.  
 
 
En el Municipio se crea el Consejo Municipal de Desarrollo Rural –CMDR-, por medio de 
Acuerdo expedido por el Concejo Municipal.  
 
 
De conformidad con el artículo 64 de la Ley 101 de 1993, los Concejos Municipales 
reglamentarán la conformación de los Consejos Municipales de Desarrollo Rural, a 
iniciativa del Alcalde. Para conformar el Consejo Municipal de Desarrollo Rural –CMDR-, 
las entidades de los sectores público y privado son las encargadas de determinar quiénes 
serán sus representantes en dicho cuerpo colegiado. 
 
 
De conformidad con el inciso segundo del artículo 89 de la Ley 160 de 1994 y el artículo 
61 de la Ley 101 de 1993, el Consejo Municipal de Desarrollo Rural estará presidido por 
el Alcalde. El –CMDR-,  es un órgano consultivo, de cooperación para el Municipio. 
 
 
 Juntas de Acción Comunal (JAC) 
 
 
El Artículo 6° de la Ley 743 de 2002, señala que acción comunal es una expresión social 
organizada, autónoma y solidaria de la sociedad civil, cuyo propósito es promover un 
desarrollo integral, sostenible y sustentable, construido a partir del ejercicio de la 
democracia participativa, en la gestión del desarrollo de la comunidad. 
 
 
El régimen normativo que le permite desarrollarse empieza por la Constitución Política de 
Colombia, Artículo 38; la Ley 743 de 2002 y el Decreto Reglamentario No. 2350 de 2003. 
 
 




Según el literal del artículo 16 de la Ley 743 de 2002128, las Juntas de acción comunal 
estarán constituidas por personas naturales mayores de 14 años que residan dentro de 
su territorio. Así mismo, de conformidad con el artículo 143 de la Ley 136 de 1994, 
terminan dependientes del Alcalde Municipal, habida cuenta que es el encargado de 
otorgarles la personería jurídica para actuar. Finalmente, su naturaleza es consultiva.  
 
 
 Consejos Municipales de Juventud 
 
 
Los Consejos de Juventud son organismos colegiados de carácter social, autónomos en 
el ejercicio de sus competencias y funciones e integrantes del Sistema Nacional de 
Juventud, que opera en los departamentos, distritos y municipios y en el nivel nacional, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 375 de 1997 y de acuerdo con los criterios, reglas y 
orientaciones del  Decreto 089 de 2000. 
 
 
Su conformación se hará mediante un sistema de representación de jóvenes, de 
organizaciones y de grupos juveniles. Se considera joven a la persona desde los catorce 
(14) años cumplidos hasta los veintiséis (26) años cumplidos, según lo establecido en el 
artículo 3o. de la Ley 375 de 1997. 
 
 
Su existencia parte de la Constitución Política de Colombia, artículo 45; la Ley 375 de 
1998 y  los decretos 3107 de 1997 y  089 de 2000. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 22 del decreto 089 de 2000, dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
expedición del mismo, cada Alcalde Municipal se debería encargar de emitir las reglas y 
los criterios específicos para la organización y el funcionamiento del Consejo de Juventud 
de la respectiva jurisdicción, teniendo en cuenta lo regulado en la normatividad 
correspondiente. Lo que significa que dicho colegiado solamente tendría vigencia 
mediante un decreto expedido por el  mandatario local. Sus decisiones no obligan al 




 Comités Municipales  de Atención Integral a la Población Desplazada 
 
 
Los fundamentos normativos de los Comités de Desplazados, se consienten a partir de la 
Ley 387 de 1997, el Decreto No. 2569 de 2000 y como aspecto importante en la 
consecución de las políticas adecuadas para la atención del fenómeno del 
desplazamiento, la Sentencia de la Corte Constitucional C-025 de 2005.  
 
 
Los integrantes de los Comités hacen relación a las cabezas visibles de los órganos 
institucionales más emblemáticos de cada Entidad Territorial. Las personas encargadas 
de prestar apoyo y brindar colaboración al (Secretariado Nacional de Atención Inmediata 
                                            
128 Al respecto puede verse el artículo 01 del Decreto 2350 de 2003 sobre el posible número de 
afiliados de las Juntas de Acción  Comunal y la distribución territorial. También véase el artículo 5 
del mismo Decreto.  
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a la Población Desplazada (SNAIPD), estarán conformados por:  el Alcalde (o quien haga 
sus veces); el Comandante de Brigada o Delegado, el Comandante de Policía Nacional 
en la respectiva jurisdicción o su delegado; el Director del Servicio Seccional de Salud o 
Jefe de la respectiva Unidad de Salud, según el caso; el Director Regional, Coordinador 
del Centro Zonal o el Director de Agencia en los  Departamentos; un representante de la 
Cruz Roja; un representante de la Defensa Civil; un representante de las Iglesias y dos 
representantes de la comunidad desplazada. 
 
 
Según el artículo 30 del Decreto No. 2569 de 2000, el Comité deberá ser convocado por 
el Alcalde en los siguientes eventos: cuando exista una amenaza inminente de 
desplazamiento;  exista desplazamiento dentro de la misma entidad territorial o hacia una 
distinta; se produzcan desplazamientos masivos, entendidos como tal, el conjunto de 10 
o más familias o de 50 o más personas y exista en una entidad territorial la recepción de 
la población desplazada.  Su función es preventiva y de apoyo, frente al ciudadano en 
condición de desplazado. 
 
 
 Consejo Municipal de Paz 
 
 
Los Concejos Municipales están autorizados para crear, a iniciativas del respectivo 
Alcalde, los Consejos Municipales de Paz –art. 13, Ley 434 de 1998-. No son obligatorios 
respecto de su conformación, pero de llegar a establecerse en el respectivo municipio, 
tendrán como funciones, las de promover, difundir y presentar estrategias en materia de 
paz y Derechos Humanos a las autoridades locales, las cuales deberán evaluarlas 
obligatoriamente, pero no adoptarlas necesariamente –art. 6, Ley 434 de 1998-. 
 
 
 Consejo Municipal para el Medio Ambiente 
 
 
El Consejo Nacional Ambiental, creará consejos a nivel de las diferentes entidades 
territoriales con fines similares a los que cumple en el orden nacional, de manera que se 
de participación a los distintos sectores de la sociedad civil y del Gobierno –art. 13. Ley 
99 de 1993-. Entre sus funciones estructurales, tendrá las de hacer recomendaciones 
sobre la materia –art. 14, Ley 99 de 1993-. No obstante, al interior de la composición del 
mismo, deberá darse su propio reglamento. 
 
 
 Comité de Participación Comunitaria (COPACO). 
 
 
Es un espacio de participación de organizaciones comunitarias para participar en las 
decisiones de planeación, gestión, evaluación y veeduría en salud. Surgen a partir de lo 
dispuesto en la Constitución Política de Colombia, artículo  103; la Ley 100 de 1993 y el 
Decreto  1757 de 1994. 
 
 




El Alcalde municipal o su respectivo delegado será quien lo presidirá. En los resguardos 
indígenas el comité será presidido por la máxima autoridad indígena respectiva. 
 
La elección de los miembros se debe establecer en el Decreto Municipal que reglamente 
el Comité de Participación Comunitaria. Sin embargo, una idea de cómo se puede hacer 
la elección, es la invitación por el Alcalde Municipal a las formas organizativas señaladas 
en el capítulo de los integrantes de los "COPACOS"129, interesadas en conformarlos, para 
que un término no superior a un (1) mes presenten sus candidatos y exhortar dentro del 
mismo término a las E.S.E, a presentar propuesta para designar el director de la más 
representativa.   
 
 
En todo caso, su origen está en las consideraciones del Alcalde Municipal, que es el 
encargado de determinar su nacimiento. Es solamente consultivo, sus disposiciones no 
obligan al mandatario local. 
 
 
 Asociación de Usuarios en el Sector Salud 
 
 
Según el Artículo 10 del Decreto 1757 de 1994,  la Alianza o Asociación de Usuarios, es 
una agrupación de afiliados del régimen contributivo y subsidiado, del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, que tienen el derecho de velar por la calidad del servicio y 
la defensa del usuario. 
 
 
Su vigencia se considera determinada por la Constitución Política de Colombia, artículos  
49 y 103; Ley 100 de 1993 y el decreto 1757 de 1994. 
 
 
La composición de las Alianzas o Asociaciones de Usuarios del Sector Salud será de la 
siguiente manera -art. 10 del Decreto 1757 de 1994-: todas las personas afiliadas al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud podrán participar en las instituciones del 
sistema, formando asociaciones o alianzas de usuarios que los representarán ante las 
instituciones prestadoras de servicios de salud y ante las empresas promotoras de salud, 
del orden público, mixto y privado. 
 
 
De conformidad con los Parágrafos 1 y 2º del artículo 10 del Decreto 1757 de 1994,  las 
instituciones prestadoras de servicios de salud, sean públicas, privadas o mixtas, deberán 
convocar a sus afiliados del régimen contributivo y subsidiado, para la constitución de 
alianzas o asociaciones de usuarios. Para tal efecto las instituciones prestatarias de 
servicios de salud dispondrán de un término de seis (6) meses a partir de la vigencia del  
Decreto 1757 de 1994. 
 
 
                                            
129 Se tomó como ejemplo lo señalado en el decreto 0045 de 2004 que reglamento el COPACO en 
el Distrito de Barranquilla.  
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Las empresas sociales del Estado convocarán dentro del mismo plazo de seis (6) meses 
a los usuarios que hayan hecho uso del servicio durante el último año, para la 
constitución de la asociación de usuarios. 
 
Se considera que una vez constituidas las asociaciones de usuarios, sus miembros se 
darán su organización interna. Las entidades prestadoras de salud convocan la 
organización de las asociaciones de usuarios, pero ellas deber regularse por sí mismas  y 
deben participar en los diferentes canales brindados por la Ley para hacerlo en el sector 
salud, por lo que su incidencia real en el tema no tiene mucha relevancia.  
 
 
 Junta Municipal de Educación (JUME)  
 
 
La Junta Municipal de Educación –JUME- tiene sustento en la Constitución Política de 
Colombia, artículo 63; la Ley 115 de 1994 y el Decreto 1581 de 1994.  
 
 
Conforme con el artículo 162 de la Ley 115 de 1994, el Alcalde la presidirá y estará 
compuesta  por el Secretario de Educación Municipal o el funcionario que haga sus 
veces; un Director de Núcleo designado por la asociación regional de directores de 
núcleo o quien haga sus veces; un representante del Concejo Municipal o de las juntas 
administradoras locales, donde existan; dos (2) representantes de los educadores, uno 
de los cuales será directivo docente, designados por las respectivas organizaciones de 
educadores y de directivos docentes que acrediten el mayor número de afiliados; un 
representante de los padres de familia; un representante de las comunidades indígenas, 
negras o campesinas, si las hubiere, designado por las respectivas organizaciones; un 
representante de las instituciones educativas privadas del municipio, si las hubiere, 
designado por la asociación que acredite el mayor número de afiliados. Según la Corte 
Constitucional dicho artículo fue declarado EXEQUIBLE  mediante la Sentencia C-555-94 
del 6 de diciembre de 1994, "bajo el entendido de que las Juntas acordarán mecanismos 
y formas de participación que sean compatibles con su estructura y funciones a fin de dar 




Es solamente un espacio de participación consultivo para la administración. Ninguna de 
sus disposiciones resulta necesariamente obligatoria. 
 
 
 Foros Educativos 
De acuerdo con el artículo 164 de la Ley 115 de 1993, los Foros Educativos municipales 
tienen como fin reflexionar sobre el estado de la educación y hacer recomendaciones a 
las autoridades educativas respectivas, para el mejoramiento y cobertura de la 
educación. Se llevarán a cabo en el primer trimestre del año en cada uno de los 
municipios y distritos, de manera que sus recomendaciones sean estudiadas 
posteriormente por los foros departamentales. 




Conforme con lo dispuesto en el artículo 165 del mismo compilado, serán convocados y 
presididos por los Alcaldes y en ellos participarán los Miembros de la Junta Municipal de 
Educación- JUME- y de la Junta Distrital de Educación- JUDE-, por derecho propio, las 
autoridades educativas de la respectiva entidad territorial y los representantes de la 
comunidad educativa seleccionados por sus integrantes. 
 
 Gobierno Escolar 
Conforme con lo señalado en el artículo 142 de la Ley 115 de 1993, cada establecimiento 
educativo del Estado tendrá un Gobierno Escolar conformado por el rector, el Consejo 
directivo y el Consejo Académico. En el mismo se tendrán en cuenta las iniciativas de los 
estudiantes, de los educadores, de los administradores y de los padres de familia en 
aspectos tales como la adopción y verificación del reglamento escolar, la organización de 
las actividades sociales, deportivas, culturales, artísticas y comunitarias, la conformación 
de organizaciones juveniles y demás acciones que redunden en la práctica de la 
participación democrática en la vida escolar. 
El mismo resulta obligatorio, según lo señalado en el artículo 19 del decreto 1860 de 
1994 y depende de la propia administración educativa.  
 Consejo Municipal De Cultura 
 
 
Según el artículo 60 de la Ley 397 de 1997, es la instancia de concertación entre el 
Estado y la sociedad civil, encargada de liderar y asesorar a los gobiernos 
departamentales, distritales y municipales y de los territorios indígenas, en la formulación 
y ejecución de las políticas y la planificación de los procesos culturales. 
 
 
Está determinado por la Constitución Política de Colombia, artículos 70,71 y 72 y la Ley  
397 de 1997. 
 
 
Los Consejos Municipales de Cultura están compuestos de la siguiente manera: el 
Alcalde o su delegado; el Director de la Institución Cultural del Municipio; un 
representante del Ministerio de Cultura; un Jefe de Núcleo; un representante de cada uno 
de los sectores artísticos y culturales; representantes de las comunas y corregimientos, 
de conformidad con la distribución administrativa del municipio; un representante de la 
filial de los monumentos en donde tengan presencia y sean representativos; un 
representante de los consejos territoriales indígenas; un representante de la comunidad 
educativa designado por la Junta Municipal de Educación (JUME); un representante de 
los artesanos en donde tengan presencia y sean representativos; un representante de las 
organizaciones cívicas o comunitarias; un representante de las ONG culturales; un 
representante de las agremiaciones y asociaciones de los comunicadores; un 
representante de los sectores de la producción y los bienes y servicios; un representante 
de las asociaciones juveniles en donde tengan presencia y sean representativos; un 
representante de los personeros estudiantiles en donde tengan presencia y sean 
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representativos y un representante de las agremiaciones culturales de discapacitados 
físicos, psíquicos y sensoriales. 
 
 
La elección de los integrantes de los Consejos Municipales de Cultura, excepto aquellos 
que por derecho propio o designación contemplada en esta Ley sean parte de los 
mismos, se realizará según la reglamentación que para tal efecto formulen los gobiernos 
territoriales respectivos. Esa reglamentación fijará la periodicidad de sus sesiones. Esto 
significa que es Alcalde Municipal mediante decreto130, quién señala quienes serán los 
integrantes de los Consejos de Cultura, a parte de los señalados en la Ley y cómo será 
su elección. Igualmente, él será quien lo presida y las directrices  de dicho cuerpo 




  Instituto Municipal de Deportes y Recreación 
 
 
El Instituto Municipal de Deportes y Recreación se puede crear en el Municipio por 
acuerdo del Consejo Municipal, tal y como lo señala el artículo 71 de la Ley 181 de 1995, 
o por el Alcalde mediante decreto. 
   
 
Las siguientes personas  pueden conformar: el Alcalde Municipal o su delegado, quien la 
presidirá; un representante del ente deportivo departamental; un representante del sector 
educativo del municipio; un representante de los clubes o comités deportivos que tengan 
asiento en el respectivo municipio; un representante de las organizaciones deportivas 
campesinas o veredales del municipio y el representante de la actividad deportiva de lo 
limitados físicos.  
 
 
El Alcalde municipal deberá destinar del presupuesto del municipio, una partida para el 
funcionamiento del instituto y Recreación. 
 
 
 Las Veedurías Ciudadanas 
 
De acuerdo con el artículo 1 de la Ley 850 de 2003, se entiende por Veeduría Ciudadana, 
el mecanismo democrático de representación que le permite a los ciudadanos o a las 
diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia sobre la gestión pública, 
respecto a las autoridades administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y 
órganos de control; así como de las entidades públicas o privadas, organizaciones no 
gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas 
de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio 
público.  
                                            
130 Antes de entrar en vigencia la Ley 397 de 1997 y de conformidad con lo señalado en el 
Acuerdo 0026 del 15 de julio de 1992, emanado del Instituto Colombiano de Cultura Concejo 
Municipal.  




Surge a partir de la Constitución Política de Colombia, artículos 103 y 270; la Ley 850 de 
2003; Ley 134 de 1994, art. 100; La Ley 80 de 1993 y el Decreto 2170 de 2002. 
 
 
Cualquier ciudadano o ciudadana puede ser miembro de una veeduría. Las personas 
participantes gozan de plena autonomía frente a todas las entidades públicas y frente a 
los organismos institucionales de control.  
 
 
Los ciudadanos que quieran crear una veeduría ciudadana, promueven y convocan una 
asamblea, nombran o elige a las personas que harán parte de la veeduría, se decide 
sobre el campo  o los campos de acción de la misma  y el tiempo que va a durar, se 
levanta un acta y ésta se lleva a la Personería Municipal o la Cámara de Comercio para 
que quede registrada. Finalmente, se expide una resolución que certifique la existencia 








































3. Capítulo 3 
 
 
Se ha descrito previamente sobre la regulación de algunos mecanismos de participación 
democrática directa y otros espacios indirectos previstos para ciudadanía en el Municipio, 
según se desprende de lo señalado en los artículos 3, 40, 103 y 311 de la Constitución 
Política, reglamentados por diferentes Leyes y decretos que han establecido los 
requisitos y condiciones para su ejercicio. Lo que permite adentrarse en la estructuración, 
con mayor claridad, del desafuero entre las disposiciones normativas para dichos 
presupuestos participativos  y algunos principios del constitucionalismo moderno.  
 
 
No obstante, en tratándose de la configuración de dicha tesis, es importante tener en 
cuenta el camino de la incursión de los Principios del Constitucionalismo Moderno en 
nuestro ordenamiento constitucional; la filosofía de la democracia participativa en la 
Constitución de 1991 y los  inconvenientes en su desarrollo; la oposición de la 
reglamentación de algunos compilados normativos para hacer efectiva la participación del 
pueblo en la toma de decisiones públicas respecto de algunos principios constitucionales 
y, la inclusión del voto obligatorio junto a la educación, como elementos determinantes en 
la conformación de una cultura de participación activa de los ciudadanos que supere los 
vicios normativos de la democracia participativa.  
 
3.1. La razón del constitucionalismo moderno, sus 
principios y su influencia en  Colombia. 
 
 
El constitucionalismo moderno tiene un periodo bien definido, entre el siglo XVI y el 
XVIII131, que abarca las tres revoluciones más emblemáticas en el mundo por sus aportes 
de índole jurídico y político, en relación a modelos constitucionales diferentes: la inglesa o 
revolución gloriosa, la americana y la francesa. Sus orígenes están atados a Inglaterra y 
su mayor aspiración fue la concreción de una constitución escrita, en oposición a las 
“Leyes fundamentales” consuetudinarias de la época medieval. De allí que se buscara 
una legitimidad proveniente de la soberanía del pueblo –un consenso racional de los 
ciudadanos-, en oposición al derecho divino o voluntad de Dios, como garantía de impedir 
un gobierno arbitrario, es decir, generar un gobierno limitado que garantizara los 
derechos del pueblo132. En últimas,  el constitucionalismo moderno resultó ser “una 
técnica de la libertad contra el poder arbitrario”133  
                                            
131 MATEUCCI, Nicola, Organización del Poder y Libertad. Historia del Constitucionalismo 
Moderno, editorial Trotta, Madrid, 1998. Pág. 24. 
132 Ibíd., pág. 25. 
133 Ibíd., pág. 24  







Bajo ese marco fueron varios los principios que se concentraron tratando de cumplir con 
dicho cometido. Las revoluciones jugaron un papel trascendental en esta construcción, 
pues si bien fueron tres vías distintas con características propias, acogieron como punto 
en común cada uno de los axiomas conquistados. Como lo describiría MATTEUCCI: “La 
historia del constitucionalismo moderno podría escribirse, tomando la <<difusión>> de 
estos principios legales de Francia a Inglaterra, de Inglaterra a América, de Inglaterra y 
América a Francia”134. 
  
 
En ese sentido, Horst Dippel135, en el año 2005, haciendo referencia a “la historia que 
necesitaba ser contada”, consideró que los principios del constitucionalismo moderno 
tuvieron origen en la pregunta de ¿cómo la libertad individual podría asegurarse 
permanentemente contra las intervenciones del gobierno, considerando las debilidades 
de la naturaleza humana?, mencionando, que en la revolución inglesa 1688-1689 se tuvo 
como doctrina constitucional la idea de una monarquía limitada, lo cual se retomaría en la 
revolución americana y se calificaría como el gobierno limitado, buscando proteger la 
libertad individual. Esa tarea fue encomendada a los ciudadanos mediante la 
construcción de derechos positivos alrededor del soberano.  
 
 
Dicho fundamento dio lugar a principios como la soberanía popular, principios universales 
anclados en el cuerpo constitucional, la declaración de derechos, el gobierno limitado y la 
Constitución como Ley suprema. Igualmente más elaborados, fueron apareciendo 
algunos planteamientos filosóficos, traducidos en los ordenamientos constitucionales que 
hicieron visibles las barreras contra la arbitrariedad del gobernante. Entre ellos: 
 
 
“Gobierno representativo para ampliar su legitimidad y para prevenir el 
gobierno aristocrático y la corrupción; la separación de los poderes de 
acuerdo a Montesquieu, para excluir toda concentración tiránica del poder; la 
exigencia de responsabilidad política y de un gobierno responsable, para 
controlar el poder; independencia judicial para que la Ley prevaleciera por 
sobre el poder y perdurara; y un procedimiento ordenado de reforma de la 
constitución ante el simple paso del tiempo o para corregir errores u 
omisiones, con la participación del pueblo o de sus representantes, mientras 
que se previenen alteraciones arbitrarias o pobremente pensadas”136. 
 
 
Estos elementos conceptuales, traducidos en principios, aparecieron por primera vez en 
La Declaración de Derechos de Virginia de 1776, a  los cuales se les sumaron,  que el 
                                            
134 Ibíd., pág. 29. 
135 DIPPEL, Horst, “Constitucionalismo Moderno. Introducción  a una Historia que Necesita ser 
Escrita”, en Historia Constitucional (revista electrónica), número 6, 2005. En 
http://www.historiaconstitucional.com/index.php/historiaconstitucional/article/view/69/56, pág. 183, 
consultada el 5 de diciembre de 2013. 
136 Ibíd., pág. 184. 
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Gobierno tenía la responsabilidad y la obligación de rendir cuentas por sus actos, debía 
existir el derecho “a reformar, alterar, o abolir” el gobierno, la consagración de la 
separación de los poderes, el “juicio por un jurado imparcial”, y la idea de que el gobierno 
constitucional es por su propia naturaleza un gobierno limitado. En las constituciones 
posteriores de los Estados miembros dichos planteamientos no tuvieron mucha 
figuración137, pero sí lograron tener un alcance global, según las prescripciones o aportes 
de la Revolución Francesa. 
 
 
En la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en su artículo 16, se 
consagró que “Toda sociedad en la cual no esté establecida la garantía de los derechos, 
ni determinada la separación de los poderes, carece de Constitución.” Condicionando de 
esa forma, a ciertos requisitos, la idea de concebir una constitución en el desarrollo del 
constitucionalismo moderno, pues sin los mismos no se podría hablar de dicho fenómeno 
jurídico político. En las constituciones de 1791, 1793 y del año III (1795), se tuvieron en 
cuenta, en su mayoría, los principios del constitucionalismo moderno138, sobretodo, 
aquella impulsada por Robespierre (1793)139, en la cual se buscaron introducir 
consideraciones relacionadas con una mayor participación del pueblo, como: sufragio 
directo y universal; los mandatos breves; mandatarios sin fueros; Leyes sometidas a veto 
popular; reforma constitucional a cargo del pueblo; referéndum; revocatoria de mandatos, 
supresión de pena de muerte y censura; la educación popular; la generalización de la 
propiedad –para todos-; la libertad de cultos; el fin de la esclavitud y del colonialismo y la 
resistencia a la opresión. Enfatizándose en que la soberanía radicaba en el pueblo y no 
en la nación, por lo que los representantes le debían servir a éste y no así mismos.  
 
 
El recorrido posterior fue difícil para dichos enunciados en Francia y en toda Europa. En 
el año VIII en 1799, la nueva Constitución francesa no consagró ninguno de los 
elementos del constitucionalismo moderno. Éstos reaparecieron en la Carta de Cádiz de 
1812; en la Constitución belga de 1831; en la Constitución de la República Romana en 
1849, la más democrática y una de las más ajustadas a los elementos esenciales del 
constitucionalismo moderno; en la Constitución sueca de 1794 y en la española de 
1978140. Teniendo todas como eje central la soberanía popular y desde luego la limitación 
al poder, lo cual sería el articulador de batalla en el surgimiento y desarrollo de dicho 
movimiento jurídico político. 
 
 
Fue precisamente esta última, la Constitución española de 1978, una gran influencia para 
la construcción de la Carta Política de 1991, frente a valores, deberes, derechos, 
garantías y toda la filosofía del Estado Social y Democrático de Derecho141. Desde allí se 
incorporaron los grandes rasgos del Constitucionalismo Moderno en nuestra estructura 
constitucional. Se encuentran en el derecho colombiano la mayoría de sus principios: la 
                                            
137 Ibíd., págs. 187-188. 
138 Ibíd., págs. 191. 
139 MCPHEE, Peter, Ob. Cit. Pág. 142.  
140 DIPPEL, Horst, Ob. Cit. Págs. 191-198. 
141 HARO, Ricardo, Algunas Reflexiones Sobre la Influencia de la Constitución Española de 1978 
en el Constitucionalismo Latinoamericano, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de 
Córdoba –República Argentina- 2003. Págs. 29-30. En file:///C:/Users/JA/Downloads/ 
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soberanía popular (art- 3); los principios universales (arts. 93-94), la declaración de 
derechos (arts. 11-72), el gobierno limitado (arts. 121-122); la constitución como Ley 
suprema (art. 4); la separación de poderes (art. 113); la responsabilidad política (art. 135, 
numerales 8 y 9), para controlar el poder; independencia judicial (arts. 228-230); un 
procedimiento ordenado de reforma de la constitución (arts. 374-379)  y la participación 
del pueblo para limitar el poder (arts. 2, 40 y 103). 
 
 
No en vano, como lo anotó Dippel142, doscientos años después de dicho movimiento, 
resulta difícil encontrar una Constitución escrita que no contenga los elementos del 
constitucionalismo moderno.  
 
 
Sin embargo, para Colombia, una gran influencia en la elaboración de algunas ideas 
constitucionales modernas, partió desde el mismo proceso independentista con la 
ideología francesa, lo cual llevó a que en los siglos XIX y XX, se presentaran diferentes 
manifestaciones ciudadanas de tipo social y político, intentando emular el proceso 
Revolucionario que inició en 1789. 
 
 
Como lo ha mostrado Rubén Jaramillo Vélez143, prácticamente en todo el siglo XIX, en 
esta incipiente república, pulularon algunos ejemplos de la Revolución Francesa. Hubo 
una “resemantización lingüística”, tanto de los ideales como de los símbolos 
republicanos, una religión secular y un nuevo vocabulario: pueblo soberano, ciudadanía y 
la novedad de la construcción de consenso.  
 
 
Frente a los grupos de poder como el ejército y el clero, a mediados de siglo se construyó 
un grupo artesanal “progresista”, buscando cambios modernos referentes a un verdadero 
modelo republicano. La convocatoria era al pueblo para continuar con los procesos de 
liberalización de la economía, iniciados con Tomás Cipriano de Mosquera (1845-1849), 
mediante las “sociedades democráticas”, difundiendo un discurso romántico, con 
elementos liberales y razones socialistas sobre la base de la soberanía popular. Aquello 
relacionado a la Revolución Francesa, no era otra cosa que lo equivalente a los “clubes 
de los Cordeleros”144. Fue el primer modelo de organización de los trabajadores –
artesanado-, los cuales llegaron a tener 10.000 integrantes y se propusieron llevar a cabo 
las ideas revolucionarias del proceso independentista, buscando “realizar la república”145. 
 
 
Su desarrollo se relacionó con avances significativos en materia democrática: la  
abolición de pena de muerte por delitos políticos -1849- y comunes -1863-; la libertad de 
                                            
142 DIPPEL, Horst, Ob. Cit. Pág. 181. 
143 JARAMILLO VELEZ, Rubén, “Ecos de la Revolución Francesa en Colombia” en Colombia: la 
Modernidad Postergada, segunda edición, argumentos Bogotá. Pág. 195. 
144 Dichos clubes eran dirigidos por Danton y Marat, los cuales estaban abiertos a todos  los 
participantes, que se constituían en ciudadanos y por lo tanto en el pueblo, con lo cual se 
desarrolló la idea de la democracia. MCPHEE, Peter, Ob. Cit. Pág. 103. 
145 JARAMILLO VELEZ, Rubén, Ob. Cit. Pág. 199. 
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enseñanza; la libertad para ejercer profesión; la expulsión de los jesuitas; la abolición de 
la esclavitud -1851-; la libertad de opinión y religiosa; la elección popular de Alcaldes y 
jurados de conciencia, entre otros, con lo cual se consideró que el pueblo había tomado 
forma. Era la gente “trabajadora, sufrida y necesitada” que había generado “mentalidad 
colectiva” 146. Siendo por antonomasia los descamisados a los que Robespierre había 
representado y defendido en pleno desarrollo de la Revolución Francesa, así como las 
ideas consignadas en la Constitución Jacobina de 1793. 
 
 
Si bien los conservadores ante dicha cruzada reaccionaron y crearon sus “sociedades 
populares” de tipo confesional para apaciguar el modelo liberal, considerado propio del 
individualismo y por lo tanto “ateísmo, socialismo e igualitarismo”, logrando instaurar un 
régimen de la regeneración a partir de la constitución de 1986; tendrían que enfrentarse 
al embate del artesanado a finales de siglo, como quedó demostrado con la guerra de los 
mil días147.  
 
 
En el siglo XX las cosas no cambiarían. Las luchas del pueblo continuaron con algunos 
ingredientes nuevos dada la influencia de la Revolución Rusa. Las organizaciones 
sindicales hicieron su aparición en el contexto colombiano. No obstante, según 
Jaramillo148, se sobrepuso la Revolución Francesa, aun cuando se aceptó que existían 
ciertos puntos ideológicos de las dos revoluciones, resultó ser común que al iniciarse 
algunos actos sociales se entonara la Marsellesa.  
 
 
Con el crecimiento y desarrollo de movimientos sociales llegó al poder el liberalismo y 
con éste las supuestas novedades en materia política y social. El gran movimiento que 
despertó gran expectativa fue la “Revolución en Marcha” de López Pumarejo en 1936. No 
obstante, terminó siendo una de las grandes frustraciones. El sistema no cambió de 
forma trascendente. De allí el surgimiento “gaitanista”149 de la mano con la “pequeña 
burguesía” y algunos sectores del pueblo, buscando ser crecientes y de cambio, 
intentado emular lo engendrado en la Francia revolucionaria. Causa sin un marcado 
desarrollo, la cual llegó a su terminación y sometimiento a los partidos políticos de élite 




Los ejemplos de la lucha del artesanado por la configuración de algunos derechos no 
fueron los únicos ingredientes de los franceses respecto del renacer del pueblo 
colombiano, también lo fue desde el marco del constitucionalismo moderno, la 
conceptualización de la participación ciudadana:  
 
 
“En todo caso, lo cierto es que entre los muchos aportes que la Revolución 
Francesa dio al constitucionalismo moderno, se encuentra la participación 
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147 Ibídem 
148 Ibíd., pág. 202. 
149 Denominado así en honor al caudillo liberal, Julio César Gaitán. 





ciudadana al haber desparramado el poder que hasta entonces estaba 
concentrado en pocas manos de la Monarquía y los señores feudales”150. 
 
Este último ingrediente, propio del constitucionalismo francés, tuvo ingreso en el ámbito 
jurídico-político nacional, después de la segunda postguerra, cuando el Estado tuvo un 
crecimiento vertiginoso sin cubrir todas las demandas sociales y había centralizado el 
poder. Dicho escenario llevó a que los ciudadanos se alejaran de las instituciones: 
mientras los gobernantes generaban sus propias condiciones para dirigir, los problemas 
locales y las necesidades del pueblo se marcaban hacía otros destinos. De allí que fuera 
necesaria un reconfiguración del aparato estatal y constitucional en el territorio, desde 
varias perspectivas: el fortalecimiento del legislativo; la acentuación de la 
descentralización política y administrativa y la apertura de espacios de participación 
ciudadana en la búsqueda de la legitimación de las instituciones151.  
 
 
3.2. La filosofía de la democracia participativa y sus 
contratiempos 
 
Partiendo del hecho que la democracia participativa tiene como efecto la participación 
ciudadana y, esta última  es una acotación más del constitucionalismo moderno como 




La democracia participativa ha sido concebida como el foco intermedio entre la 
democracia directa y la democracia representativa, sobre la base de la soberanía popular 
en oposición a la soberanía nacional152. No en vano se ha dicho que la “democracia 
participativa se acerca al ideal democrático de otorgar una mayor participación a la 
comunidad”153, partiendo de la idea de que “está constituida por un conjunto de diseños 
que acercan las instituciones al ciudadano, y crean nuevos canales de expresión y 
decisión relativamente autónomos respecto de la intermediación política”154.  
 
 
Sus aristas conceptuales parten por establecer que su caracterización y su razón de ser, 
focalizan el mismo eje del constitucionalismo moderno: la limitación al poder. Sin 
embargo, se amplían para acaparar la lógica de la construcción y el desarrollo de las 
                                            
150 BREWER-CARÍAS, ALLAN R., Ob. Cit. Pág. 46. 
151 PARDO SCHELESINGER, Cristina, “Reflexiones Sobre el Carácter Participativo de Nuestra 
Democracia”, en Retos de la Democracia y de la Participación Ciudadana, Fundación Hanns 
Seidel y Universidad Colegio Mayor de Nuestra Señora  Rosario, diciembre de 2011. Págs. 58-59 
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152 Sentencia de la Corte Constitucional C-179 de 2002. 
153 MONROY CABRA, Marco Gerardo, “La Democracia Representativa y Participativa”, en Retos 
de la Democracia y de la Participación Ciudadana, Fundación Hanns Seidel y Universidad Colegio 
Mayor de Nuestra Señora del Rosario, diciembre de 2011. Pág. 15. 
154 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob. Cit. Pág. 10. 
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políticas públicas, que para el asunto en estudio, se concretizan en mayor grado dentro 
del sector local, a partir de la soberanía popular, esto es, el constituyente primario como 
agente de control a la arbitrariedad del gobierno de turno.  
 
Sobre el particular, Santos y Avritzer155, en la introducción del estudio de las nuevas 
formas de la democracia participativa, donde se estudiaron algunas experiencias 
participativas desarrolladas en Sudáfrica, Brasil, La India y Colombia, se establecieron 
tres características esenciales para el presupuesto de la participación: primera, la 
participación sin condiciones para todos los ciudadanos; segunda, la relación entre 
democracia representativa y directa, atribuyendo a los participantes la posibilidad de 
darse sus propias reglas y, tercera, la financiación del ejercicio a partir de 
especificaciones técnicas, según las reglas establecidas por los propios integrantes. 
 
 
En el mismo sentido, Brewer-Carías concluye que la descentralización política está ligada 
directamente a la democracia participativa, lo cual implica una participación política para 
la limitación del poder. Desde allí destaca que el espacio privilegiado para combatir la 
arbitrariedad sea el Municipio, considerado el espacio perfecto por ser pequeño y permitir 
la concentración de todos los puntos de vista del ciudadano156.Relaciona algunos 
ejemplos sobre el control del gobierno por parte de los ciudadanos, sacando a relucir que 
solamente cuando se logra reducir al arbitrariedad del aquel, pueden haber elecciones 
justas; pluralismo político; participación democrática en la gestión de los asuntos 
públicos; transparencia administrativa; rendición de cuentas; un Gobierno sometido a la 
Constitución y la Ley; efectividad en la administración de justicia y  respeto a los 
Derechos Humanos.  
 
 
Pero no solamente repara en dichas situaciones, de forma reiterada asume que si hay 
algo que se debe tener claro frente a la participación democrática, es que ésta no se 
opone a la representación pero si a la exclusión, estableciendo que el ciudadano debe 
tener la posibilidad de hacer efectiva la conducción de los asuntos públicos, desde sus 
propios menesteres.  
 
 
Dicho estudio permite definir tres elementos claros del desarrollo de la democracia 
participativa: i) está atada en mayor grado a su ejercicio en el nivel organizativo de la 
municipalización, por ser un espacio pequeño operativo de la descentralización política, 
en el cual el sujeto toma parte de forma personal en los procesos decisorios; ii) su 
instrucción se armoniza con el constitucionalismo moderno, por cuanto busca la limitación 
del poder y, finalmente iii) tiene como propósito esencial la inclusión de todos los 
ciudadanos en el juego político.  
 
 
Aunque Brewer-Carías157, no ve a la democracia participativa ligara de forma indisoluble 
a la democracia directa, por el contrario, autoras como Pardo Schelesinger parecen 
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reconocerlo158, al mencionar que la participación democrática resulta ser el catalizador 
para las minorías, el camino para que éstas sean escuchadas y tengan la influencia 
suficiente en el diseño, implementación y ejecución de las políticas públicas, generando 
con ello una sociedad más incluyente. Pero no reduce el concepto a dicha situación, en 
efecto, las posibilidades que otorga a la voluntad de participar son considerables:  
 
 
“Lo que es consubstancial al concepto moderno de participación ciudadana es 
la posibilidad de actuar directamente ejerciendo prerrogativas propias del 
poder público, tales como (i) adoptar normas jurídicas, (ii) definir políticas 
públicas o participar en el debate previo a su adopción, o (iii) controlar el 
poder soberano. Sin ese actuar directo de los ciudadanos en esas materias 
directas no es posible actuar de participación en el sentido directo que le 
otorga al término el derecho constitucional moderno”159. 
  
 
Esa posición permite recalcar que la concepción de la democracia participativa tiene 
evocación para construir realidades a partir del empoderamiento de la ciudadanía en 
toma de decisiones políticas, con objetivos bien marcados, esto es, la limitación del 
poder, la eliminación de la exclusión, la autorregulación de su forma de intervención y en 
esencia, en gran medida el ejercicio materializado de la voluntad general a partir de la 




Precisamente esa idea de democracia participativa pareció ser acogida en la 
Constitución colombiana de 1991, por lo menos en líneas abstractas, inclusive con 
destellos de una cambio enigmático bajo la tesis de un antes y un después. Esto es, un 
país al borde del abismo ex ante del texto constitucional y otro después, según la nueva 
configuración de nación a partir del nuevo marco político y la partitura de la participación. 
 
 
Después de la crisis institucional de los años 80, la absorción de la democracia por dos 
partidos tradicionales, la corrupción tajante, el clientelismo, la exclusión política y la 
violencia crónica; con el movimiento de la séptima papeleta se abrió paso a lo que sería 
más adelante la Asamblea Nacional Constituyente, la cual se encargaría de la 
elaboración de la nueva Carta de Derechos, focalizada en la mítica asunción y 
profundización de la democracia participativa.  
 
 
Cuando se hizo la convocatoria para la conformación de la Asamblea Nacional 
Constituyente en 1990, una de las premisas de la reforma fue “fortalecer la Democracia 
Participativa”, la cual se configuró como la estructura de todo el texto constitucional160. La 
base del pacto de asociados que cambiarían el futuro el país, a partir de una ola de 
inclusión, representación y participación en los destinos del fundamento de lo público. El 
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imaginario construido se trasladó a la tarea de concebir un constituyente original, 




Constituyentes como Fals Borda162, manifestaron que la “ideología de la participación 
democrática resultó ser el cemento de toda la estructura de la nueva Carta Política”, 
dejando claro que el hilo conductor de todo el proceso constituyente edificador fue la 
profundización del presupuesto participativo. Inclusive, la investigadora María Teresa 
Uribe163, haciendo una metáfora de lo que sería la razón de ser de dicho modelo 
democrático en el proceso de la nueva Constitución, señaló que fue considerada la 
herramienta para acabar con fenómenos arraigados en la sociedad y la política, como: el 
clientelismo, la violencia, conflicto armado, bipartidismo, debilidad de la sociedad civil, el 
bipartidismo, los problemas de gobernabilidad y el centralismo, entre otros.  
 
 
Si bien dejó claro que la democracia participativa tuvo concepciones plurales al interior 
de la constituyente; también referenció dos puntos de vista bastante interesantes: uno 
basado en la participación y desarrollo de los movimientos sociales, esto es, la inclusión 
de todos los sectores y la necesidad de su trabajo colectivo necesariamente participe de 
las políticas públicas, junto a uno quizá cualificado, por ser el tradicional, aquél 
estancado en mejorar la gobernabilidad y la institucionalidad, que desconfiaba de los 
procesos colectivos y el trabajo emancipatorio comunitarista.  
 
 
Surgiendo así diferentes lenguajes: uno comunitario, otro liberal y legal. El primero 
apuntó a la inclusión y la participación política, el segundo a la dignidad, la individualidad 
y como no, el respeto de los derechos políticos. Resultando como tercero, el de la 
construcción de un ciudadano virtuoso –tolerante, pluralista- e ilustrado –tener claros sus 
derechos y deberes, conocer de cultura política-. Lo que arrojaría según los principios de 
expansión y universalidad, que la democracia participativa se proyectara en todos los 
ámbitos de la vida personal, pasando por lo familiar, comunitario, social, etc164.   
 
 
Dichos propósitos parecieron tomar sentido en la Corte Constitucional, cuando fue 
declarada exequible la Ley 134 de 1994. Para entonces dicho Tribunal, mediante 
sentencia C- 180 de 1994, expresó:  
 
 
“El principio de participación  democrática expresa no sólo un sistema de 
toma de decisiones, sino un modelo de comportamiento social y político, 
fundamentado en los principios del pluralismo, la tolerancia, la protección de 
los derechos y libertades así como en una gran responsabilidad de los 
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ciudadanos en la definición del destino colectivo. El concepto de democracia 
participativa lleva ínsita la aplicación de los principios democráticos que 
informan la práctica política a esferas diferentes de la electoral. Comporta una 
revaloración y un dimensionamiento vigoroso del concepto de ciudadano y un 
replanteamiento de su papel en la vida nacional. No comprende simplemente 
la consagración de mecanismos para que los ciudadanos tomen decisiones 
en referendos o en consultas populares, o para que revoquen el mandato de 
quienes han sido elegidos, sino que implica adicionalmente que el ciudadano 
puede participar permanentemente en los procesos decisorios no electorales 
que incidirán significativamente en el rumbo de su vida. Se busca así 
fortalecer los canales de representación, democratizarlos y promover un 
pluralismo más equilibrado y menos desigual. La participación concebida 
dentro del sistema democrático a que se ha hecho referencia, inspira el nuevo 
marco sobre el cual se estructura el sistema constitucional del Estado 
colombiano. Esta implica la ampliación cuantitativa de oportunidades reales 
de participación ciudadana,  así como su recomposición cualitativa en forma 
que, además del aspecto político electoral, su espectro se proyecte a los 
planos de lo individual, familiar, económico y social”. 
 
 
En síntesis, el componente participativo en la Constitución de 1991 tuvo un rango 
privilegiado, no solamente se construyó como principio   –Art. 2- , también lo hizo como 
valor  (aspiracionismo) –Preámbulo- y como derecho fundamental –Art. 40-. Por tanto, 
queda bastante claro que la participación se constituyó en el eje de la Carta Política y por 
lo tanto, debía serlo de todo el ordenamiento jurídico del país165.  
 
 
Pero la razón para la transversalidad de dicho principio tuvo en cuenta que el Estado 
asumía una carga, la cual no podía ser cumplida sin la colaboración de la sociedad166. El 
deber del ente abstracto fue llevar a buen término la ejecución de los fines esenciales  
constitucionales y los compromisos sociales, generándose con ello el imaginario de una 
mayor participación del ciudadano y de la comunidad en la toma de decisiones frente al 
rumbo de sus propios intereses, siendo el pueblo directamente protagonista de ese 
cambio en el proceso político del País. Además, su funcionalidad tuvo como “razones” la 
necesidad de mitigar los problemas de legitimidad institucional, el respeto del pluralismo, 
la “inclusión de las minorías” y buscó ser la respuesta al enfriamiento de los partidos 
políticos tradicionales por representar los intereses del pueblo167.  
 
 
La forma de operar para garantizar la concreción de los motivos del acaparamiento de 
todo del ordenamiento constitucional, partió de referentes de índole de la democracia 
directa como i) la adopción de ciertas decisiones o participación por parte del pueblo 
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antes de la definición de la política pública, así también ii) el control sobre el ejercicio de 
la función pública168.  
 
No en vano “lo propio de la participación es poder adoptar decisiones o intervenir en el 
proceso de su adopción, o ejercer control sobre el ejercicio del poder”169. Significando 
con ello que se debía garantizar el acceso igualitario a todos ciudadanos a la toma de 
decisiones, por tanto la sublimación del interés general  y, con ello, la racionalidad de las 
decisiones públicas170.  
 
 
En ese sentido, la interpretación que se deriva de la incorporación de los principios del 
constitucionalismo moderno al ordenamiento constitucional colombiano, por lo menos en 
abstracto y con punto de referencia de la democracia participativa, resultó clara en el 
entendido que buscó tener una relación directamente proporcional con la mitigación y 
control del poder, la inclusión de todos los excluidos en la toma de decisiones y la 
actuación de los ciudadanos como un actor legítimo y dinámico en la adopción de las 
políticas públicas. Dicho condicionamiento gobernó todo el proceso de conformación de 
la Asamblea Constituyente, los debates al interior de la misma y algunas manifestaciones 
posteriores con ocasión del papel que debería tener el pueblo para  hacer efectivos los 
principios y fines del Estado Social de Derecho, previstos en los artículos primero y 
segundo de la Carta Política.  
 
 
Debiendo concluirse que el referente de la democracia participativa contemplado en la 
Constitución de 1991, respecto de todo lo suscitado alrededor de ella, tuvo como 
focalización la restricción del poder, la participación en la toma de decisiones públicas 
por todos los asociados, esto es, la inclusión del pueblo en la edificación de las políticas 
de que los afectaban, operando entonces como un medio. Igualmente como fin, en la 
medida que el artículo segundo de la Carta Política lo contempló de forma expresa, al 
señalar que dentro de los fines esenciales del Estado Social de Derecho, estaba el de 
“facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan”. 
 
 
En últimas, la democracia participativa tuvo diferentes categorías dentro de la 
concepción de la Constituyente y por lo tanto en el texto constitucional, por un lado fue 
valor, principio y derecho fundamental, mientras que por el otro fue de medio y fin.  
 
 
Pero otra cosa resultó ser el diagnóstico posterior de todo lo considerado desde la 
Democracia Participativa, según su idea de medio y fin, sus canales de intervención, los 
presupuestos de participativos para los ciudadanos y la formación de un gobierno y un 
Estado realmente incluyentes.  
 
 
Se ha venido considerando que nada de proyectado en la Constitución de 1991 respecto 
de la democracia participativa tuvo la funcionalidad esperada dentro del imaginario de los 
constituyentes. Muchas de las posturas optimistas se derrumbaron. El discurso 
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metafórico de los presupuestos participativos en relación a todos los problemas del país, 
término  siendo solamente eso, una metáfora.  
 
 
Por un lado, emergieron las contraposiciones de la formalidad participativa, opacada con 
la realidad social, esto es, por el conflicto armado y la dinámica propia de la guerra171, 
sumado a la incongruencia del manejo de los presupuestos participativos en el sentido 
de repensar aquellos como los sustitutos de la democracia representativa, al extender 
esta última como fuente del clientelismo y fuente de todos los problemas del país con 
antelación a la Constitución de 1991, obviando que era una forma democrática de 
gobierno indeclinable, en la cual iban a terminar navegando todas las identidades 
políticas nuevas.  
 
 
Políticamente, si bien se consideró a la democracia participativa como catalizadora de la 
reconstrucción política del país172, lo cierto es que muchos instrumentos de intervención 
popular terminaron por no ser utilizados, algunos no son del gusto de la población y se 
ha construido la idea de la subsistencia de la muchos espacios para participar y muy 
pocos ciudadanos virtuosos para ocuparlos, lo cual se decanta de la falta de cultura 




En materia de gestión o autogestión, la situación no pudo ser más crítica. La relación de 
lo acontecido en esta materia no tuvo tampoco los mejores resultados. Para la 
investigadora, Teresa Uribe, los representantes del pueblo en dichas materias tomaron 
caminos, como: i) someterse al clientelismo o los grupos armados; ii) la “irrelevancia” de 
su actuación dentro de los formas de participación, “sin propósitos claros” y sin la 
capacidad suficiente para incidir real en la toma de decisiones administrativas. También 
iii) cayeron en la superficialidad del “formalismo” –la Ley-, sin tener en cuenta realmente 
las demandas sociales174.  
 
 
Se ha entendido que la lógica de la construcción de los espacios de participación se ha 
correspondido con una lucha al interior de los mismos por parte de sus integrantes, 
quienes han obedecido a intereses particulares y utilitarios, más no colectivos175. Muchos 
de los representantes terminaron alejados de los verdaderos intereses de la comunidad o 
del sector correspondiente al cual encarnan dentro de la toma de decisiones en relación 
con la política pública determinada. Algunos de los elegidos lo son en diferentes 
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escenarios participativos, lo que se ha denominado “polimembresía”, acaparando las 
posibilidades de representación, lo cual ha llevado a un fenómeno conexo: “la cooptación 
política” por parte de los candidatos de los diferentes movimientos políticos, dando como 
resultado que los presupuestos participativos terminaron sirviéndole a distintos actores 
políticos. Como fenómeno contrario, se ha determinado que existe una fractura entre la 
concepción de la participación y la propia de la representación, esto es, que los gregarios 
políticos no se compadecen en sus concepciones con los participantes ciudadanos. De 
allí la deslegitimación mutua dentro de cada uno de sus roles, mientras los primeros 
acusan a los segundos de no tener origen en la elección popular, los segundos 
relacionan  a los primeros directamente con la corrupción. 
 
 
Igualmente, Fabio Velásquez, haciendo una  relación de las tendencias en materia de 
participación en los últimos años, sobre todo en lo que fue el Gobierno de Álvaro Uribe 
Vélez,  visualiza que el país políticamente entró en una “recentralización”, pues no serían 
los mandatarios locales de turno los encargados de solucionar los inconvenientes de la 
población y muchos menos los instrumentos participativos normativizados, sino el propio 
Gobierno nacional mediante el desarrollo de los famosos “Consejos Comunitarios”. 
Estableciéndose con ello una disfuncionalidad, en el primer sentido, pues mientras los 
espacios de participación se configuran a partir de lo considerado en la Ley y en la 
Constitución teniendo como actor directo al pueblo haciendo uso de los mismos, en el 
segundo escenario, es la Autoridad Pública la que desplaza a la ciudadanía para 
empoderarse de todas las demandas sociales, de los canales participativos y sus fuentes 
normativas y constitucionales. Conllevando dicha situación, entre otras cosas, que al no 
existir una capacidad real de incidir en la toma de decisiones públicas por parte del 
pueblo, se utilicen mecanismos informales de participación, como las movilizaciones y 
las protestas176.  
 
 
Sin embargo, uno de los inconvenientes más serios que ha tenido el eje participativo, 
relacionado como piedra estructural tanto en las discusiones de la Asamblea Nacional 
Constituyente como el texto naciente de la misma, hace relación a las restricciones 
establecidas en la regulación o formalidad de la mayoría de los mecanismos y espacios 
de participación.  
 
 
Resulta  categórico establecer que la formulación de la normatividad correspondiente 
para hacer afectivos la mayoría de espacios y mecanismos de participación, en lo que 
respecta al Municipio colombiano, terminó obviando la filosofía colosal de la democracia 
participativa y con ello la razón de ser del constitucionalismo moderno y sus principios, 
en lo correspondiente a la restricción del poder; la inclusión de todos los ciudadanos en 
la toma de decisiones públicas y la participación de la ciudadanía en la elaboración de 
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3.3. Reglamentación de los instrumentos participativos 
versus constitucionalismo moderno 
 
Una vez revisada la vocación frente a elementos trascendentales y propios de la filosofía 
del Constitucionalismo moderno y la propia democracia participativa, como la limitación 
al poder, la toma de decisiones en conjunto con los gobernantes y la inclusión de todos 
los ciudadanos en el ámbito de la adopción de decisiones, se avizoran algunas 
contradicciones respecto la reglamentación de algunos espacios y mecanismos de 
participación ciudadana, según se relaciona a continuación. 
 
3.3.1. Indeterminación y supeditación de los espacios y 
mecanismos de participación ciudadana. 
 
Uno de los aspectos que llamaron bastante la atención al interior de la Constitución 
Política, es que se institucionalizó, por lo menos formalmente, la democracia 
participativa. No obstante, no diferenció claramente los mecanismos dispuestos para su 
ejercicio, obligando la redefinición de los mismos para  su respectiva diferenciación por 




Lo que pudo ser la configuración desde la concepción de los mecanismos y espacios de 
participación, según lo reseñado en el artículo 103 constitucional, terminó siendo 
complejo, pues mientras el primer inciso enumeró a los primeros, por lo menos 
cuantitativamente –atándolos a la reglamentación legal-, al señalar que, serán: “el 
voto178, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa 
legislativa y la revocatoria del mandato”, el segundo inciso terminó siendo abiertamente 
indeterminado, al mencionar que “El Estado contribuirá a la organización, promoción y 
capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, 
juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su 
autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de 
representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y 
vigilancia de la gestión pública que se establezcan”, lo que se relaciona aparentemente 
con los artículos 68, educación; 365, servicios públicos; 369, fiscalización;  48 y 49, salud 
y seguridad social de la Carta Política. Esto es, cuanto se puede imaginar en materia de 
participación, pero sin unos preceptos determinados de forma clara, sobre la pretensión 
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La primera clasificación por efectos y determinación la intentó hacer Maldonado en el 
año 2001, mencionando que en el marco de la Descentralización Política, emergente 
desde la década de los 80, profundizada y ampliada a partir de la Constitución de 
1991179, se establecieron tres objetivos: i) consolidar la democracia representativa; ii) 
desarrollar la democracia participativa y directa y iii) aumentar la gobernabilidad. Para el 
cumplimiento de los mismos, consideró que se dispusieron una serie de instrumentos de 
participación política y ciudadana, debiendo clasificarse en:  
 
1). Instrumentos para fortalecer la  democracia representativa: las elecciones de 
colegiados y unipersonales. 2).Instrumentos para fomentar la democracia participativa y 
directa: consulta popular, referendo, iniciativa popular legislativa, cabildos abiertos, 
contratación con la comunidad, comités de participación en salud, consejos territoriales 
de seguridad social, consejos de ordenamiento territorial, consejos territoriales de 
planeación, consejos de desarrollo rural, junta municipal de educación, foros educativos, 
gobiernos escolares, comités de desarrollo y control social de los servicios públicos, 
participación de los usuarios en las juntas directivas de las empresas de servicios 
públicos, consejos ambientales, consejos de cultura, comisiones de policía, consejos 
municipales de jóvenes, consejos de paz, juntas administradoras de deportes, consejos 
ciudadanos de control de gestión y de resultados de la inversión pública, veedurías 
ciudadanas, control fiscal y participación ciudadana, entre otros. 3). Instrumentos en 
fortalecimiento de Gobernabilidad: periodos fijos de mandatarios locales, medidas 
administrativas, fiscales y políticas. 
 
 
Dicha clasificación tuvo eco en el trabajo realizado por Gutiérrez en el año 2007, quien 
haciendo mención del buen análisis de Maldonado en el año 2001, reflejó precisamente 
“los problemas clasificatorios”180 de los mecanismos y espacios de participación 
ciudadana, referenciando que existían tres categorías: democracia representativa; 
democracia participativa directa y democracia participativa propiamente dicha.    
 
 
Se consideró, según análisis, que la configuración de los mecanismos y espacios de 
participación, aquellos relacionados con la democracia representativa y la participativa 
directa, serían decisorios; mientras que los que encarnan la democracia participativa 
propiamente dicha, podían resultar caracterizados como consultivos, salvo la 
participación en juntas directivas de empresas de servicios públicos y los consejos 
municipales de jóvenes.  
 
 
En el mismo sentido, dos décadas después de la entrada en vigencia de la Constitución 
de 1991, se ha intentado elaborar doctrinalmente una conformación clara, en cuanto a la 
clasificación de los mecanismos y espacios de participación ciudadana181. Por un lado se 
han determinado los postulados normativos como herramientas en razón de la base de la 
soberanía popular, conforme los artículos 3; 40, numeral 1 y 103, inciso primero 
constitucional, denominados de participación directa (el plebiscito, el referendo, la 
consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato). 
También se  consideró la existencia de unos mecanismos de apoyo a la administración, 
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según el inciso 2 del artículo 103 constitucional: participación activa de los jóvenes, 
artículo 45 C.P.; observancia de los bienes y servicios prestados a la comunidad, artículo 
78 C.P.; al ambiente sano artículo 79 C.P. y la participación en vida política, cívica y 
comunitaria del país, artículo 95, numeral 5 C.P. Igualmente, algunos de regulación, 
como las organizaciones de consumidores, artículo 78 C.P.; concertación de políticas 
salariales artículo 56 C.P.; explotación de recursos en los territorios indígenas, artículo 
330 C.P.; en torno a las localidades: juntas administradoras, juntas de las empresas de 
servicios públicos, artículos 106 y 318 C.P. Además, del fomento al control ciudadano: 
veedurías ciudadanas, artículo 270 C.P.. Finalmente el desarrollo de la planeación: 
Consejos de Planeación, artículo 340 de la C.P.  Todos los cuales quedaron sometidos a 
la reglamentación del legislativo respecto de su operatividad, conforme con lo dispuso la 




Otra clasificación se ha venido otorgando en condiciones de participación política y 
administrativa: individual –asimilada a la directa-, colectiva –propia de organizaciones-; 
consultiva –pregunta a los ciudadanos- y directa –el ciudadano sustituye a la autoridad-. 
La  Corte Constitucional ha establecido dos categorías: mecanismos de democracia 
representativa y los propiamente dichos de democracia participativa. Entre los segundos 
presenta dos divisiones: i). participación para la adopción de decisiones –plebiscito, 
referendo, iniciativa popular, consulta popular, cabildo abierto y consulta a comunidades 
indígenas- y ii) control de la función pública –revocatoria del mandato, veedurías 
ciudadanas y las acciones públicas ante la Rama Judicial-182.  
 
 
Al hacerse una lectura desprevenida de la Carta Política y toda su construcción, tanto en 
la parte dogmática como en la orgánica, convergen una serie posibilidades para que el 
pueblo se pronuncie, reclame sus derechos y también se convierta en efectivos sus 
deseos de la materialización de las políticas públicas, pero, en los casos emblemáticos 
de participación política y adopción de políticas públicas, resulta en la mayoría de casos 
indeterminada la funcionalidad –¿para qué?- respecto de cada uno y la ausencia de 
independencia frente a las decisiones de la democracia representativa. Siendo así el 
mayor de los problemas la indefinición frente a su funcionalidad.  
 
 
Es claro que la Constitución no le dio la condición exacta a los instrumentos 
participativos relacionados con su operatividad, en cuanto a la determinación si 
resultaban siendo efectivos frente a la adopción de una decisión o simplemente figuras 
de acompañamiento en el proceso de legitimación de la democracia representativa.   
 
 
Bajo esa indeterminación en la mención de los instrumentos participativos y su 
sometimiento a las decisiones del legislativo, son varios los elementos que juicio que 
permiten advertir que los  mismos se contradicen con la filosofía de los principios del 
constitucionalismo moderno:  
 
                                            
182 PARDO SCHELESINGER, Cristina, Ob. Cit. Pág. 68 y ss. 
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i). Según lo concluyó Maldonado, “La mayoría de los instrumentos se dirigen al nivel 
municipal”183, lo cual es necesario y se orienta a la lógica del mejor escenario para el 
desarrollo de la democracia participativa, no obstante, dadas las calidades culturales y 
educacionales de la mayoría de los habitantes de  nuestros territorios locales, en 
tratándose de la indeterminación de los mecanismos y espacios frente a su funcionalidad 
y su naturaleza, muy poco se puede rescatar del empoderamiento del pueblo frente a la 
adopción de los mismos. Más cuando no se puede olvidar que subsisten algunos 
elementos en el país que juegan en contra de las posibilidades de discernimiento 
respecto a las posibilidades para que todas las personas realmente participen, entre 
otras, el nivel de analfabetismo relativamente alto, mientras que en 1992 en términos de 
población, el mismo ascendía al 9.3%, en 2005 resultaba ser del 6.7%184 y según la 
ministra de educación para el año 2007, el último valor distaba de la realidad, siendo 
realmente la población analfabeta igual al 9.5%185. En el 2011, según información oficial, 
dicha cifra disminuyó a 6.5%186. De ahí que las posibilidades del ejercicio de la soberanía 
popular se sienta marginado, por lo menos parcialmente y con él la imposibilidad de 
hacer un control efectivo al mandatario local de turno. 
 
 
Lo que rompe en últimas con la idea que se tenía preconcebida desde el constituyente 
de formar a partir de la democracia participativa, un ciudadano virtuoso propiamente 




ii). Subsisten una serie de normas constitucionales que invitan a participar, respecto de 
todas las formas que fueran necesarias para la profundización del aspecto participativo, 
pero la clasificación o redefinición quedó sometida a las lecturas especializadas, que si 
bien han intentado darle un norte a los espacios de participación, igualmente en muchos 
casos le terminan dando una doble funcionalidad a cada instrumento de intervención de 
los ciudadanos, por ejemplo, los consejos de juventud son tomados como espacios 
decisionales187, pero también de colaboración e interlocución y terminan siendo 
mecanismos consultivos y solamente proposicionales, situación que lleva a que al 
participante que no entienda realmente cual puede ser su rol dentro de dicho mecanismo. 
Lo propio ha sucedido con un sinnúmero de instrumentos que tienen diferentes 
funcionalidades los cuales hacen difusos sus objetivos, de cara a la filosofía 
presuntamente configurada en la Constitución de 1991, como el control al poder, el 
ejercicio soberano del pueblo en la toma decisiones públicas y la inclusión de todos los 
sectores sociales en la toma de directrices respecto del beneficio de sus comunidades.  
                                            
183 MALDONADO, Alberto, Ob. Cit. Pág. 19. 
184 DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN, “La Educación en Cifras”, diciembre 2007, 
Pág. 6. 
185ANÓNIMO, “MINEDUCACIÓN: EL Analfabetismo en Colombia es Mayor que se creía”. RADIO 
CARACOL, 7 de septiembre de 2007. En http://www.caracol.com.co/noticias/ entretenimiento/   
mineducacion-el-analfabetismo-en-colombia-es-mayor-del-que-se creia/ 20070907/nota/477314 
.aspx, consultada el 9 de diciembre de 2013. 
186 ANÓNIMO, “Analfabetas en Colombia”, en El espectador, vivir mejor, 9 de septiembre de 2011. 
Ver en http://www.elespectador.com/impreso/vivir/articulo-297906-colombia-1672000-analfabetas, 
consultada el 12 de enero de 2012. 
187 Sobre el particular ver el artículo 22 de la Ley 375 de 1997 y artículo 02 del decreto 089 de 
2000. 







iii). Se esperaba en el desarrollo del ejercicio propio de la participación ciudadana y en lo 
que respecta a la aplicación de la democracia participativa, que la definición y 
funcionalidad, si bien no naciera directamente de la Constitución, se le hubieran dado 
desde allí los parámetros al legislativo para hacerlo, pero no sucedió, dicha tarea recayó 
sobre la doctrina y el Tribunal Constitucional, que terminaron cualificando o redefiniendo 
a los espacios y mecanismos de participación una década después de forma tentativa y 
dos décadas más tarde de su constitucionalización de manera más sofisticada. Lo cual 
ha llevado a que los ciudadanos tengan poco control sobre los mismos y por tanto la 
institucionalidad siga manteniendo las prerrogativas de siempre sin limitación alguna, 




iv). Tampoco  puede sostenerse que la lógica de los mecanismos y espacios de 
participación se puedan considerar realmente adalides de la legitimación institucional; la 
inclusión social o la barrera contra el poder, cuando los resultados muestran que todos 
son consecuencia de lo querido por el legislativo y por tanto simplemente resultan ser de 
carácter residual, al ser en su mayoría consultivos: “Prácticamente ninguno de los 
espacios de participación ciudadana tiene funciones decisorias”188. Eso llevó a que 
Gutiérrez en su estudio del 2007, señalara que “En síntesis, desde esta perspectiva, el 
correlato de la institucionalización barroca de la participación ciudadana que se produjo 
con la C-91 es su relativa neutralización desde el punto de vista decisorio”189.   
 
 
En últimas, la Asamblea Nacional Constituyente que discutió en su seno la idea de 
concebir un Estado sitiado por la democracia participativa, como medio para el 
cumplimiento de los fines del mismo, permitir la participación de todos los sectores 
sociales en la adopción de las políticas públicas y así extirpar la corrupción y legitimar el 
orden político; terminó limitando dicha filosofía al entregarle la tarea al legislativo. 
Supeditando entonces la democracia participativa a la representativa en cuanto a su 
funcionamiento real y a sus finalidades.  De allí que los resultados no fueran diferentes a 
concebir unos canales participativos disgregados y paquidérmicos, por cuanto solamente 
terminaron siendo consultivos y no decisorios en algunas áreas de máxima importancia 
para la comunidad, como el consejo territorial de planeación, el consejo de cultura, la 
junta municipal de educación, consejo de paz y consejo de medio ambiente, entre otros.  
 
 
v). Ahora, la idea de la existencia de diferentes compilados normativos para indistintos 
mecanismos de participación, como “fetichismo legal” –con la expedición de una Ley se 
puede superar todo-, llevó no solo a construcciones abstractas alejas de la realidad social 
de las comunidades locales, sino también a una dispersión de normas, o ausencia de 
articulación de un verdadero sistema de participación ciudadana, fragmentando a todos 
los actores sociales y por tanto la dispersión de instancias participativas190.  
                                            
188 MALDONADO, Alberto, Ob. Cit. Pág. 20.  
189 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob. Cit. Pág. 104. 
190 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Págs. 364-365. 
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Dicha concepción de regularización de los instrumentos participativos, han dado lugar a 
un modelo de democracia que poco construye intereses generales, sino gremiales y por 
demás políticos, precisamente un modelo corporativista. Las ventajas a defender desde 
lo local, se compone de sectores sociales diversos: indígenas, negritudes, estudiantes, 
trabajadores, mujeres, ambientalistas, etc., genera como desventaja, “la segmentación de 
la voluntad en heterogéneas agrupaciones que demandan reconocimiento en desmedro 
de la construcción igualitaria del bien público”191. Así mismo, atomiza la capacidad de 
interferencia contra el uso arbitrario del poder y desconceptualiza la idea del soberano 
primario en ejercicio en el diseño de las políticas públicas en razón de la comunidad. 
 
 
Dichas situaciones vistas integralmente muestran como la indeterminación de los 
mecanismos y espacios de participación se convierte en una barrera para la utilización de 
los canales dispuestos para el pueblo en la plataforma soberana, pues al no concebirse 
cuáles son, como tampoco claramente sus objetivos, su naturaleza y su carácter, no 
resultan de utilidad en el proceso de instrumentalización para el ejercicio de la ciudadanía 
en la toma de decisiones en materia pública, la inclusión de todos los sectores sociales a 
la hora de decidir y mucho menos la limitación del poder local mediante el uso de 
recursos provistos desde la democracia representativa.  
 
3.3.2. El Poder del Ejecutivo Local y la Naturaleza 
Representativa de la Democracia Participativa. 
 
 
Si bien en el análisis del capítulo anterior no se tuvieron en cuenta todos y cada uno de 
los espacios de participación ciudadana, desde su proyección reglamentaria, si se hizo 
alusión de los que resultan emblemáticos en algunos sectores –educación, salud, 
jóvenes-, teniendo en cuenta la interpretación que permite advertir su funcionamiento 
según quien tenga la última palabra sobre su nacimiento; si resulta obligatorio para la 
Entidad Territorial y si las consideraciones al interior de los mismos resultan obligatorias 
para el Gobierno Municipal o meramente consultivos. 
 
 
En ese sentido, al analizar la reglamentación sobre el nacimiento de las diferentes 
instancias emblemáticas en materia de participación ciudadana, desde una visión integral 
frente a la obligatoriedad en la conformación al interior del municipio; si resultan 
facultativos; si sus disposiciones o tareas son meramente consultivas; si los preside el 
mandatario municipal y resultan ser de naturaleza representativa antes que participativa 
en cuanto a la eficacia en materia de la ejecución de políticas públicas, los resultados se 
presentan a continuación:  
 
                                            
191 ARANGO, Rodolfo, “Dos Concepciones de Democracia”, en El espectador, 8 de julio de 2012. 
Ver en http://www.elespectador.com/opinion/dos-concepciones-de-democracia-columna-431576, 
consultada el 20 de noviembre de 2013. 
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En ese sentido, los resultados de la discriminación realizada de los espacios de 
participación considerados de mayor importancia, teniendo en cuenta lo sensible de los  
temas donde deben operar y su transversalidad en el desarrollo del bienestar social del 
país, esto es, medio ambiente, salud, educación, cultura, paz, servicios públicos, 
planeación y desarrollo rural, dan cuenta de un aliento personalista en su desarrollo. Si 
bien la descentralización política y administrativa apreció en escena a partir de 1986, con 
objetivos claros como la elección municipal de Alcaldes municipales -1988- y el desarrollo 
de la democracia participativa y representativa, concretándose y profundizándose con la 
Constitución de 1991192; resulta evidente que el poder concentrado en el ejecutivo 
municipal respecto de la aplicación del fenómeno participativo, ha sido importante y 
desmedido para un ejercicio efectivo del mismo, habida cuenta lo siguiente: 
 
 
Al observar la reglamentación de los espacios de participación ciudadana, se encuentra 
que de los 18 relacionados, 12 resultan de obligatoria conformación dentro del Municipio, 
                                            
192 MALDONADO, Alberto, Ob. Cit. Págs.  3 y ss.  





pero solamente uno de ellos atiende una eventual sanción por la omisión de su puesta en 
marcha para el mandatario local –Comité de Servicios Públicos-; otros 5 son de ejecución 
facultativa, esto es, que dependen de alguna circunstancia o según  la deliberación de la 
administración, entran en ejercicio. Pero resultará difícil, en ambos sentidos, encontrar un 
estímulo para la corporación municipal o para la administración, que les permita proceder 
deliberadamente en su conformación. Todo aquello que sea control, no resulta del todo 




Igualmente, de los 18, el Alcalde preside 10, lo cual le da gran poder de decisión sobre 
los mismos, aunado a que de todos los relacionados, 15 resultan meramente consultivos. 
Esto es, que no resultan obligatorias las observaciones propuestas o lo decidido en las 
deliberaciones respecto de las políticas públicas en dichos temas para la administración 
municipal. Situación que concuerda con lo mencionado por Maldonado en el 2001193, al 
señalar como una de las conclusiones de su investigación, es que ninguno de los 
espacios de participación ciudadana tenía funciones decisorias. 
 
 
Lo propio sucede con la naturaleza de los instrumentos de participación respecto de la 
asunción del tipo de democracia en aplicación. De los 18 canales, 11 obedecen más a 
procedimientos de nivel democrático representativo antes que participativo, por cuanto 
dichos espacios terminan siendo ocupados por representantes que no son elegidos por 
una mayoría popular dentro del municipio, sino por organizaciones o asociaciones de la 
sociedad civil, configurándose un modelo incompatible con las necesidades de la 
generalidad y si con visión corporativa. No en vano, cuando subsisten convocatorias al 
estilo de las Juntas Municipales de Educación, Consejos de Política Social, de 
Participación Comunitaria y todas aquellas donde se deban remitir algunos actores 
sociales “sin correspondencia con demandas sociales de origen ciudadano”, “terminan 
por ser un remedo, una parodia en el sentido de la participación”194. Sumado al 
clientelismo que se forma de aquellos integrantes con los políticos de turno.  
 
 
Dicha perspectiva no permite concluir nada diferente a que los espacios de participación, 
según la concepción legal expuesta, han terminado sometidos al control del ejecutivo 
local, desde las disposiciones normativas de su nacimiento, pasando por la decisión 
sobre su creación, siguiendo con la determinación de su direccionamiento al presidirlos 
en su mayoría y, finalizando con su control a partir de acoger o no sus conceptos o 
cooptándola políticamente, según los representantes de la sociedad civil  participantes en 
los mismos.  
 
 
Desde esa interpretación, resulta poco creíble la configuración de una participación 
ciudadana limitativa del poder, o el desarrollo del constituyente primario activo -el pueblo- 
en la proposición y ejecución de políticas públicas a partir de las necesidades reales de la 
                                            
193 Ibíd. Pág. 20.  
194 URIBE, María Teresa, Ob. Cit. Pág. 152. 
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comunidad, mucho menos en la construcción de legitimidad institucional y eliminación de 
vicios endémicos como la corrupción. 
 
 
Una visión desde la filosofía política y la búsqueda de los elementos del 
constitucionalismo colombiano,  permite ubicar dicho escenario en lo propuesto por 
Valencia Villa195, quien luego de  mencionar que la historia constitucional ha sido una 
“criatura del régimen”, reproducida por una mera “artesanía jurídica”, inclinada a 
solidarizarse con el apoyo a las clases dominantes y los partidos gobernantes, establece 
que en esa formación del Estado-Nación colombiano,  a partir de guerras civiles y 
reformas de cartas políticas, sumado a su consolidación a partir de la industrialización y 
modernización, se ha generado una “resistencia del régimen” frente al recurrente 
reformismo, a partir de ciertas características que han permanecido en el tiempo, entre 
ellas, el presidencialismo y más que eso, como demostración en el ejercicio de gobierno 
latinoamericano, un “liderazgo carismático”,  que no es otra cosa que “un monarca 
escogido por voto popular cada cuatro años”, dados sus amplios poderes. 
 
 
Situación que se traspasó del nivel centralizado a uno descentralizado. Hubo un 
desplazamiento desde el centro a la periferia, a partir de la descentralización política, 
pues lo que se hizo fue reproducir ese poder concentrado del presidente en los Alcaldes 
municipales, a quienes no solamente se les otorgaron grandes poderes a nivel local196, 
sino que también con la reglamentación de los espacios de participación ciudadana se les 




De ahí que si bien los objetivos de la descentralización fueron ampliar el espectro 
participativo y consolidar la democracia representativa; también tuvieron en cuenta la 
elección de Alcaldes y la entrega mediante la Ley de todo el control de un territorio 
pequeño denominado Municipio. Nada quedó al azar en tratándose de otorgarle las 
supuestas prerrogativas al pueblo para su ejercicio legítimo de elección, menos, en 
relación con los instrumentos participativos.  
 
 
En ese sentido, Carl Schmitt, al analizar en “Los Tres Modos de Pensar”: normativismo, 
decisionismo y orden concreto, expuso que “Todas las normas vigentes están, mientras 
lo son, naturalmente siempre <<en orden>>; por el contrario, el <<desorden>> de la 
situación concreta  no interesa a los normativistas únicamente interesados por la norma. 
Pensando de ese modo, el estado concreto de las cosas, visto desde el normativista, no 
puede nunca ser un desorden contrapuesto al orden”197. Surgió entonces el interrogante: 
¿Cómo en un ordenamiento jurídico se hace valer la noción de orden?. La repuesta no se 
hizo esperar, la dio el autor en los siguientes términos: “Nosotros entendemos mejor un 
interrogante jurídico importante y damos una solución más justa a una cuestión jurídica, 
                                            
195 VALENCIA VILLA, Hernando, Cartas de Batalla, Segunda Edición, Cerec, Santafe de Bogotá, 
1997. Págs. 34-42. 
196 Sobre el particular, ver el artículo 315 de la Constitución Política sobre las atribuciones del 
Alcalde Municipal. 
197 SCHMITT, Carl “Distinción de los modos de pensar la ciencia jurídica” en Sobre los Tres Modos 
de Pensar la Ciencia Jurídica, Madrid: Técnos, 1996. Pág. 3-44. 





cuando elaboramos una figura concreta como <<el defensor de la Constitución>>, el cual 
no se puede dar de modo normativo…”198. Acudiendo a la noción de control por parte de 
un “Jefe de Movimiento”, refiriéndose al “fuhrer”. Partiendo de aquí hacía la lógica 
decisionista, utilizando a Hobbes, refirió “El soberano que decide no es competente para 
la decisión gracias a un orden ya constituido. Es solo la decisión que pone el orden y la 
seguridad estatal en lugar del desorden y la inseguridad del estado de naturaleza, que le 
convierte en soberano, ya hace posible todo lo demás –Ley y orden-“199. Todo lo cual en 




Es ilustrativo tener en cuenta que  según  la reglamentación de los espacios de 
participación, en su mayoría, la voluntad de su constitución recae en la voluntad de los 
mandatarios locales, sin sanción alguna si no lo hacen200; lo propio sucede con su 
dirección o determinación de quien los preside y sobre la decisión de sí se acogen o no  
los postulados de acompañamiento en materia de políticas públicas por parte del sector 
civil, quedando supeditados a una disposición particular, más no a la invocación e interés 
de lo colectivo por lo público. Esto es, reducidos a la potestad del gobernante. Inclusive 
su funcionamiento se rezaga y su incidencia democrática se torna solamente formal, más 
no material. Si bien es a nivel local, se ve representada la realidad teórica en este modelo 
jurídico, tal cual la pensó Schmitt en el sentido del mantenimiento del orden por una figura 
representativa. Lo cual se constituye en una respuesta al miedo que se ha sentido 
históricamente con la democracia, en el entendido de concebirla como un gobierno de 
anarquía, desorden, violencia, amenaza contra la propiedad privada, eliminación del 
statuo quo, etc. 
 
 
Esa relación refleja con exactitud, que si bien la descentralización administrativa y 
política, floreció en el ordenamiento jurídico colombiano desde 1986, teniendo como 
piedra angular la elección popular de Alcaldes municipales, toda la reglamentación y 
regulación normativa respecto de la democracia participativa y en esencia la participación 
ciudadana, quedó sembrada en la aquiescencia de los mandatarios locales. Por lo tanto, 
estimar o considerar como filosofía la limitación del poder o la profundización de los 
presupuestos participativos a nivel territorial, según las consideraciones expuestas, 
resulta realmente contradictorio con el papel que debería cumplir en relación al 
constitucionalismo moderno y su esencia a partir de los principios concebidos contra la 
arbitrariedad. Por cuanto siempre quien terminará decidiendo, según la estructura de la 
reglamentación de los instrumentos participativos, será el burgomaestre local. 
 
 
Terminó construyéndose entonces para el elegido local, prácticamente fue un hecho 
excepcional del orden constitucional, llevándolo a cultivar la ilegalidad dentro de lo legal –
                                            
198 Ibíd. Págs. 22 y 23.  
199 Ibíd. Pág. 31. 
200VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit., Pág. 104.  “la Ley 152 de 1994 nada 
dice acerca de eventuales sanciones  a los Alcaldes que no haya hecho la convocatoria pública 
para la conformación del CTP”. Lo mismo ocurre con las normas que rigen otras instancias de 
participación ciudadana de obligatoria conformación, según se analizó. 
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no colocar en marcha los espacios participativos o una vez creados cooptarlos-, llevando 
a promulgan acciones antidemocráticas dentro de la democracia201 -establecer las 
riendas de decisión frente a lo pretendido por la comunidad, decir sí o no-. Todo lo cual 
rompe las ideas de inclusión, participación, dinamismo del constituyente primario y 
determinación de las políticas públicas a cargo de las necesidades y requerimientos de la 
comunidad, de forma efectiva, según la materialidad requerida para el verdadero ejercicio 
de la democracia participativa.  
 
 
Una esperanza contra dicha afrenta contra la filosofía del constitucionalismo moderno, 
pudo ser, ya no lo considerado en la reglamentación de los espacios de participación 
ciudadana, sino en la de los mecanismos participativos, relacionados en el inciso primero 
del artículo 103  de la Carta Política, reglamentada por la Ley 134 de 1994, esto es, el 
referendo, la iniciativa popular legislativa, la revocatoria del mandato y la consulta 
popular; no obstante, su ejercicio a partir de datos concretos, dan cuenta de una 
respuesta negativa, igual a la considerada anteriormente para los otros instrumentos 
participativos, conforme se logró decantar. 
 
3.4. Mecanismos de participación política por fuera de 
la órbita constitucional moderna. 
 
 
Desde diferentes visiones se han presentado objeciones e interrogantes sobre la 
operatividad efectiva de los mecanismos de participación ciudadana relacionados. Hay 
concepciones de su poca utilización, la necesidad de un estudio sociológico para 
determinar su inoperancia y la de una mejor regulación normativa para el fortalecimiento 
de la democracia en Colombia202; también de la visión de la normatividad ampliada desde 
la Ley 134 de 1994 que los regula, pero restringida a la hora de su puesta en marcha, 
generándose así un “viacrucis”  en su ejercicio203. Igualmente, existen interpretaciones 
más escépticas y negativas pero poco profundas, las cuales luego de hacer una 




“…en la mayoría de los mecanismos de participación, como ya se explicó en 
su momento, la Ley 134 de 1994 atentó abiertamente contra la voluntad del 
Constituyente de 1991, por cuanto dicha Ley exige requisitos cuantitativos 
exagerados para poder hacer uso de estos mecanismos, con lo que se limita 
al pueblo en su participación directa en la toma de decisiones de carácter 
colectivo, lo cual es contrario al fin perseguido por la Asamblea Constitucional 
en lo que respecta al tema de la democracia participativa”204 
                                            
201AGAMBEN, Giorgio, Estado de Excepción, Editorial Pre Textos, primera edición, traducción 
Antonio Gimeno Cuspirena, España 2004. Págs. 9-49. 
202  MONROY CABRA, Marco Gerardo, Ob. Cit. Pág. 26. 
203 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. 363. 
204 SÁNCHEZ ACUÑA, Juliana, Los mecanismos de Participación Ciudadana en el Contexto de la 
Democracia Participativa Colombiana. Tesis para optar el título de abogado, Universidad 
Externado de Colombia, 2005. Págs. 66-67. 







Dicha aseveración permite llevar a cabo análisis más profundo en el sentido de valorar la 
reglamentación de los mecanismos de participación desde varias ángulos, en relación 
con la ausencia de una herramienta efectiva para el pueblo en su ejercicio de limitación 
del poder y la injerencia en las decisiones de políticas pública que atañen a los interés 
colectivos y particulares de la comunidad. Una primera idea debe conducir a establecer el 
tema cuantitativo, respecto de las personas que terminan siendo legitimadas para  la 
convocatoria y decisión; una segunda debe verificar los requisitos en el ejercicio de 
convocatoria –v.gr. firmas- y quienes terminan socialmente haciendo uso de aquellos, 
finalmente, una tercera, correspondiente a la determinación de la ambigüedad normativa 
que termina abriendo espacio decisional personalista, junto a un sometimiento a la 
democracia representativa. 
3.4.1. De los topes electorales para convocatoria y decisión 
 
En relación con la revocatoria de mandato, conforme con lo señalado en la Ley 741 de 
2002, para la convocatoria se necesita el 40% (representando en firmas) de los votos que 
obtuvo el candidato ganador de las elecciones205 y para la decisión aprobatoria, debe 
darse el 55% de la votación válida registrada en la elección del Alcalde a revocar, con 
resultado positivo de la mitad más uno de los que participen.  
 
 
En materia de referendos se requiere un comité promotor que se ha conformado con el 
respaldo del cinco por mil de los ciudadanos inscritos en el respectivo censo electoral –
art. 10 Ley 134 de 1994- y el equivalente en firmas al 10% del censo electoral para la 
iniciativa, las cuales solamente se pueden suscribir en formularios que entregue la 
Registraduría Nacional del Estado Civil para tal fin. Se entiende que prospera  dicho 
mecanismo cuando participe la cuarta parte del censo electoral y la mitad más uno de los 
votantes lo haya hecho afirmativamente. 
 
 
En lo correspondiente a la consulta popular, debe participar la tercera parte del censo 
electoral y votar positivamente, frente a lo que se pregunta por el Alcalde Municipal, la 
mitad más uno de los sufragios válidos. 
 
 
Finalmente en cuanto a la iniciativa normativa, en tratándose del ejercicio de un acuerdo 
municipal que haya sido negado por la corporación concejo municipal, se requiere un 
respaldo ciudadano equivalente al cinco por mil de personas inscritas en el censo 
electoral, lo cual no significa que aprobada obligatoriamente por la corporación 
correspondiente. 
 
                                            
205 Hasta mayo de 2002, ese 40% era el equivalente a los votos válidos registrados en la elección 
del Alcalde que se pretendía revocar. Con la expedición de la Ley 741 de 2002, ese 40% es del 
total de votos que obtuvo el elegido, pero que pueden ser de cualquier ciudadano, no 
necesariamente tiene que haber tomado parte en las elecciones correspondientes, según lo 
consideró la Corte Constitucional mediante sentencia C-179 de 2002. 
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Dichos condiciones cuantitativas, han llevado a que dichos mecanismos no se hayan 
ejercido de forma regular y con resultados favorables a los intereses de la comunidad. 
Desde 1991 hasta el año 2012, la práctica de dichos instrumentos en los municipios ha 
sido la siguiente: 1). Frente a Revocatorias de Mandato, se presentaron 130206, de las 
cuales, 34 fueron entre 1994 y mayo de 2002207 y 96 entre junio de 2002 y julio de 2102, 
además 98 se quedaron en recolección de firmas y solamente 32 pasaron a votación de 
revocatoria. Ninguna fue exitosa208. 2).  En cuanto a los Referendos entre 1991 y 2012, 
se han presentado 6 aprobatorios municipales, de los cuales solamente prosperó uno y 
los otros se quedaron en ausencia de porcentaje o requisitos209. Frente a los referendos 
derogatorios, se han presentado 11, de los cuales salió aprobado uno y 7 se quedaron 
por incumplimiento de porcentajes210.  3). Las Consultas Populares elevadas en los 
municipios entre 1991 y 2012 ascendió a 23, de las cuales llegaron a buen término  5, se 
fueron a votación  15 y no prosperaron, mientras que una se quedó como propuesta y 2 
tuvieron visto negativo del Tribunal Contencioso Administrativo211. 4). Finalmente, 
respecto de las Iniciativas Normativas, llevadas a cabo entre 1991 y 2012, aparecen 
registradas 4, de las cuales una sola prosperó, 2 no  fueron aprobadas por el Concejo 
Municipal y una no llegó por no cumplir con el requisito del censo electoral, esto es, 5% 
para su trámite212. 
 
 
Desde el momento de la reglamentación ya se escuchaban las primeras voces213 frente al 
escepticismo de operatividad de mecanismos como la revocatoria del mandato, teniendo 
en cuenta el elemento cuantitativo para su ejercicio. Ello se visibilizó en los salvamentos 
de votos de la sentencia de constitucionalidad C-180 de 1994214, que le hizo control 
automático a la Ley 134 del mismo año, respecto del porcentaje establecido para la 
validación de la revocación: 
 
 
 “Pero lo que resulta inaceptable es que la Ley contradiga sin justificación 
constitucional la regla general de la mayoría simple y establezca una fórmula 
de mayoría calificada para la aprobación de la revocatoria por los ciudadanos. 
Además, el artículo 69 no se contenta con el establecimiento de la mayoría 
absoluta puesto que consagra que 60% de los votantes deberán aprobar la 
revocatoria. De esa manera la Ley no sólo está otorgando a una minoría la 
posibilidad de impedir un pronunciamiento de la mayoría en ejercicio de su 
derecho constitucional a controlar el desempeño de los funcionarios elegidos, 
                                            
206 Sin tener en cuenta que en el 2013 se presentaron 34 iniciativas, las cuales 8 fueron votadas y 
no prosperaron; 2 tienen fecha para ser votadas en febrero y marzo de 2014;  5 aprobadas y 19 
fueron desaprobadas. 
207 Es importante tener en cuenta que en esa fecha cambiaron las formulas, según se explicó con 
relación a la Ley 741 de 2002 y la sentencia de la Corte Constitucional C-179 de 2002. 
208 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Ob. Cit. Págs. 20-21. 
209 Ibíd., Págs. 94-95.  
210 Ibíd., Págs. 98-100. 
211 Ibíd., Págs. 143-159. 
212 Ibíd., Págs. 58-60. 
213 Sobre el particular ver la sentencia de la Corte Constitucional que decidió sobre la 
constitucionalidad de la Ley 134 de 1994, C- 180 de 1994. 
214 Los magistrados que salvaron el voto fueron: Eduardo Cifuentes Muñoz, Alejandro Martínez 
Caballero y Carlos Gaviria Díaz. 





sino que además podría estar convirtiendo en inoperante el mecanismo de la 
revocatoria de mandato. Por eso creemos que ese aspecto del artículo 69 
debió ser declarado inexequible” 
 
 
Si bien dicha fórmula fue modificada mediante el artículo 2 de la Ley 741 de 2002, 
señalando que para la decisión aprobatoria debía darse el 55% de la votación válida 
registrada en la elección del Alcalde a revocar, con un resultado de mitad más uno de 
aprobación, los resultados no han sido los mejores. Las solicitudes han sido en total 134, 
de las cuales 34 fueron entre 1994 y mayo de 2002 y 96 entre junio de 2002 y julio de 
2012, llegando a concluirse, inclusive, que después de la reforma, la eficacia de las 
iniciativas ciudadanas sobre este tema disminuyó en un 10%215.  
 
 
Además, el asunto trasciende, según la explicación dada por la Misión de Observación 
Electoral216, en que en los casos en que se llegó a votación  -11 hasta 2002 y 21 hasta 
2012-, los umbrales no fueron alcanzados para la aprobación de la misma, concluyendo 
que a pesar que en el 2002 “se incrementó el potencial electoral y se disminuyó el 
porcentaje de participación, éste sigue siendo inalcanzable para la ciudadanía”217. 
 
 
Situación extendida a mecanismos de participación como los referendos tanto 
aprobatorios como derogatorios, pues de los 6 aprobatorios municipales solamente 
prosperó uno con votación. Frente a los referendos derogatorios, de los 11 que se 
presentaron, solamente salió aprobado uno con votación. Las consultas populares, han 
sido caso especial, de las 23 llevadas cabo, 20 se fueron a votación, 5 prosperaron y 15 
no, entre ellas, 13 porque no se alcanzó el umbral del 3% del censo electoral del 
Municipio en la votación218.  
 
 
Las razones para la apatía en relación con la participación a la hora de la votación 
pueden variar, en relación con lograr los umbrales para que prosperen las propuestas 
mediante el ejercicio de los mecanismos de participación relacionados219. No obstante, 
                                            
215MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Ob. Cit. Págs. 27. 
216 Ibíd., págs. 33-35. 
217 Ibíd., pág. 36. 
218Ibíd., págs. 146-159. 
219 Algunas de las razones expuestas apuntan a señalar que las personas desconocen de los 
mecanismos; se dan amenazas contra los promotores; escasa publicidad  de los motivos de 
utilidad del mecanismo y presión del servidor público, si es revocatoria. Ibíd., Ob. Cit. Págs. 38-40. 
Igualmente, en el marco del proyecto: “La Democracia de Participación Ciudadana en la Vida del 
Municipio”, llevado a cabo por Héctor Alfonso Torres Rojas en los Municipios de Cajamarca, 
Coyaima, Natagaima, Ortega y Rovira en el Tolima y Cerinza, Firavitoba y Sotaquitá en Boyacá y 
patrocinado económicamente por Pax Christi, Novib y CMC de Holanda y Un Monde Par Tous de 
Francia, los participantes  se han quejado para no participar de lo siguiente: a). Falta de 
conocimiento absoluto sobre el tema de los espacios de participación en relación con diversos 
actores sociales; b). La falta de interés por parte de los mandatarios locales de que su comunidad 
conozca cómo puede participar activamente en la toma de decisiones para el Municipio; c). El 
miedo a ser rechazados por otros miembros de la comunidad; d) La falta de recursos  y e). La falta 
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una eventual interpretación puede llevar a concluir que dichos topes electorales 
resultaron encontrados con la experiencia histórica de la baja afluencia de los 
colombianos al momento de las elecciones. Según datos, en las votaciones celebradas 
entre 1914 y 1991, solamente se ha superado en 50% de la participación electoral en 20 
elecciones de las 60 celebradas. Siendo los niveles más bajos de afluencia votante en el 




Tampoco se puede pasar por alto que en relación con las Entidades Territoriales, 
solamente la elección de Alcaldes apareció en escena dentro del sistema político 
nacional en 1988. Y un mecanismo tan importante como la revocatoria de mandato, 
solamente se reglamentó hasta 1994, siendo novedoso el fenómeno en nuestro 
ordenamiento jurídico como herramienta política, lo que permite inferir que las 
participaciones frente a la misma, no sean de gran afluencia. Lo cual sucede con los 
demás instrumentos de uso por el pueblo en razón de la democracia participativa. 
 
 
En tal sentido, se ha insistido en los errores de diseño legal en los requisitos exigidos 
para el ejercicio de los mecanismos de participación222, siendo uno de ellos, el elemento 
cuantitativo para su efectividad.  
 
  
A lo anterior se le debe sumar que siempre los parámetros están atados al censo 
electoral y según lo detectado por la Misión de Observación Electoral, la Registraduría 
Nacional ha cometido errores223 frente al desconocimiento del porcentaje las firmas 
necesarias para convocatoria a Referendo, como también en caso del Referendo 
Aprobatorio, no ha tenido en cuenta  el requisito de procedibilidad, esto es, que el 
proyecto de acuerdo a aprobar deba haber sido negado por la Corporación Concejo 
Municipal. Todo lo cual hace dudar, si dicho órgano electoral tiene la idoneidad para 
determinar porcentajes, por lo que difícilmente puede definir claramente la asignación de 
topes para alcanzar la efectividad de los mecanismos de participación, según la 
participación ciudadana efectiva.  
 
 
                                                                                                                                    
de acompañamiento e ilustración por parte de las entidades centrales sobre dónde y cómo se 
puede participar. 
220BARRERAS MONTEALEGRE, Roy, Exposición de Motivos al Proyecto Legislativo No. 101 de 
2006. Citado en YOUNES RINCÓN, Sergio, Reforma Política: El Congreso de Colombia, la 
Circunscripción Territorial de Senado y el Voto Obligatorio. Tesis para Optar el Título de Abogado, 
Universidad Externado de Colombia, 2008. Pág. 43.  
221 ANÓNIMO, “La Abstención ha Sido Históricamente Alta en Colombia”, 9 de marzo de 2014. En 
http://www.noticiascaracol.com/nacion/video-318417-la- abstencion -ha- sido-historicamente-alta-
colombia, consultada el 20 de marzo de 2014. 
222 VELÁSQUEZ, Fabio E., “Dos Décadas de Participación Ciudadana: la Ley 134 de 1994 al 
Banquillo”, en Razón Pública.Com.  23 de febrero de 2014. En 
http://razonpublica.com/index.php/politica-y-gobierno- emas- 27/7386- dos- d%C3%A9cadas-de-
participaci%C3%B3n-ciudadana-la-Ley-134-de-1994-al-banquillo.html, consultada el 23 de marzo 
de 2014. 
223MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE, Ob. Cit. Págs. 94-95. 





Sin tener en cuenta también, que materialmente los censos electorales difícilmente 
pueden obedecer a la realidad habitacional en todos los Municipios del país, dado el 
éxodo de personas por migración o por desplazamiento forzado, teniendo en cuenta el 
conflicto armado interno. En ese sentido, siempre se va a tener una realidad en el 
escritorio y una en la calle, respecto de la cantidad de sus habitantes y aquellos 
legitimados para votar. 
 
 
Dicha situación integralmente, ha generado que se busque una modificación de la Ley 
134 de 1994, según el proyecto de Ley que actualmente es objeto de estudio por parte de 
la Corte Constitucional en virtud del control automático de constitucionalidad. En lo que 
corresponde a los topes, la nueva Ley cambia los porcentajes requeridos para convocar 
comicios de revocatoria de mandato, así como los porcentajes de participación en dichas 
elecciones. Para convocar a elecciones, el comité promotor debe tener de apoyo el 30% 
de los votos que obtuvo el elegido; el día de elecciones debe darse un 40% de la votación 
válida registrada el día en que se eligió al respectivo mandatario y para la aprobación la 
mitad más uno por el sí224. 
 
 
En relación a los comités promotores, transversales a los mecanismos como: referendo, 
revocatoria del mandato e iniciativa legislativa y normativa, los cuales deben tener un 
apoyo significativo del 5% del censo electoral en material de firmas, se elimina y se 
propone que un solo ciudadano pueda ser vocero y promotor de la iniciativa sin 
necesidad de contar con apoyos ciudadanos225. 
 
 
Sin embargo, en oposición a  los mecanismos anteriores, para la consecución de una 
Iniciativa Normativa municipal, que estaba en un 5% del censo electoral para su ejercicio, 
se eleva como requisito de procedibilidad a un 10%. 
  
 
Los demás porcentajes para Referendo y Consulta Popular en fase decisiva se 
mantienen en su número original. 
 
 
En ese sentido, el mensaje con la nueva formulación, por lo menos en lo que 
corresponde a la revocatoria del mandato, es clara en el sentido de aceptarse que los 
topes han venido contrarrestando los efectos positivos deseados por la democracia 
participativa en el ordenamiento jurídico constitucional. Es evidente que hasta este 
momento, dicho requisito ha impedido un ejercicio adecuado del pueblo actuando como 
constituyente primario, en el sentido darse su propio gobierno y sustituirlo si es del 
caso226.  
                                            
224MUÑOZ CASTILLO, Frey Alejandro, Análisis Ley de Participación,  en  
http://moe.org.co/reformas-politicas-y electorales/estatuto-participacion-ciudadana/451analisis-Ley-
de-participacion.html, consultada el 02 de enero de 2014. 
225 Ibídem. 
226 Inclusive, con una imposibilidad efectiva de controlar el poder de los Alcaldes mediante la 
revocatoria del mandato, ha tomado protagonismo el Procurador General de la Nación con los 
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En lo que respecta a los otros mecanismos, según los datos presentados, resulta 
trascendental observar que en la mayoría de las votaciones los umbrales no se cumplen, 
ni siquiera para legitimarlos227. Correspondiéndose dicha situación con la ausencia de 
visión del legislador al no comprender que el oficio de los mismos debía verse expedito, 
por cuanto no había una tradición histórica en el manejo de aquellos por parte de la 
ciudadanía. Por demás, resulta infortunado el nuevo proyecto de Ley en el sentido de 
elevar el requisito de apoyo ciudadano para hacer efectiva una Iniciativa Normativa. Si no 
resultaba efectiva con un 5% del censo electoral, es muy posible que menos se haga con 
un 10% del mismo. 
 
 
Ahora, lo más grave en materia de privación para la ciudadanía en materia de 
participación, ha estado relacionado directamente con la recolección de firmas para 
promover dichos mecanismos. 
 
3.4.2. El ejercicio de convocatoria infructuoso y uso 
privilegiado de los mecanismos de participación 
 
 
Si hay algo que realmente ha limitado la utilidad de los mecanismos de participación 
ciudadana, es la recolección de firmas para la convocatoria de los mismos. Las cifras son 
bastante dicientes sobre el particular. En materia de Revocatoria de Mandato, de las 130 
presentadas, se quedaron sin ir a votación por errores en los diligenciamientos de los 
formularios, 98. Un monto bastante alto, relacionado entre 1994 y 2012228. La Iniciativa 
Normativa sufrió el mismo vicio en una de las 4 presentadas229. En el tema del Referendo 
Aprobatorio, de las 6 propuestas, una no cumplió con los apoyos del 10% del censo 
electoral y en cuanto el Referendo Derogatorio, de las 11 solicitudes, 7 no cumplieron con 
los apoyos necesarios230. El argumento central en la mayoría, sino en todos los casos, la 
anulación por parte de la Registraduría de gran cantidad de los apoyos o firmas.  
 
Las Resoluciones que han expedido la verificación de apoyos para la Revocatoria de 
Mandando, Referendo e Iniciativa Normativa, han sido en su orden: 5641 del 30 de 
octubre de 1996, modificada por la 1056 del 25 de marzo de 2004 y de forma específica 
para las Revocatorias la 10840 del 19 de diciembre de 2012. Siempre en materia de 
rechazo por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, se han tenido como 
                                                                                                                                    
procesos disciplinarios y sus destituciones, abiertamente opuestas a lo señalado en la Convención 
Americana de Derechos Humanos y por lo tanto a la disposiciones constitucionales, según el 
bloque de constitucionalidad. El profesor Mauricio García Villegas, haciendo relación a dicha 
paradoja, escribió de forma gráfica: “Cambiar Derechos por Desafueros”, señalando que “A falta 
de revocatoria del mandato por voluntad popular, ahora tenemos revocatoria de mandato por 
voluntad de procurador”, en El Espectador, 14 de mayo de 2011. Ver en 
http://www.elespectador.com/opinion/cambiar-derechos-desafueros-columna-269715, consultada 
el 12 de mayo de 2012. 
227 MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Ob. Cit. Págs. 58, 95-100 y 145.  
228 Ibíd.   Pág. 28. 
229 Ibíd., Pág. 58. 
230 Ibíd., Págs. 98-100. 





elementos transversales los siguientes: i). Datos incompletos, ilegibles o no identificables; 
ii). Datos y firmas no manuscritos; iii). Firmas o datos diversos consignados por una 
misma persona; iv). No inscrito en el respectivo censo electoral; v). No existencia de  
correspondencia entre el nombre y el número de la cédula de ciudadanía. 
 
 
La reglamentación de 1996 permitía anular formularios completos cuando existieran 
enmendaduras; fueran reproducidas fotostáticamente o que el encabezado no tuviera 
nada que ver con la convocatoria correspondiente. Como aspecto positivo, permitía que 
una persona que no sabía escribir, colocara su huella después de los datos escritos por 
otro ciudadano.  
 
 
Dichas disposiciones vigentes permiten generar interrogantes de la siguiente naturaleza: 
¿si el ciudadano no sabe escribir no puede participar? ¿Una persona no inscrita en el 
censo electoral debe soportar las políticas públicas del gobernante de turno sin 
posibilidad de hacer uso de un mecanismo representativo? ¿Un ciudadano con alguna 
limitación física que le impida ver o escribir, está condenado a no participar en ningún 
instrumento participativo?.   
 
 
Según las disposiciones contempladas, la respuesta a dichos cuestionamientos parece 
afirmativa, por cuanto no se conoce una posibilidad normativa y por lo tanto material para 
que los ciudadanos en dichas condiciones participen. Lo que permite concluir que la 
reglamentación que regula los requisitos que deben reunir los datos de las personas que 
apoyan para las convocatorias o iniciativas correspondientes de instrumentos 
participativos, terminan siendo restrictivas y demasiado rigurosas en tratándose 
simplemente el paso de entrada para el uso de los mecanismos democráticos.  
 
 
Una lectura desprevenida permite concluir que antes de avocarse unos requisitos 
incluyentes en el ejercicio de la soberanía del pueblo, el cambio de gobernantes o la 
limitación del poder, se encuentra una puerta cerrada a ciertos grupos sociales que 
merecen participar por igual en las decisiones focalizadas para los intereses del pueblo. 
 
 
Pero no solamente es la exclusión que se puede observar en una lectura somera de  
algunas disposiciones normativas, lo propio sucede con el sector social que por lo 
general está encaminado en la utilidad  y uso de los mecanismos de participación. Dos 
visiones advierten dicha situación: los mismos son utilizados por los ricos y las clases 
medias, no así por los pobres, que no aparecen en los esquemas participativos231. Lo 
cual se conecta con el hecho de las posibilidades de recursos para el ejercicio efectivo de 
los instrumentos políticos son de las élites, según se evidencia, en parte, con lo sucedido 
en la Revocatoria del Mandato del Alcalde de Bogotá232 y el Referendo Reeleccionista del 
expresidente Álvaro Uribe Vélez en el año 2008233.  
                                            
231 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob. Cit. Pág. 15. 
232 En el caso de la Revocatoria del Alcalde de Bogotá, Gustavo Petro, el mismo le solicitó al 
Registrador Nacional investigar el origen de los recursos que financiaron la recolección de firmas 
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Adoptadas o no dichas consideraciones, el nuevo proyecto de Ley Estatutaria, que 
modifica la Ley 134 de 1994, busca eliminar como requisito para impulsar una 
Revocatoria de Mandato, Referendo e Iniciativa Legislativa o Normativa, el apoyo del 5 
por mil de personas inscritas en el censo electoral para avalar el comité promotor. Con el 
nuevo compilado se propone que un solo ciudadano pueda ser vocero y promotor de la 
iniciativa sin necesidad de contar con apoyos ciudadanos. Ello suprime del ordenamiento 
jurídico la necesidad de la recolección de firmas para hacer efectivos dichos instrumentos 
participativos, abriendo, eventualmente, una posibilidad de mayor uso de los mismos por 
parte del pueblo. 
 
 
No obstante, ello puede generar que las disputas políticas entre diferentes sectores 
locales terminen torpedeando la administración del mandatario de turno sin justificación 
objetiva, frente al incumplimiento de su programa de gobierno. Lo cual se concentraría en  
una burla no solo al mecanismo de participación, sino también a  la democracia misma.  
 
3.4.3. Ambigüedad, personalismo y democracia representativa 
 
 
Uno de los aspectos que más llaman la atención en materia de mecanismos de 
participación, es que algunos como la Consulta Popular, tienen una regulación que 
termina siendo ambigua, frente al objeto sobre el cual deba haber pronunciamiento por 
parte del pueblo. El artículo 51 de la Ley 134 de 1994, señala que los Alcaldes podrán 
convocar consultas para que el pueblo decida sobre asuntos municipales y los resultados 
de la misma serán obligatorios –art. 55 Ley 134 de 1994-. 
 
 
Ese postulado normativo permite interpretar que siempre que el Alcalde municipal 
considere que un asunto tenga trascendencia para su jurisdicción, pueda acudir a la 
Consulta Popular y así convalidarla con el pueblo.   
                                                                                                                                    
para la terminación anticipada de su mandato, habida cuenta que existían denuncias en el sentido 
de señalar a los acusados de participar en el cartel de la contratación en entregar los dineros. 
ANÓNIMO, “Alcalde Petro Pide Investigar Financiación del Comité Promotor de su Revocatoria” en 
RCN RADIO, 10 de mayo de 2013. Ver en http://www.rcnradio.com/noticias/Alcalde-petro-pide-
investigar-financiacion-del-comite-promotor-de-su-revocatoria-65609, consultada el 23 de 
noviembre de 2013. En el mismo sentido, la respuesta del magistrado del Consejo Nacional 
Electoral, Carlos Ardila Ballesteros, señaló que “Está perfectamente claro en la Ley de 
mecanismos de participación que el procedimiento de revocatoria es diferente al de referendo, 
porque en la revocatoria sólo existe un escrito radicado por un grupo de ciudadanos, no hay un 
comité promotor conformado y por esa razón no hay como investigar lo que pide el Alcalde”, que 
por lo tanto no había como investigar dicha denuncia. ANÓNIMO, “CNE  No Puede Investigar 
Quien Financia Revocatoria de Petro” en CARACOLRADIO, 15 de mayo de 2013. Ver en 
http://www.caracol.com. co/ noticias/ actualidad/ cne-no puede-investigar-quien- financia-
revocatoria - dev petro/ 20130515 / nota/  1899264. aspx, vista el 23 de noviembre de 2013. 
233 Dicha situación si bien no se relaciona con los instrumentos de participación local, si permite 
llevarse a cabo una idea de quienes son los que realmente pueden hacer uso o estar detrás de 
dichos mecanismos. En dicha campaña se gastaron 5 veces más la suma permitida. MISIÓN DE 
OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Ob. Cit. Pág. 85. 







Sin embargo, la situación no resulta fácil, por cuanto no existe una línea divisoria entre 
que aquella situación que resulte trascendental para el Municipio, no lo sea para el 
Departamento y tampoco que pueda tener un interés nacional. Siendo indeterminado así 
el nivel a preferir.  
 
 
Esto fue lo que sucedió en el Municipio de Piedras –Tolima-234, pues se hizo una 
Consulta Popular sobre la posibilidad de que una empresa multinacional –la Anglo Gold 
Ashanti- instale allí el centro de procesamiento del oro de “La Colosa”. El resultado fue 
una mayoría abrumadora en contra del proyecto minero. El Gobierno Nacional rechazó 
los resultados, aduciendo que no había competencia para utilizar dicho mecanismo 
participativo según lo señalado en el  artículo 37235 de Código de Minas y lo dispuesto en 
el decreto 934 de 2013. Rechazándose de fondo una decisión del pueblo y su hegemonía 
a partir de la concepción de lo soberano en sus decisiones. 
 
 
Aunado a lo anterior, ese desconocimiento, parte por no establecerse claramente en la 
Ley Estatutaria las fronteras claras, como por ejemplo, la de mencionarse que una de las 
materias para su ejercicio, sería la celebración de consultas populares municipales en pro 
de conservar el medio ambiente en el territorio.   
 
 
Si bien es claro que por principio de jerarquía normativa la Ley estatutaria prevalece 
sobre la ordinaria; también es evidente que tal como está redactada la norma, la misma 
ha permitido interpretaciones como la realizada por el Gobierno Nacional, dando lugar a 
la usurpación de la soberanía popular.  
 
 
El caso más dramático, legitimador del planteamiento de la ambigüedad normativa en 
tratándose de la Consulta Popular, se ha presentado con el interés de utilizar dicho 
mecanismo para evitar la extracción de petróleo en 8 municipios del Departamento del 
Casanare, a lo cual se opuso la Procuraduría General de la Nación – Ministerio Público, 
defensor de los intereses de la sociedad-, recomendándole a los mandatarios de las 
entidades territoriales correspondientes no realizar dichas consultas, al interpretar que la 
decisión respecto de extraer recursos no renovables termina siendo “una actividad que le 
compete adelantar exclusivamente al presidente de la República”236. Por lo tanto, si bien 
dicha actividad se realizará en los territorios municipales y es de trascendencia para los 
                                            
234 VELÁSQUEZ, Fabio, “Dos Décadas de Participación Ciudadana: la Ley 134 de 1994 al 
Banquillo”, Ob. Cit.  
235 Artículo 37. Prohibición legal. Con excepción de las facultades de las autoridades nacionales y 
regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 anteriores, ninguna autoridad regional, 
seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden permanente o transitoriamente 
excluidas de la minería. 
236ANÓNIMO, “Procuraduría También se le Atraviesa a las Consultas Populares en Casanare” en 
PRENSA LIBRE CASANARE, 03 de marzo de 2014. Ver en 
http://www.prensalibrecasanare.com/principal/10552- procuradurna- tambien-se- le-atraviesa-a-
las-consultas -populares-en-casanare.html,  consultada el 14 de marzo de 2014. 
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habitantes de los mismos, ellos no pueden decidir, aduciéndose en el fondo, que se trata 
de una situación de máximo interés nacional.  
 
 
Teniendo en cuenta esa permeabilidad normativa, cuando las decisiones de los 
ciudadanos en los Municipios, en virtud del ejercicio legítimo de consulta, choquen con 
intereses de las élites del país o contraríen  las políticas del ejecutivo central, 
simplemente no se tendrá en cuenta, según los casos señalados.  
 
 
Igualmente, al ser la Consulta Popular un dispositivo de participación sometido a la 
voluntad del Alcalde –art. 51, Ley 134 de 1994-, según la reglamentación actual, tiene un 
carácter residual, pues si el ejecutivo municipal no lo considera, no se inclina por el 
llamado al pueblo en relación con sus políticas. De allí que dicha herramienta antes que 
ser propia de la democracia participativa o directa, se puede considerar como un canal de 
la democracia representativa. 
 
 
Por otro lado, en relación a el procedimiento para llevar a cabo Referendos, sean 
aprobatorios o derogatorios, la Ley establece que una vez certificadas las condiciones 
para llamar a votación, el Alcalde Municipal lo hará mediante decreto. Empero, según 
queda registrado en la Ley, no existe una sanción especial para el mandatario que no lo 
haga. Eso llevó a que en 1997, un mandatario municipal se mostrara renuente a realizar 
la convocatoria237. Quedando evidenciado la fragilidad de dicho mecanismo, al quedar 
determinado para su efectividad por una decisión personalista.  
 
 
Una situación similar se presenta con las iniciativas normativas, las cuales pueden ser 
negadas por el Concejo Municipal –art. 32, Ley 134 de 1994-. Esto es, que el proyecto de 
articulado presentado por la ciudadanía, si a bien no lo tiene el cuerpo colegiado, 
sencillamente no lo aprueba. En este caso, dicho instrumento de participación ciudadana 
queda a merced del máximo bastión de la democracia representativa. 
 
 
Los resultados del análisis de la situación de los instrumentos participativos, Revocatoria 
del Mandato, Referendo, Iniciativa Normativa y Consulta Popular, a la luz de lo 
reglamentado en la Ley 134 de 1994, junto a las diferentes Resoluciones que promueven 
el ejercicio de cada uno de éstos, respecto de las cifras en el ejercicio real de los mismos 
desde 1991 hasta el año 2012; los topes electorales para su efectividad; los 
inconvenientes con la suma de apoyos; el diseño ambiguo de las normas y el 
sometimiento a decisiones particulares y a la democracia representativa, pasan por una 
desacreditación absoluta del compilado normativo reglamentario, colocándolo al 
descubierto como ineficaz238. 
 
 
                                            
237MISIÓN DE OBSERVACIÓN ELECTORAL –MOE-, Ob. Cit. Pág. 98.  
238 VELÁSQUEZ, Fabio, “Dos Décadas de Participación Ciudadana: la Ley 134 de 1994 al 
Banquillo”, Ob. Cit. 





La descripción realizada por el Investigador Velásquez239, de forma sucinta, es 
tipológicamente adecuada de las falencias a veces consustanciales y otras conjuntas a la 
reglamentación de los mecanismos participativos: “Los errores de diseño legal” por 
trámites desbordados para la consecución de aquellos; “las razones de orden técnico” por 
error en los formatos diligenciados y la poca información para los ciudadanos los han 
llevado a su inoperancia; “las estrategias políticas” desafortunadas en tratándose de 
impedir votaciones mediante amenazas e intimidando a los potenciales participantes a 
cargo de los servidores públicos desfavorecidos; “la visión limitada de la democracia” al 
someter algunos mecanismos a la decisión definitiva a cargo de democracia 
representativa. Finalmente, “los obstáculos en la interpretación de la Ley” que han llevado 
a posiciones poco ortodoxas a cargo del Ejecutivo Nacional, obviando de paso la 
voluntad popular de diferentes círculos municipales, como lo sucedido en algunos 
municipios de los departamentos de Casanare y Tolima.  
 
 
Esa construcción advierte la marginalización que ha tenido el pueblo respecto del control 
del poder y con ello la ausencia en la consolidación de un régimen municipal realmente 
democrático. También se ha impedido una revisión al compromiso de los servidores 
públicos con sus deberes. La responsabilidad pública ha estado alejada de la tutela de 
los ciudadanos en sentido estricto y la expansión de la democracia participativa como 
onda reconstructiva de la legitimidad institucional y estatal están en deuda. 
 
 
Pero no solamente se puede hablar de inoperatividad de los mecanismos de 
participación, según la prescripción del inciso primero del artículo 103 de la Constitución 
Política; igualmente los espacios participativos que emanan del inciso segundo de la 
misma norma y de las diferentes proposiciones constitucionales, han sufrido de ineficacia 
en su ejercicio, según se ha relacionado a partir del sometimiento en la voluntad de su 
constitución en los mandatarios locales, sin sanción alguna por la omisión en su puesta 
en funcionamiento; también su dirección o determinación en ellos y sobre la decisión de 
sí se acogen o no  los postulados de acompañamiento en materia de políticas públicas, 
quedando supeditados entonces a una disposición unipersonal, lo cual no obedece a la 




Uno de los resultados fehacientes de la problemática con la restricción formal de la 
participación popular y su sometimiento al direccionamiento unipersonal, se puede 
constatar en cada manifestación pública de los diferentes sectores del constituyente 
primario. La movilización social ha resurgido y tiene su propia dinámica de cara a las 
nuevas acciones colectivas. Las protestas organizadas de estudiantes, cultivadores de 
papa, usuarios del sector salud, cocoteros y cultivadores de caña, son algunas 
experiencias que tienen como atractivo, asumir la incidencia ciudadana por vías no 
institucionales en las políticas públicas, siendo más eficaces a la hora de obtener 
beneficios en las demandas240. Demostrando, entre otras cosas, que los canales de la 
institucionalidad, desde lo local, no resultan adecuados y no son eficientes en la 
                                            
239 Ibídem. 
240 VELÁSQUEZ, Fabio, (2011), Ob. Cit. Pág. 112. 
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compensación de los requerimientos del pueblo, aun cuando aparezca advertirse una 
amplia gama normativa de los mismos. 
 
 
Esa confrontación de la masa contra la formalidad, sumado a las falencias de esta última 
para responder como canal al ejercicio efectivo del pueblo a la hora de incidir en las 
políticas públicas, servir de instrumento para contrarrestar el poder del ejecutivo 
municipal o limitarlo, ser el puente para garantizar el cambio de mandatario cuando éste 
no funcione como buen administrador o sencillamente buen ejecutor de programa de 
gobierno y por lo tanto, convertirse en el catalizador para la dinámica expansiva y 
universal de la democracia, solamente puede conllevar a desmoronar lo pretendido por el 
constituyente de 1991 en relación a los principios del constitucionalismo moderno y su 
filosofía, entre ellos el presupuesto participativo, encaminado a la limitación de la 
arbitrariedad, la inclusión de todos los individuos en la adopción de políticas públicas y la 
incidencia efectiva en las mismas por la comunidad. 
 
 
Todo lo cual advierte, además, que la potencialidad deseada con el elemento participativo 
en el sentido de valor, principio y derecho, para cumplir con los fines del Estado Social de 
Derecho, se vea rezagado y alejado del imaginario de los constituyentes de garantizar 
una tarea mancomunada entre las instituciones y la ciudadanía para la legitimación del 
sistema, el logro de un régimen democrático acentuado y la mitigación de la violencia en 
oposición al crecimiento de bienestar para todos los asociados. Deudas hoy pendientes, 
al concebirse que la participación ciudadana termina siendo un simple mito en la 
construcción de mejor escenario para vivir, por lo menos desde la municipalidad y un 
sofisma en las garantías del cumplimiento de la filosofía del constitucionalismo moderno, 
en lo que corresponde a la constitución como Ley suprema; el gobierno limitado o la 
restricción del poder; la responsabilidad de rendir cuentas del mandatario local y el 
derecho de la gente a reformar su propio gobierno y el poder constituyente del pueblo. 
 
 
Esa configuración, no puede ser más crítica, pero a la vez más seductora en materia de 
posibilidades. Las mismas que deben garantizar o, por lo menos precaver en el mediano 
plazo, el saneamiento del núcleo de los inconvenientes presentados. Para ello se 
necesitará de algo más que voluntad política que permita la consolidación de unas 
medidas adecuadas en la reconstrucción del modelo participativo y por lo mismo de la 
democracia participativa, en lo que tiene que ver con el municipio, donde se debe 
entender el espacio adecuado para el funcionamiento de dicho modelo. Tal aventura no 
puede ser ajena a la cultura de la legitimación por lucha durante siglos por alcanzar un 
régimen donde el pueblo –todos los sectores sociales, incluidos los desposeídos-, tengan 










4. Capítulo 4 
 
4.1. Una alternativa viable 
 
La reglamentación de los mecanismos y espacios de participación ciudadana tal y como 
fue concebida en la década de los noventa y actualmente vigente, antes que permitir la 
construcción del Estado Social de Derecho y la eficacia de la democrática participativa a 
nivel municipal, han restringido las posibilidades para la voluntad general en su ejercicio 
ponderado y soberano de incidencia en la adopción y ejecución de las políticas públicas 
locales. Tampoco ha contribuido con el desarrollo de la transparencia, la responsabilidad 
política y mucho menos la limitación del poder de los burgomaestres locales. Las cifras y 
su estructura normativa así lo dejan al descubierto y una reforma normativa solicitada por 
un sector de la sociedad civil, refuerzan dicha posición241.  
 
 
Sobre el particular, actualmente la Corte Constitucional estudia la exequibilidad de la 
nueva “Ley de Participación Ciudadana” o “Estatuto de participación Ciudadana”, que se 




No obstante, si bien es cierto que no se puede esperar que una Ley solucione todos los 
problemas en materia de política participativa y los ejercicios de autogobierno a cargo del 
pueblo; también debe ser claro que por subsistir un eventual “fracaso” 242 de tantos años 
en dicha materia, la solución deba apuntar a corregir y encaminar de manera profunda, 
las acciones para obtener resultados positivos en lo que se presente regular. Es lo 
mínimo que se debe vaticinar de un Estado políticamente responsable con una 
democracia seria.  
 
 
Estos motivos invitan a revisar y dimensionar los postulados generales de la nueva Ley 
Estatutaria y a presentar una propuesta que sea transversal a las necesidades en la 
construcción de los fines esenciales del Estado Social de Derecho, en conjunto entre la 
ciudadanía  y las instituciones, según se pretendió en la Carta Política de 1991 en 
desarrollo de la democracia participativa. 
 
                                            
241 VELÁSQUEZ, Fabio E., “Cómo Mejorar la Calidad de la Participación” en  Revista Semana, 26 
de abril de 2011. Ver en http://www.semana.com/nacion/articulo/como-mejorar-calidad-
participacion/238896-3, consultada el 16 de abril de 2014. 
242 Misión de Observación Electoral –MOE-, Ob. Cit. Pág. 6. Allí se habla de un fracaso, que se 
traduce  
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La perspectiva no puede ser diferente al retorno y la búsqueda del cumplimiento de lo 
deseado por el Constituyente de 1991, esto es, la consideración de un presupuesto 
participativo abierto y deseable para todos los ciudadanos, en razón de ser principio 
fundamental y fin esencial del Estado243, donde se permita el acceso del pueblo en la 
adopción de las decisiones importantes en materia de económica, política, ecológica, 
cultural, etc., como fórmula para rebasar la consideración participativa netamente 
electoral y así hacer efectivo el concepto de soberanía popular244.    
 
 
El nuevo panorama se debe soslayar hacía la eliminación de los mecanismos de 
exclusión, la consolidación de los instrumentos necesarios para convertir a los políticos 
responsables en consonancia con su ejercicio, además de obtener la posibilidad de 
restringir el poder institucional por la voluntad general, encarnada en el pueblo soberano.  
 
 
En ese sentido será importante proceder con una interpretación crítica de lo que se 
pretende establecer a partir de la nueva “Ley de Participación Ciudadana”, en lo que 
corresponde con el Municipio. También se desarrollará una propuesta que eventualmente 
sea una contestación integral a la visión “frustrante” en el marco del ejercicio de los 
espacios y mecanismos de participación ciudadana en los últimos 20 años, partiendo del 
establecimiento del voto obligatorio en las municipalidades, el cual debe catalizarse con 
un proceso educacional en  materia participativa, junto a la concentración de todos los 
espacios de participación en un solo compilado normativo, en aras de generar un interés 
sostenido por la ciudadanía en lo público y así llegar a la conformación de una verdadera 
cultura participativa.  
 
4.2. La nueva Ley de participación ciudadana 
 
 
Gracias a la solicitud de la organización “Foro Nacional por Colombia”, que había 
visualizado las grandes falencias de fondo en el ejercicio de la democracia participativa, 
en relación con la normatividad de los instrumentos y espacios participativos, entre otros, 
el Gobierno Nacional por medio del Ministerio del Interior, apoyó una consulta 
ciudadana245, enfocada a construir una nueva Ley Estatutaria sobre la materia. Ello 
permitió la generación de diferentes ideas de lo que se pretendía, para contrarrestar los 
inconvenientes observados en cuanto a la eficacia de los mecanismos de participación. 
Las ideas transcendentales buscaron decantar temas, como: i) una reforma no solo de la 
Ley 134 de 1994 –mecanismos de participación directa-, sino que envolviera las demás 
posibilidades participativas; ii) crear un sistema nacional, departamental y municipal del 
participación; iii) generar articulación de algunos temas que sean reglamentarios 
obligatoriamente por las autoridades: planeación, política social, seguridad-convivencia y 
diversidad; iv) crear consejos nacionales, departamentales y municipales, integrados por 
                                            
243 OSSA, Gloria Inés, “Filosofía de los Mecanismos de Participación Democrática”, en  Revista 
Centro de Estudios Colombianos No. 65, mayo 1997. Págs. 34-36. 
244 Sentencia de la Corte Constitucional C-089 de 1994. 
245La consulta fue apoyada por Ministerio del Interior en trece ciudades de Colombia. Ver en  
VELÁSQUEZ, Fabio, (2011), Ob. Cit. Págs. 112 -113. 





autoridades y miembros de la ciudadanía, encargados de definir las políticas en materia 
participativa; v) crear cabildos departamentales y municipales de participación, así como 
uno nacional donde se haga evaluación a la política en materia participativa; vi) definir los 
medios de financiamiento; vii) obligar a la discusión por parte de las autoridades de los 
conceptos del Consejo de Planeación y viii) reglamentar en seis meses la nueva Ley.  
 
 
Con ocasión de ello se presentó el proyecto en el año 2011 por parte del Gobierno al 
legislativo, el cual fue acumulado a uno que se encontraba en marcha, formulándose una 
nueva normatividad en materia de participación ciudadana y control social a lo público, el 
cual es objeto de estudio actualmente por la Corte Constitucional, en virtud a que el 
articulado discutido y aprobado originalmente en 2013, fue devuelto al Congreso de la 
República por vicios en su procedimiento246.  
 
 
En la que se considera como la nueva legislación en materia de participación, dentro de 
lo que pueden ser sus requisitos sobresalientes, se pueden encontrar los siguientes:  
 
 
 Baja de Umbrales. En materia de umbrales es importante la modificación que se 
hace respecto de la Revocatoria del Mandato. Con las nuevas disposiciones para 
convocar a elecciones el Comité Promotor debe tener como apoyo el 30% de los 
votos que obtuvo el elegido –art. 9 Literal e-;  el día de elecciones debe darse un 
40% de la votación válida registrada el día en que se eligió al respectivo 
mandatario y para la aprobación, la mitad más uno por el sí. No se podrá ejercitar 
dicho mecanismo cuando faltare un año para la terminación del gobierno del 
mandatario a revocar.  
 
 
 Eliminación de Apoyos para Comité Promotor. Dicha condición era propia de 
la Revocatoria de Mandato, Iniciativa Normativa y Referendo. La nueva propuesta 
apunta a eliminar este requisito, mencionando que cualquier ciudadano podrá 
solicitar a la Registraduría del Estado Civil correspondiente, su inscripción como 
promotor de un referendo, de una iniciativa legislativa y normativa, de una 
consulta popular de origen ciudadano o de una revocatoria de mandato.  
 
 
 Expansión de Posibilidades para la Ciudadanía. La consulta popular era un 
mecanismo privativo, en el caso del Municipio, del Alcalde Municipal. Se propone 
ahora la expansión para que cualquier ciudadano la pueda llevar a cabo. 
Generándose así un espectro formal aparentemente mayor en ejercicio del poder 
soberano de la voluntad general. 
 
 
 Expansión de Posibilidades para la Administración. En materia de referendo 
aprobatorio, se le extendió la posibilidad  de  propuesta también a la 
                                            
246 Corte Constitucional, Auto No. 118 de 2013. 
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Administración municipal. Esto es, que el Alcalde lo puede proponer, según sus 
competencias y sin necesidad de cumplir con algún requisito. 
 
 Obligatoriedad en los Planes de Desarrollo y Gestión.  Se busca convertir a la 
participación ciudadana en el punto de focalización de las políticas públicas. Todo 
plan de desarrollo deberá tener posibilidades de participación. La ciudadanía 




 Rendición de Cuentas.  Según el Título IV de la nueva Ley, aparece como 
elemento novedoso en la normatividad estatutaria la rendición de cuentas. Los 
mandatarios locales deberán elaborar estrategias para rendirle cuentas a los 
ciudadanos de su gestión. Exceptuando el sector descentralizado de las entidades 
territoriales que desarrollen actividades económicas y comerciales. Las fórmulas 
pueden asegurarse a partir de las nuevas Tecnologías de la Información y la 
Comunicación o de forma personal, inclinadas a la deliberación. 
 
 
 Financiación. Como elemento novedoso, en el Capítulo IV se establece una 
regulación especial para asegurar que los Municipios tengan los fondos 
suficientes para subsidiar la participación ciudadana, para lo cual habrá un fondo 
especial adscrito al Ministerio del Interior, se buscarán recursos del sector privado 
y algunos por cooperación.  
 
 
 Mayor Inclusión. Se busca corregir parcialmente los errores de las Resoluciones 
de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en el sentido de permitir a las 
personas que no saben leer ni escribir, tomar parte en la ejecución de los 
instrumentos de participación ciudadana. En relación con ello, en los formularios 
destinados para recopilar los apoyos correspondientes de cada mecanismo, “Si la 
persona no supiere escribir, registrará su apoyo con su huella dactilar” –art. 8, 
literal c-.  
 
 
 Promoción Educativa. Se obliga a “Fomentar la cultura democrática y el 
conocimiento y apropiación de los mecanismos de participación ciudadana y 
comunitaria en las instituciones educativas” –art. 89, literal d-. Lo que se convierte 
eventualmente en un gran paso para reestructurar el pensamiento democrático y 
la cultura del quehacer social en beneficio propio, a partir de las exigencias a los 
gobernantes por parte de la comunidad. 
 
 
En contradicción a las disposiciones que pueden contribuir a un mejor desarrollo de los 
espacios participativos, se encuentran algunas consignaciones que no resultan 
concomitantes con la realidad y la profundización del fenómeno participativo y en menor 
grado se compadecen con las necesidades para el cumplimiento de lo deseado, según 
las consideraciones democráticas de la Constitución de 1991 y los principios del 
constitucionalismo moderno. Lo cual permite inferir que no habrá una trascendencia 
sustantiva en su aplicación y sus limitaciones serán las mismas que se evidencian hoy 
con la reglamentación actual sobre la materia. 







 Problemas de Aplicación. La nueva normatividad no fue específica sobre la 
derogación de la reglamentación considerada en la Ley 134 de 1994, sobre los 
mecanismos de participación. En el artículo final, se dispone simplemente de 
forma genérica que “deroga las disposiciones que le sean contrarias a las 
establecidas en esta Ley” –art. 113-. Por lo tanto, deberá hacerse un ejercicio 
meticuloso para determinar qué fue lo que quedó por fuera del ordenamiento 
jurídico con la entrada en su vigencia. Dificultando de entrada su aplicación en 
relación con la normatividad anterior, pues si bien por ejercicio de hermenéutica 
jurídica la Ley especial posterior deroga la anterior247, lo importante sobre un tema 
tan trascedente para la sociedad colombiana y sobre todo la territorial, es saber 
claramente que fue lo proscrito de la producción lego-constitucional. Que se 
puede utilizar y que no. 
 
 
 Reduccionista. Una de las propuestas para tener en cuenta en la nueva Ley de 
Participación, apuntaba a tratar el tema integral del aspecto participativo, esto es, 
tener en cuenta no solo los inconvenientes con lo dispuesto por la Ley 134 de 
1994, sino también, aquellos derivados de los demás espacios y canales de 
utilidad para la eficacia de la voz del pueblo. No obstante, la nueva codificación, 
terminó abordando solamente lo considerado en el inciso primero del artículo 103 
de la Constitución Política, referente a la revocatoria del mandato, consulta 
popular, referendo, iniciativa popular, cabildo abierto y plebiscito.  
 
 
Se incorporó una norma transitoria, mencionando que se debía crear una 
comisión para que “dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia  de la presente Ley, compilen todos los textos legales que regulan el 
derecho a la participación ciudadana” –art. 112-, pero no se señaló como 
referencia, ¿Cuál es el motivo?  ¿Para qué? ¿Un nuevo código? ¿Bajo qué 
parámetros?, quedando indeterminada la corrección frente a la ineficacia de los 
demás espacios de participación.  
 
 
En ese sentido, no se entiende si la formulación de la transversalidad de la 
participación ciudadana, solamente se reduce a la nueva regulación, en 
tratándose de los instrumentos señalados en la Ley 134 de 1994, no derogada,  o 
por el contrario, debemos considerarla de toda la formulación normativa en 
relación con la expansión de la constelación participativa. Por lo tanto, se recogen 
los interrogantes frente a la financiación, educación, fomento, etc, en el sentido de 




 Empoderamiento del Poder. Se ha logrado advertir que la gran mayoría de los 
espacios de participación ciudadana han venido estando sometidos a la voluntad 
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del ejecutivo local, desde su nacimiento, dirección, ejecución e inclusive la 
valoración y aplicación de los conceptos que surjan de éstos. La nueva 
normatividad con ocasión de darle la posibilidad a los mandatarios que lleven a 
cabo propuestas de referendo aprobatorio –art. 20, literal a, inciso 2-, les otorga 
un mayor poder en materia del control de la democracia participativa. Pero lo más 
delicado pasa por darle la posibilidad a los Alcaldes Municipales de hacer 
campaña contra la revocatoria, pues tienen todo el poder administrativo y por 
ende burocrático, para terminar dándoles una herramienta mayor en virtud de sus 
funciones constitucionales y legales. Los interrogantes pasan por establecer si 
gobiernan o se defienden e, igualmente, de dónde sacarán los recursos para sus 
manifestaciones ¿públicos o privados?248. 
 
 
 Aumento de Apoyos para Iniciativa Popular. Mientras se le otorgó poder a los 
Alcaldes para presentar proyectos de referendo aprobatorio sin ningún requisito, a 
la ciudadanía en el escenario municipal le aumentaron de 5% a 10% el número de 
apoyos para poder llevar a cabo una iniciativa normativa, lo cual se constituye de 
forma clara en una barrera para la práctica de dicho mecanismo.  Más cuando se 
trata de una herramienta que va depender de la voluntad directamente de una 
corporación pública –Concejo Municipal- para su eficacia. En esencia, la 
constitución de un requisito de esa naturaleza lo que hace es desincentivar la 
posibilidad real de participación para el pueblo a partir de dicho mecanismo249.  
 
 
 La Educación en Materia de Mecanismos de Participación. Una disposición 
obliga a que la secretaría dispuesta para tal fin, fomente la cultura democrática y 
el conocimiento y apropiación de los mecanismos de participación ciudadana y 
comunitaria en las instituciones educativas  –art. 89, literal d-, de donde se 
entiende que se debería enseñar sobre los aquellos. No obstante, es difuso dicho 
postulado, al menos por dos razones: i) no se sabe si solamente se hace relación 
a los instrumentos considerados en esta nueva reglamentación o se extiende a 
todos los consignados en diferentes reglamentaciones. 2) si simplemente busca 
que se reproduzca la información correspondiente a los convencionales de 
participación política, el asunto trasciende en el sentido de conocer cuál se 
considera el grado oportuno para su enseñanza, dado que la edad para su 
ejercicio solamente es posible hasta la mayoría de edad. Inclusive, esa 
ambigüedad puede llegar a entorpecer aquello que se ha incluido como “diálogo 
social” –art. 111-, pues el mismo solamente será posible en relaciones de 
igualdad y libertad, para lo cual será necesario el acceso a la información y al 
conocimiento por parte de toda la ciudadanía.  
 
 
 Cercenamiento Democrático. Una aparente posibilidad de oportunidad de 
expresión popular ampliado, termina con una reproducción de nivel democrático 
bajo. En efecto, si bien parece congruente bajar los topes electorales para la 
eficacia de un mecanismo de participación en un país donde subsiste una 
abstención electoral alta, el trasfondo no es diferente a una reducción efectiva de 
la voz y consentimiento de la ciudadanía para un determinado fin –revocatoria del 
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mandato-, lo cual choca con la esencia misma de la participación que debe ser 
evolutiva en sentido positivo en la incidencia del pueblo en las decisiones públicas 
y no de carácter negativo y reduccionista. Esto es, que siempre debe tender a ser 
mayor. Lo cual no se ve con la presente reforma.  
 
 
En esencia, la interpretación anterior sobre algunos puntos trascendentales de la que se 
considera va a ser la nueva Ley de Participación Ciudadana, permiten advertir algunas 
falencias en el crecimiento y desarrollo del Estado hacía las consideraciones más 
democráticas y conscientes de la importancia en la incidencia que debe existir de la 
ciudadanía para hacer efectivos algunos pilares de la doctrina social de derecho, entre 
ellos, el bienestar general.  
 
 
La realidad ha mostrado que la Constitución colombiana como la mayoría de Cartas 
Políticas de los países en procesos de desarrollo son aspiracionistas, en oposición a lo 
que sucede con los documentos jurídico-políticos de los Estados hegemónicos, los cuales 
son conservadores250. Esas premisas son consabidas con la invocación que se debe 
hacer que los postulados considerados en el texto constitucional evolucionen hacía su 
materialización o cumplimiento. Siendo importante que todas las regulaciones hagan 
alineaciones hacía los propósitos allí considerados. Debiendo advertirse entonces, que 
los arreglos normativos que se encarguen de reglamentar a aquellas, se pongan a tono 
con dichas posibilidades. De lo cual no puede estar a salvo la democracia participativa, 
que se pensó como la columna vertebral del escrito naciente de la Asamblea Nacional 
Constituyente de  1991. 
 
 
Pero ese “deber ser” no se descifra en el cambio que se propone como fórmula para 
compadecerse con los inconvenientes y la ineficacia de los mecanismos de participación 
mencionados en la Constitución de 1991, teniendo como base la visión aspiracionista. En 
oposición, sustancialmente no son cambios trascendentales que inviten a la conformación 
de un pensamiento diferente en el ámbito de la participación política, como tampoco a la 
construcción de una cultura eficaz para consolidar la práctica real de la democracia 
participativa. Quedando en deuda el legislativo en el diseño de una política integral como 
pasaporte para hacer verdaderamente eficaz el presupuesto participativo. 
 
 
En ese sentido, haciendo referencia a Carlos Santiago Nino251 y su visión de la 
democracia según su valor epistemológico a partir del acuerdo mayoritario, se encuentra 
que la misma se soslaya indeclinablemente a pugnar por una discusión amplia y decisión 
mayoritaria para la rectificación de errores en el razonamiento, mejorar el conocimiento y 
favorecer la imparcialidad a partir de la ampliación la información de los involucrados  
para saber cuál puede ser la propuesta más apoyada y aceptada por las diferentes 
personas con intereses divergentes.  
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El requisito indispensable para lograr la imparcialidad como elemento epistemológico de 
la democracia, es la maximización de participación. Esto es, que más personas participen 
tanto en la discusión como en la participación a la hora de adoptar decisiones. Las 
justificaciones que se coloquen en juego deberán ser tan atractivas racionalmente que 
generen el mayor número de adeptos.  
 
 
Dicha doctrina termina siendo correlacional con el sinnúmero de luchas a cargo de los 
más desposeídos durante siglos para alcanzar una voz dentro del Gobierno, sumado a 
las manifestaciones reivindicatorias y la búsqueda de democracia real que en los últimos 
años ha recorrido diferentes espacios geográficos del globo terrestre por parte de la 




Igualmente busca encaminar las reformas hacía una mayor y eficaz participación del 
pueblo en las decisiones públicas, la conformación de gobiernos más responsables, la 
rendición de cuentas de los mismos, un proyecto serio para la participación del pueblo en 
la toma de decisiones y como punto álgido, la contraposición al ejercicio desmedido del 
poder, partiendo de un mayor conocimiento de los involucrados frente a las decisiones 
que se deben adoptar y la mayor discusión sobre que resulta mejor razonablemente, 
según una decisión mayoritaria que repose en un nivel superior de participación. 
 
 
De allí que una eventual respuesta a la insatisfacción en materia participativa y 
fundamento para la virtual asimilación de una adecuación a gran escala de los referentes 
mencionados, en tratándose de una búsqueda de cambio y corrección de fondo de los 
vicios históricos de ausencia de participación dentro del sistema colombiano, aún con un 
sinnúmero de canales de participación, debe partir por la implementación del voto 
obligatorio, por lo menos en el escenario municipal, allí donde puede subsistir una 
relación continuada entre el elegido y los electores, una comunicación prácticamente 




4.3. Voto obligatorio 
 
 
El constitucionalista Rodrigo Uprimny254, haciendo una relación de los componentes del 
Estado Social y Democrático de Derecho, el cual fue adoptado como fórmula jurídico-
política para Colombia en el texto constitucional de 1991, menciona que el mismo tiene 
“tres tradiciones diversas”, con componentes ideológicos y principios propios de cada 
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filosofía: i) el Liberal,  que busca colocar las libertades en oposición del Estado y asume 
a la democracia como el procedimiento que limita el poder; ii) el Democrático,  que 
inserta la concepción  del pueblo soberano con predominio del principio de mayorías y 
observa a la libertad como la capacidad para participar en los destinos del orden político, 
finalmente iii) el Social, del cual se desprende que se debe lograr una justicia material 
mínima para los asociados por parte del poder político; concibe a la democracia como el 
resultado o efecto, esto es, igualdad social según el accionar del Estado y lo liberal desde 
lo positivo, es decir, las acciones positivas para los asociados en virtud del poder político.  
  
 
Dicha caracterización permite extraer algunos elementos transversales para el ejercicio 
del poder del pueblo, entre ellos, la limitación del poder, la soberanía popular, la 
participación en los destinos del orden político y la igualdad social. Dichos principios, 
propios del constitucionalismo moderno, se buscaron consolidar en buena parte, a partir 
de la concepción sobre la cual giró la construcción del texto político de 1991, esto es, la 
democracia participativa.  
 
 
Así quedó consignado en los informes de comisión que se reprodujeron en las gacetas 
constitucionales 52  del 17 de abril de 1991 y 107 del 24 de junio de 1991, al mencionar 
que a los ciudadanos era importante darles el máximo de oportunidades de decisión en 
los asuntos que les concernieran y lo fundamental era la realización del Estado 
Democrático de Derecho –sus fines-, a partir de la “toma de decisiones colectivas”; 
permitir un control político sin intermediarios entre los gobernantes y los gobernados y, 
tener un sistema político abierto con canales de expresión razonables255. 
 
 
La herramienta con la que se pretendían canalizar dichas directrices y en rutar al pueblo y 
a las instituciones en el cumplimiento del diseño del Estado Social de Derecho, según lo 
mencionado por algunos constituyentes, no fue otra que el voto obligatorio:  
 
 
“Nosotros estamos convencidos de que de acuerdo al carácter de 
soberanía, al tratamiento del sufragio, de los mecanismos de 
protección, de la organización de los partidos, de la extensión de 
la elección de funcionarios entre los personeros y Gobernadores, 
estos últimos dependiendo de la estructura departamental que se 
apruebe, junto con algunas inhabilidades e incompatibilidades que 
expusimos, se da o no una verdadera democracia participativa.  
Precisamente, por tener esa convicción de relación, se presentó 
un articulado que comenzaba por proponer el ejercicio de la 
soberanía por el pueblo, considerando que aquella es 
característica del ejercicio del poder político. Como consecuencia 
de ello, los Congresistas consultaran el mandato del elector, el 
cual se estable como sustituto del artículo 179, junto con la 
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imposición de obligaciones al candidato. Pero, para revocar el 
mandato, hay que primero otorgarlo: de ahí el voto obligatorio”256.  
 
 
El sufragio electoral ha tenido una evolución progresiva en sentido inclusivo de toda la 
población a la hora de acudir a las urnas257. En  la Constitución  de 1886, se estableció 
que solamente podían elegir las personas que tuvieran un determinado patrimonio; en la 
reforma de 1936 se eliminó la restricción censitaria, ampliando la capacidad electoral del 
ciudadano; en el Plebiscito de 1957 las mujeres tuvieron opción de hacer uso de dicho 
derecho; en 1975 se amplió dicha posibilidad para los varones mayores de 18 años y en 
la Asamblea Nacional Constituyente se buscó la alternativa de la obligatoriedad para 
todos los ciudadanos. 
 
 
Bajo ese devenir, los interrogantes a responder son: ¿Es o no legítimo instaurar el voto 
obligatorio para Colombia? ¿En una democracia puede imponerse el deber de votar?. El 
debate está abierto258 y permite determinar cuáles son sus posibilidades a partir del 
campo constitucional y algunas cuestiones pragmáticas en relación con el entramado 
desde la liberalidad. La viabilidad referente y las oposiciones tienen niveles disímiles, 
pero resultan ser mayores los beneficios para la eficacia de la democracia colombiana en 




El voto fue mencionado en el artículo 103 de la Constitución Política de 1991 como uno 




En la redacción del artículo 258 de la Carta Política, se dispuso que  “El voto es un 
derecho y un deber ciudadano”, lo que permite interpretar que estaríamos frente a un 
compromiso impuesto por la propia democracia259. Desde una visión textualista, se deriva 
que la democracia representativa, esto es, el poder constituido, estableció una carga para 
el constituyente primario al señalar en la norma que subsiste el deber de sufragar para 
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todos los ciudadanos, empero, es evidente que debe existir una proposición jurídica 
contemplando la obligatoriedad. Siendo argumentos plausibles, los siguientes:  
 
 
Desde lo normativo, se puede considerar la existencia de una disposición que establezca 
para la ciudadanía un compromiso con su realidad política y permita a la vez desde la 
autonomía y el voluntarismo, asumir el valor impuesto por la propia democracia de acudir 
a las urnas como instrumento de responsabilidad cívica para comunidad260. Esto es, la 
estructuración de un lenguaje común acudiendo en defensa de lo público, dado el 
carácter obligatorio del sufragio. 
 
 
El deber así considerado, es el mismo que se aplica a todo servidor en virtud de su 
función al desempeñar dentro del Estado un papel ejemplar en el ejercicio de lo público. 
De allí que no puede considerar como un compromiso exclusivo de la voluntad 
dependiente de los individuos261, pues termina siendo una extensión de la condición de 
ciudadano y el valor que se debe tener en cuenta a la hora de la determinar qué clase de 
gobierno y espacio territorial se requiere para habitar, según las demandas sociales y 
necesidades generales de la ciudadanía. 
 
 
El voto fue igualmente definido como un mecanismo de participación, lo cual fue 
cuestionado por algunos autores262, señalando que no podía dársele dicho 
posicionamiento, pues se trataba simplemente de un forma o el canal del cómo operaba 
la democracia desde lo representativo o lo participativo, habida cuenta que la democracia 
participativa apuntaba a “adoptar posiciones, intervenir en el proceso de su adopción y 
ejercer control sobre el poder”, lo cual no se lograba desde el sufragio.  
 
 
No obstante dicha posición, es claro que aquel mecanismo electoral si tiene la facultad de 
adoptar decisiones, pues elige determinados representantes y es a partir de las urnas 
que se puede llevar a castigar a los elegidos que resultan ser irresponsables frente al 
electorado.  De hecho resulta ser un mecanismo determinante en el ejercicio de la 
democracia representativa. Por tanto, para el elector, es el instrumento concluyente de 
participación la hora de los condicionamientos políticos o de tomar partido por el 
candidato de su preferencia. 
 
 
Pero el asunto tiene mayor trascendencia, en la medida que si se concibe al voto como 
un mecanismo de participación y una de las quejas reiteradas es la ausencia de 
obligatoriedad de las decisiones en el ejercicio de los mismos la hora de volverlos 
eficaces, hasta el punto de tratar de convertir a la participación ciudadana en imperativa 
dentro de todos los planes de desarrollo –nacional, departamental y locales-, según se 
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determinó en la nueva Ley de Participación Ciudadana263; no existiría justificación para 
que el sufragio electoral no lo fuera, teniendo en cuenta que es un instrumento de la 
misma naturaleza y que puede llegar a tener una mayor peso en el ejercicio democrático. 
 
 
Más cuando uno de los grandes frentes a cubrir es la legitimidad de los gobernantes y por 
lo tanto del sistema. Se ha llegado a advertir que los gobernantes llegan a ser inestables, 
porque no cuentan con el “consenso mayoritario” que es presupuesto operativo necesario 
de su poder264. Su gestión desde el punto de vista cualitativo se ve descalificada en 
relación con la abstención, esto es,  en muchas ocasiones por aquel que no acudió a las 
urnas a rechazar o aprobar ese plan de gobierno. Políticamente la trascendencia se 
vuelve mayor, pues el ideario se presenta a largo plazo, de allí que se necesita de un 
amplio cubrimiento popular que permita su consecución.  
 
 
Lo anterior va de la mano con la necesidad de permitir saber o conocer cuál es la 
voluntad democrática de los ciudadanos. La realidad ha mostrado que la abstención no 
permite tener datos ciertos sobre las intenciones o preferencias del pueblo que se queda 
al margen de la contienda electoral. Sus deseos o propósitos de voto se terminan 
perdiendo por ausencia de determinación a la hora de elegir o simplemente por mera 
apatía o protesta, todo lo cual se denomina “abstención voluntaria”265. En contrario, con la 
obligatoriedad a la hora de asumir por quien elegir, el ciudadano no solo coloca su 
intención en la palestra, sino que también se sumerge en los asuntos públicos, se ve 
compelido a conocer de ellos. Se elimina la distancia entre los detentadores de siempre 
del poder que gobiernan, en relación con los apáticos del sistema sobre el cual viven 
regidos. En últimas, terminará siendo el canal mediante el cual se proteste de forma 
pacífica y con incidencia cierta en los hilos del gobierno266. 
 
 
En la cadena sucesiva de implicaciones con una formula autoimpuesta por el 
constituyente, ya sea derivado o primario a la hora de elegir, los ciudadanos debe acudir 
a la imperiosa necesidad de estar informados al momento de adoptar una decisión 
cuando se trate de hacer uso del voto. Tendrán en cuenta a los partidos que le 
complementen su ideario de buen gobierno y aquél les permita participar. Igualmente 
deberán evaluar y ponderar el sentido del voto en blanco en relación con el portafolio de 
candidatos. Con ello se obligará a que todo aspirante a un cargo de elección popular sea 
responsable en la formulación de sus programas, sus posibilidades reales de hacerlos 
efectivos y bastante creativo para atraer a sus electores, pues no se tratará de un juego 
de maquinarias o clientelas electorales, las cuales terminarán rebasadas por el número 
de personas que deben acudir a elegir, haciendo de la elección un proceso imparcial.  
 
 
Esta situación resulta particular en el ejercicio del voto obligatorio. La consolidación de un 
consenso mayoritario permitiría eliminar el oportunismo de las maquinarias políticas y el 
clientelismo. Es prácticamente indiscutible que la vía de la obligatoriedad conllevaría a 
una sería reducción de la compra de votos, teniendo en cuenta la masiva participación sin 
                                            
263 Artículos 91 a 93, nueva Ley de Participación Ciudadana. 
264 EASTMAN, Jorge Mario, Ob. Cit. Pág. 41.  
265 Ibíd. Pág. 40 
266 Ibídem. 





necesidad de prebendas. Algunas voces sobre el tema267, dan cuenta que el voto 
obligatorio resulta ser el remedio para los procesos oscuros de la cultura política y el 
camino hacía una participación activa de la ciudadanía. Su imposición rompe con las 
dimensiones de negocio y las facciones encargadas de apoderarse de las elecciones. 
 
 
En otros términos, no será recurrente considerar la posibilidad de cooptación en las 
elecciones del electorado de siempre, por parte de una maquinaria política, pues el rango 
de participantes en la contienda electoral  en una municipalidad con el sufragio forzoso 
será el total de la misma. Resultando inverosímil que una candidatura logre atraer su 
atención mediante la consecución de dádivas, puesto que el valor resultaría desorbitante.   
  
 
Una posición moderada apunta a atender la idea argumentativa de atender el voto 
obligatorio, con la concepción central de hacerle ver a la ciudadanía que necesariamente 
al dejar de votar está perdiendo beneficios en relación con la transparencia del ejercicio 
político y la construcción de la democracia. Esto es, una germinación tradicional, en el 
entendido que al no acudirse a los comicios se generaría unos beneficios perdidos. Entre 
ellos, hacer transparente las elecciones, legitimar los gobiernos, las instituciones, crear 
consensos mayoritarios frente a causas comunes y la creación de una verdadera cultura 
participativa frente a la protección de lo público.  
 
Esa propuesta antes que hacer ver al voto como un mecanismo universal de imposición 
externa, lo recrea como un “mecanismo jurídico y político de consolidación de la 
participación democrática de ciudadano”268. De allí que lo que subsista sea una carga 
para su propio favor, encarrilada en el derecho fundamental de elegir y ser elegido.  
 
 
Contrario a dichas posiciones, surgen dos visiones que no consideran conveniente la 
instauración del voto obligatorio269: la primera apunta a considerar dicha institución 
violatoria de la libertad, el consentimiento y la autonomía, quitándole al sufragio su 
significado genuino; la segunda, se enmarca en volver inoperante la idea de sancionar al 
ciudadano que no sufragó, pues pasados los comicios, resulta prácticamente imposible 
imponer un castigo o una pena por vulnerar dicho deber democrático.  
 
 
Frente a la primera objeción, Carlos Santiago Nino270, presenta dos razonamientos 
contundentes para aclarar y favorecer la imposición del voto obligatorio y como éste no 
                                            
267 Horacio Serpa Uribe en una entrevista en Revista Semana hablaba de la corrupción ya no solo 
desde los candidatos, sino también de los electores, por eso consideraba viable la aplicación del 
voto obligatorio. GÓMEZ PINILLA, Jorge, “Peñalosa es el Verdadero Candidato de Uribe” en 
Semana, 04 de abril de 2014. En http://www.semana.com/nacion/articulo/penalosa-es-el-
verdadero-candidato-de-uribe/382652-3, consultada el 06 de abril de 2014. 
268 YOUNES RINCÓN, Ob. Cit. Pág. 42. 
269EASTMAN, Jorge Mario, Ob. Cit. Pág. 39.  
270 NINO, Carlos Santiago, “El Voto Obligatorio” en Reforma Constitucional: Segundo Dictamen del 
Consejo para la Consolidación de la Democracia, Editorial Eudeba: Universidad de Buenos Aires, 
primera edición, 1987. Págs. 219-227. 
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atenta contra el consentimiento, la libertad y la autonomía y, por el contrario, acrecienta la 
protección del conglomerado social.  
 
 
Nino aborda la situación se la siguiente forma: en principio el consentimiento estaría dado 
por el mero acto de votar, independiente del contenido del sufragio y del resultado. Debe 
haber una mera voluntariedad fuera de presiones o “determinantes anormales”. Inclusive 
el acto omisivo no puede acarrear algunas sanciones: “Esto implica que el acto de votar 
no puede ser obligatorio para que él pueda tomarse como expresión del consentimiento 
respecto del gobierno y de sus Leyes”271. Sin embargo, advierte dicho autor que esta 




“Para que un acto sea expresión de consentimiento respecto de 
una obligación que es consecuencia de aquél, la obligación no 
debe seguirse si el acto no es realizado. Si de cualquier modo la 
gente tuviera obligación de pagar impuestos, no podría sostenerse 
que se consiente en pagarlos cuando se presente la declaración 
jurada. Esto quiere decir que para que, a través del voto, se pueda 
consentir la obligación de obedecer a un gobierno y  sus Leyes, la 
abstención de votar debería implicar que uno queda liberado de 
esa obligación”  
 
 
Por lo tanto, si la última conjetura se concreta, quien bajo su consentimiento no quiere 
obedecer a un gobierno o sus Leyes, sencillamente no acude a las urnas, lo cual es 
impropio en la consolidación de un sistema Democrático racional y menos la 
sostenibilidad de un régimen pacífico por la asunción del fenómeno anarquista. De allí 
que la derivación de lo políticamente correcto desde la propia autonomía, partiendo de 
consentir la obligación del gobierno, es asumir la carga ciudadana de acudir masivamente 
a sufragar. Solamente la realización del acto (votar) como deber cívico, permitiría 
someterse al sistema y aceptar todo que derive del mismo, desde una concepción de 
mera liberalidad y conciencia.  
 
 
Frente a la postura de violación de la autonomía del individuo como medida antiliberal por 
generar la obligatoriedad del sufragio, la respuesta de Nino272 se enfoca en la 
estructuración  de correspondencia entre la legitimidad del régimen, partiendo de la 
imparcialidad que debe entrañar la contienda electoral por el debate previo y, la 
realización de un proceso moralmente correcto, donde esté presente la maximización 
participativa. Por lo tanto, la compulsión de acudir a las elecciones, hará que se proteja el 
proceso democrático y se cuide como un bien público. Siendo preservados con la 
adopción del voto obligatorio los intereses de los abstencionistas. Lo que es tanto como 
preservar unos intereses legítimos contra los propios actos de los individuos.  
 
 
                                            
271 Ibíd. Pág. 222. 
272 Ibíd. Págs. 223-224 





La significación de dicha tesis está planteada a partir de la “trampa de acción 
colectiva”273, explicada como el “dilema de los prisioneros”274: i) están incomunicados; ii) 
si ninguno confiesa, pena menor por delito menor; iii) si uno confianza queda libre y el 
otro si no lo hace, pena mayor y iv) si los dos confiesan pena intermedia. En ese sentido, 
si bien pueden salir mejor librados si no confiesan, la lógica del “auto interés” los llevará a 
hacerlo. La racionalización de la situación lleva a pensar que se estará mejor confesando 
que no haciéndolo, independientemente de la decisión del otro. Será más probable 
pensar en que uno piensa que el otro lo va a aceptar y viceversa, por eso la decisión de 
delatarse. Lo interesante del asunto, es que los cautivos al dejar de lado la lógica de 
“egoístas racionales”, si pensaran con fines altruistas y tuvieran presentes las 




Ahora, la única fórmula para solucionar dicho dilema y “cubrir la censura entre la 
racionalidad colectiva y la individualidad es mediante altruismo”275 o en definitiva 
mediante “coacción externa”. Lo cual se interpreta como un paternalismo no 
perfeccionista, lo cual está inclinado a proteger los intereses de los individuos desde su 
subjetividad. Así concluye Nino:  
 
 
  “Exactamente lo mismo ocurre con la obligatoriedad del voto. Si 
ella contribuye a una generalizada participación electoral tiene el 
resultado como vimos, de una aproximación al ideal de 
imparcialidad, por vía de tomar en cuenta los intereses de los 
involucrados. Esto va en beneficio directo de aquellos, que de otro 
modo, no votarían. En verdad, si el voto no fuera obligatorio o no 
hubiera otro tipo de incentivos, sería dudosamente racional, desde 
un punto de vista auto-interesado, incurrir en la molestia de 
participar en los comicios, habida cuenta de la ínfima incidencia 
de cada voto individual en el resultado final y de los costos a 
veces no irrisorios (sobre todo para la gente más pobre) de esa 
participación. Por cierto que si un cierto sector social se viera 
especialmente desalentado a concurrir a votar, esto reforzaría 
circularmente ese desaliento, ya que cada individuo de ese sector 
debe pensar que los otros miembros no irán a votar, su posibilidad 
de influir en la elección de un partido que lo represente es todavía 
menor”276. 
   
 
De allí que una de las características que se puede incluir en dicho argumento, es el de la 
inclusión social. Todos los sectores al concurrir, permiten tener una incidencia real en la 
toma de decisiones. No quedan al margen los más desfavorecidos como sucede con el 
voto voluntario, privados de la expresión de su consentimiento.   
                                            
273 Se debe entender como la protección de unos individuos por otros.  
274 NINO, Carlos Santiago (1987), Ob. Cit. Pág. 225. 
275 Ibídem. 
276 Ibíd. Pág. 226. 
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Lo cual se suma a dos concepciones, ya explicadas, pero que ameritan una relación 
concluyente con la realidad político-jurídica electoral del país:  
 
 
a). La idea de un consenso mayoritario apunta a contraponerse a una “democracia sin 
pueblo”277, esto es una representación sin electores, tomando como ejemplo el nivel de 
abstención en las legislativas de marzo de 2014, que llegó al 56, 5%. A esto se le debe 
sumar aquellos que fueron a las urnas y votaron en blanco, lo que no marcaron o, los que 
lo hicieron mal y anularon su voto. Situación que trasciende en la medida que muestra la 
deslegitimación del sistema electoral y la poca capacidad de atracción de las maquinarias 
electorales para atraer simpatizantes de sus ideas y sus propuestas. Contexto combatible 
con la realidad de la compulsión de los ciudadanos para acudir a las urnas.  
 
 
b). El otro aspecto importante pasa por la inclusión de los menos favorecidos y el valor de 
su sufragio en las elecciones a partir de la exigencia de concurrir a las urnas. Dicha 
situación confronta  lo que se ha denominado “libre mercado de ideas”278. Según la 
explicación del analista Rodrigo Uprimny279, el Congreso de los Estados Unidos, 
mediante una Ley expedida en 1974, estableció unos topes para la financiación o 
contribuciones de las sociedades privadas a las campañas electorales. No obstante, la 
Corte Suprema los ha venido desmontando: en el año 2010, mediante la sentencia 
Citizens United anuló los topes a los aportes que las corporaciones pueden hacer a las 
campañas  electorales y en el año  2104, en el fallo dentro del caso  McCutcheon, anuló 
el monto máximo que los particulares pueden dar a una causa electoral. Si bien eso 
pareciera no importar, tal y como lo menciona el autor, todo lo que pasa en Estados 
Unidos en materia de distorsiones democráticas tiene impactos globales. Siendo 
determinante interpretar que una política así agudizaría y convertiría el sistema 
democrático del país en un ajuste perfecto de intereses de algunos unos sectores 
privilegiados, antes que su relación con las demandas del pueblo más pobre. 
Conllevando ese escenario a que solamente se pueda contrarrestar con el acceso 
obligatorio de todos los ciudadanos al sufragio. 
 
 
Finalmente, en cuanto a la segunda objeción, esto es, la imposibilidad de imponer un 
determinado castigo, en tratándose de sancionar a la persona que no acuda a sufragar, 
habida cuenta la obligatoriedad de hacerlo, se considera viable el evento de darle un 
valor especial al certificado electoral280 que hoy en día se entrega, pero en sentido 
contrario al estímulo. El mismo tendría valor hasta la próxima elección y sería obligatorio 
en su presentación para diferentes actos jurídicos: presentarse a un concurso; celebrar 
                                            
277 UPRIMNY, Rodrigo, “Democracia Sin Pueblo”, en El Espectador, del 16 de marzo de 2014. Ver 
en http://www.elespectador.com/opinion/democracia-sin-pueblo-columna-481061, vista el 18 de 
marzo de 2014. 
278 PISARELLO, Gerardo, Ob. Cit. Pág. 9. 
279 UPRIMNY, Rodrigo, “¿Democracia o Plutocracia?”, en El Espectador, del 6 de abril de 2014. 
Ver en http://www.elespectador.com/opinion/democracia-o-plutocracia-columna-485141, vista el 18 
de abril  de 2014. 
280 La Ley 403 de 1997, en su artículo 5 señala: “Créase el Certificado Electoral como plena 
prueba del cumplimiento ciudadano del deber votar, el cual será expedido por los jurados de mesa 
de votación, o el Registrador Municipal o Distrital del Estado Civil o el Cónsul del lugar donde se 
encuentre inscrita la cédula”.  





un contrato de cuenta bancaria; tomar posesión de un cargo público o el ingreso a laborar 
independiente de la clase de vinculación; ingreso a la universidad; presentarlo en la 
Notaria para la celebración de algún acto o el de Registro. En caso de no tenerlo, 
solamente podrá ser suplido con un documento que entregue la Registraduría 
correspondiente, previo el pago de una multa281.  
 
 
Así se condicionaría entonces una serie de actos jurídicos a la presentación del 
certificado electoral por parte del ciudadano y se abriría la puerta para garantizar la 
participación masiva y por lo tanto del concurso social democrático, necesario para la 
legitimidad institucional y la valoración de lo público en aras del bienestar general.  
 
 
4.4. El voto obligatorio en el municipio y su incidencia 




El consenso plantea que el Municipio es el espacio territorial excepcional y óptimo para 
garantizar el ejercicio democrático participativo. Brewer-Carías282 lo ha expuesto de forma 
contundente, al considerar que la participación en la cotidianidad democrática o como 
forma de vida, solamente se puede darse a nivel local. No en vano su propuesta para un 




Situación coherente, como lo muestra el especialista en participación Jordi Borja283, al 
establecer que la compensación en materia de crisis de representación, solamente puede 
partir del ámbito local, donde se da la relación directa entre los gobernantes y los 
electores, partiendo de la concepción que la misma apunta a la ampliación y 
profundización de la participación en la vida municipal.   
 
 
En el mismo sentido, la tratadista Rocío Araújo Oñate284, hace mención a que la 
construcción y la configuración de la sociedad civil inician en el municipio, pues allí 
alternan todos los ciudadanos de forma concentrada y personalista y a la vez se da la 
proximidad de éstos con el gobierno local, lo que permite un sentido colectivo de 
identificación de las necesidades y se pueden dar los propósitos de cohesión social para 
su solución.  
 
 
                                            
281EASTMAN, Jorge Mario, Ob. Cit. Pág. 39.   
282 BREWER-CARÍAS, ALLAN R , Ob. Cit. Págs. 48-49. 
283 BORJA, Jordi, Ob. Cit. Pág. 30 
284 ARAÚJO OÑATE, Rocío, Ob. Cit. Pág. 98 
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Si a dichas situaciones especiales de congregación e inmediatez, se le aúna como 
atribución especial a los habitantes de la municipalidad, la herramienta del voto 
obligatorio, muy posiblemente se obtendrá como resultado, la existencia de una 
búsqueda efectiva de aquellos por saber o conocer cuáles son las intenciones reales de 
sus gobernantes a partir de sus planes de gobierno. Esto es, un interés por el tema de lo 
público y la administración del mismo. Correlativamente, se encontrarán los elegidos, un 
sistema mucho más legítimo, en la medida que será toda la población la que acuda a las 
urnas y de allí ellos salgan ganadores.  Igualmente, se dará el proceso de inclusión de 
toda la ciudadanía, confluirán por igual todos los sectores sociales haciendo efectiva la 
garantía de participación, por lo que las élites no podrán arrinconarse en sus maquinarias 
y lograr obtener triunfos para particulares bajo el camuflaje democrático. En ese sentido, 
habrá mayor imparcialidad a la hora de escoger el mejor programa de gobierno y por lo 
tanto, protección de los excluidos en cuanto a la toma de sus decisiones.  
 
 
Como es apenas obvio, en el desarrollo de la compulsión del sufragio en el ámbito 
municipal, se tiene que establecer un sistema que permita hacer efectiva dicha 
pretensión, siendo importante la utilidad del certificado electoral y su exigibilidad en el 
mismo sentido que ya se expuso, referente a su solicitud para la ejecución de diversos 
actos jurídicos.  
 
 
Lo anterior permitirá que al tener como carga ciudadana o deber público la obligatoriedad 
del voto, los ciudadanos se preocupen por las condiciones de quien van a elegir, de las 
propuestas que deben discutir y del desarrollo de los planes de gobierno en relación con 
sus demandas sociales. Lo cual se traduce en tener una voluntad democrática más 
cualificada y menos excluyente.  
 
 
En igual sentido, deberán tener los aspirantes a ser representantes del pueblo en el 
gobierno municipal, una estrategia determinante  para convencer a su electorado, pues 
deben atraer a todos los sectores, ya no solamente para concurrir a las urnas, sino para 
obtener realmente su voto, pues una cosa será ir a sufragar, pero otra muy diferente, 
hacerlo por un candidato explícito, quien tendrá que desarrollar un discurso maximalista 
y realista de cara a las necesidades del electorado, así como un camino clarificado para 
llevar sus ideas a la realidad.  
 
 
Pero el voto obligatorio no puede estar solo como herramienta para controvertir los vicios 
de la democracia participativa. Una de las propuestas que antecedieron la nueva Ley 
Estatutaria de Participación Ciudadana, fue la creación de una sola Ley en relación285, no 
solo de los mecanismos de participativa ciudadana clásicos –revocatoria, referendos, 
iniciativa normativa y consulta popular-, sino también los diferentes espacios de 
participación ciudadana, aquellos relacionados con educación, salud, agro, planeación, 
etc. Buscando concentrar la carga normativa sobre el particular, pues muchas de esas 
disposiciones legislativas regulativas, que nacieron en la primera mitad de la década de 
                                            
285 VELÁSQUEZ, Fabio, “Dos Décadas de Participación Ciudadana en Colombia”, Ob. Cit. Págs. 
112 -113 y  





los noventa constituyeron lo que se ha denominado “inflación legislativa”286, al 
acomodarse al nuevo ordenamiento jurídico, resultante de la Constitución de 1991 y, 
también, tratando de generar un mecanismo suficiente para hacer fluir con mayor holgura 
y producir efectos visibles de democracia participativa287. 
 
 
La concentración de todos los canales participativos en una determinada 
reglamentación, aparte de facilitar la consulta correspondiente, desahogar el 
ordenamiento jurídico, determinar que está vigente y que no, se vuelve atractiva para la 
obtención de los requerimientos del pueblo, pues no desvanece la idea de participación 
en diferentes reglamentos, sino que hace expedita su consulta y compromete a los 
ciudadanos  a formarse con un solo texto para la realización de la voluntad decisoria del 
constituyente primario.  
 
 
No obstante, dicha dinámica no puede operar unívoca y ontológicamente –voto 
obligatorio más concentración normativa de los espacios y mecanismos de participación-: 
la educación debe ser el catalizador que funja como punto nodal entre la necesidad de 
toda una construcción ideológica alrededor de dichas ideas, debe ser el motor de toda la 
formación de la cultura ciudadana en favor de la participación y desde ahí la protección 
de lo público. Puede ir, de forma deseable, al punto de hacer desaparecer esa 
compulsión con el paso del tiempo. La ciudadanía debe aprender a reconocer con ella 
valor significativo de ir a las urnas, estar informado, contener el clientelismo, fomentar el 
hábito de la transparencia y sobre todo elegir bien, aprender a exigir y eliminar de paso 
las cadenas de resentimiento e insatisfacciones, respetando la institucionalidad, 
mediante el uso adecuado de sus recursos. 
 
 
La educación resulta esencial288, no solo para generar ciencia, sino también para 
eliminar conflictos y construcción de una mejor sociedad a partir de acuerdos. La 
violencia humana siempre se ha construido bajo una dinámica defensa-ataque. Los 
antagonismos siempre estarán en la sociedad y sus efectos son los que deben limitarse 
o reorientarse, lo cual se consigue con formación educativa289.  
 
 
La formación es el eje transversal de conocimiento de la sociedad y su desarrollo sirve, 
no solo desde lo científico, sino que también resulta trascendental en la cohesión social y 
el enfoque mancomunado que pueda existir con lo institucional para el cumplimiento de 
las demandas sociales de la ciudadanía.  
                                            
286 CLAVIJO, Sergio, Fallos y Fallas de la Corte Constitucional: El Caso de Colombia -1991-2000, 
editorial Alfaomega, abril de 2001. Pág. 1. 
287 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. Pág. 364. 
288 ANÓNIMO, “La Clave es la Educación”, en Semana, 22 de septiembre de 2007. Ver en 
http://www.semana.com/vida-moderna/articulo/la-clave-educacion/88430-3, consultada el 22 de 
noviembre de 2013. 
289 CORREA, Pablo, “El Dolor Ajeno, Según Llinás”, en El Espectador, 14 de septiembre de 2013. 
Ver en http://www.elespectador.com/noticias/paz/el-dolor-ajeno-segun-llinas-articulo-446377, 
consultada el 22 de noviembre de 2013. 
98 Reglamentación de los espacios y mecanismos de participación ciudadana en el municipio colombiano: ¿en 
contra de los principios del constitucionalismo moderno y la filosofía participativa de la constitución 





Con el sufragio obligatorio en el ámbito municipal y su visión integral –educación, normas 
claras y cultura participativa-,  se espera que se permita la conversión de los ciudadanos 
en verdaderos individuos ilustrados y virtuosos, esto es, que sean tolerantes, pluralistas 
e incluyentes por un lado y que tengan claros sus derechos y deberes por el otro290, 
acudiendo desde ese canal a la consumación de los principios de expansión y 
universalidad y, por lo tanto, que la democracia participativa se proyecte en todos los 
ámbitos alrededor de la vida, pasando por lo familiar, lo comunitario, lo social, etc., hasta 
la cumbre de lo institucional. Siendo entonces la exigencia para los ciudadanos de votar, 
la puerta para construir una verdadera cultura participativa, que se preocupe, respete y 
proteja lo público, en aras de cumplir desde la municipalidad con los fines del Estado 
Social del Derecho, entre gobernantes y gobernados. 
 
 
Bajo ese marco,  la incidencia material, constructiva y filosófica desde el voto obligatorio 
con la cultura participativa y la fórmula de la educación, se focalizaría en los mecanismos 
y espacios de participación ciudadana local, de la siguiente forma:  
 
 
i). En principio, aunque parezca contradictorio, una de las consecuencias sería el no 
utilizarlos. El hecho de haberse elegido una persona con ocasión de la expresión de la 
voluntad de todos los habitantes de un Municipio, que se construyen como virtuosos e 
ilustrados, quienes han identificado cuáles son sus necesidades y tienen claros los 
escenarios donde se deben focalizar las políticas públicas para satisfacer sus demandas 
sociales, sumado a que el gobernante que ha logrado la victoria, ha reconocido todas las 
falencias del territorio a regentar y propone lo suficiente para solucionar y compensar, 
por lo menos, las necesidades básicas de los sectores sociales radicados en dicha 
municipalidad, permite advertir que se van a copar todas las insuficiencias y por lo tanto, 
todas las garantías de un buen gobierno estarán dadas.   
 
 
Bajo dicho escenario, no sería necesario entonces acudir a la revocatoria de mandato, 
los referendos o la iniciativa popular normativa, pues se considera que el consenso 
mayoritario determinante para lograr la victoria del gobierno, ha visto en su elegido 
reunidas todas las condiciones que garanticen, por lo menos desde lo político, un 
ejercicio que buena administración frente a los requerimientos mínimos del pueblo.  
 
 
ii). En un caso definitivo de acudir a la revocatoria del mandato u otro espacio de 
participación, con la utilidad de la garantía del voto obligatorio y la conciencia de su 
ejercicio a partir de la educación, permitirá que al momento de ir a las urnas, se visualice 
como máxima expresión por parte de la ciudadanía,  si se ha cumplido o no con el 
desarrollo del programa de gobierno por el cual fue elegido el candidato a revocar291 o 
que se requiere realmente para el municipio.  
 
 
                                            
290 URIBE, María Teresa, Ob. Cit. Págs. 154-155. 
291 Sentencia de la Corte Constitucional C- 179 de 2002. 





Esa es una condición que existe actualmente para proceder con la revocatoria292, esto 
es, que debe existir una insatisfacción general de la ciudadanía con la administración a 
partir del incumplimiento de su programa de gobierno. No obstante, como no hay 
autoridad investida con dicha competencia para determinar la validez de la revocatoria 
bajo dicho parámetro, el Consejo Nacional Electoral y la Registraduría Nacional del 




Frente a los otros mecanismos de participación, teniendo en cuenta la eliminación de los 
comités promotores para revocatorias, según se decanta del análisis de la nueva Ley de 
Participación Ciudadana, respecto de referendos e iniciativas normativas y atendiendo a 
que cualquier persona puede proceder con las mismas, será en las urnas la decisión 
definitiva, donde se refrendará o se invalidará la propuesta. Lo cual estará determinado 
con la legitimidad necesaria de una población educada y la obligatoriedad de su sufragio. 
Siendo coherente dicha postura, habida cuenta que las disposiciones municipales –
acuerdos- no son aplicables a un solo sector social, sino que rige por igual para todos los 
individuos, así como el gobernante lo es de todo el territorio, no es sectorial, debiendo 
todos los habitantes de la entidad territorial participar como método de apropiación de las 
problemáticas y solución desde su propio lance. 
 
 
III). En cuanto a los demás espacios de participación, relacionados con temas de salud, 
agro, educación, cultura, medioambiente, planeación, etc., como ya se mencionó, será 
trascendental la recopilación de sus regulaciones en una sola Ley, lo cual facilitará su 
estudio y también su aplicación. No obstante, su verdadera eficacia, se espera que parta 
de la vocación participativa del pueblo y la cultura democratizadora a partir del voto 
obligatorio, en relación con el juicio de educación desde la primaria y la reafirmación de 
la secundaria, pues la importancia de comprender el entorno, apropiarse del mismo y 
buscar la incidencia de la política en la realidad espacial y social, se considera que se 
puede lograr, salvo un concepto de mayor profundidad y aplicabilidad, a partir de la 
formación desde la visión tripartita relacionada. 
 
 
IV). Una situación especial que deberá atenderse, será la de las consultas populares, 
hoy sitiadas y en boga por las “necesidades nacionales” y las grandes empresas294, 
puesto que la ambigüedad normativa en el entendido que se pueden realizar atendiendo 
los intereses de la entidad territorial municipal, están chocando, eventualmente, en 
algunos casos con la concepción del ejecutivo nacional, quien enmarca los casos en las 
                                            
292 No obstante dicha barrera no opera bien, según lo dejó analizado la Misión de Observación 
Electoral, al encontrar que varios móviles tenían  relación con hechos delictivos del Alcalde, la vida 
libertina del mandatorio y el mecanismo como estrategia de ataque por la oposición. Misión de 
Observación Electoral, Ob. Cit, Pág. 25. 
293 Ibídem. 
294 Sobre el particular, el máximo tribunal de lo Contencioso Administrativo, suspendió el llamado a 
la ciudadanía en el marco de una consulta popular, para permitir o negar la exploración y 
explotación de petróleo en Monterrey –Casanare-. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda –Subsección A. Providencia del 23 de abril de 2014. C.P. 
Alfonso Vargas Rincón. 
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utilidades y los intereses generales de la Nación. Surgiendo la aceptación de algunas, el 
reproche significado en otras y el rechazo absoluto a las de mayor trascendencia 
económica. Esto hasta ahora, solamente deslegitima la acción de la participación 
ciudadana, inclinada a favor o en contra de un determinado proyecto, habida cuenta la 
impresión, que su voz decisora queda doblegada por un pronunciamiento superior, 
enunciado desde el sector central.  
 
 
Este tema no fue objeto de análisis o de limitación por parte del legislador en el que se 
espera, sea el nuevo estatuto de participación ciudadana, lo cual deja en el limbo la 
claridad normativa para el ejercicio participativo de la ciudadanía.  
 
 
No se puede desconocer que existen unos intereses nacionales de naturaleza general, 
en relación con los locales, pero es trascendental clarificar la línea divisoria del accionar 
de la ciudadanía de la municipalidad frente a la adopción de decisiones en los temas que 
la afecten, por cuanto así como se debe garantizar una fórmula de empoderamiento para 
generar su efectiva participación en la elaboración y ejecución de las políticas públicas a 
partir de mecanismos como el voto obligatorio, relacionado de forma indisoluble con la 
educación, igualmente debe existir transparencia y claridad normativas frente a sus 
posibilidades  para operar al interior de su territorio. 
 
 
Dicha caracterización permite advertir, que si bien el sufragio obligatorio no es “per se” 
un instrumento para eliminar los problemas de todo el sistema participativo del Municipio, 
pues se requiere de algunas modificaciones normativas especiales, es claro que la gran 
aspiración pasa porque se convierta en la puerta de entrada y sirva de catalizador para 
el despegue de la ciudadanía en la profundización del aspecto participativo, en búsqueda 
de la realización de los fines y principios del Estado Social de Derecho, mediante el buen 
ejercicio de unas adecuadas políticas públicas, ejecutadas mancomunadamente entre 
gobernantes y gobernados.  
 
 
La apuesta entonces es por la estructuración de una cultura participativa que se forje a 
partir de la incorporación del voto obligatorio para las entidades territoriales municipales, 












La Democracia ha tenido un camino difícil en su consolidación como régimen de 
gobierno. Si bien hoy en día no se puede negar el hecho de su legitimación a nivel 
mundial, hasta el punto de existir distintas confrontaciones para establecer un sistema  
que permita un mayor acceso del pueblo en materia de decisiones públicas; 
históricamente desde el  propio concepto, el tratamiento fue visto de forma amenazante 
para las clases dominantes. No en vano, durante la hegemonía romana fue 
prácticamente anulado o suplantado por la constitución mixta; en la Edad Media no fue 
objeto de reconocimiento y solamente emergió en la Edad Moderna. La Revolución 
Francesa fue el hito de su desarrollo en la nueva era. El poder les fue suprimido a la 
monarquía y a la aristocracia por parte de los sectores más deprimidos y por el auge de 
una clase social como la burguesía. 
 
 
Su máximo exponente sería Rousseau y uno de sus ejemplares ejecutores sería 
Robespierre, a partir de los diferentes postulados y la hazaña de colocar al pueblo a 
luchar por lo que había sido privado durante siglos: su voz en los círculos del poder. Sus 
postulados democráticos así permiten aseverarlo: el sufragio, el referendo, el derecho al 
mínimo de subsistencia, los mandatos breves, mandatarios sin fueros, Leyes sometidas a 
veto popular, la reforma constitucional a cargo del pueblo, el referéndum, la revocatoria 
de mandatos; la educación popular; la soberanía del pueblo, la generalización de la 
propiedad, la libertad de cultos, el fin de la esclavitud y la resistencia a la opresión, todos 
estos principios vigentes en el marco de los sistemas republicanos.  
 
 
Si bien el ideal de la democracia fue la directa, las limitaciones de espacio, la posibilidad 
de la legitimidad del gobierno en los vastos territorios y el autocontrol de las diferentes 
clases sociales y/o “facciones”, serían las grandes excusas para no establecer un 
régimen de auto representación de cada individuo, siendo necesario un modelo 
ponderado que permitiera en abstracto, la participación de todos los hombres. De allí el 
surgimiento del sistema democrático-representativo, propio de exponentes como James 
Madison en los Estados Unidos de América y Emanuelle Sieyes en Francia.  
 
 
La consolidación de este modelo trajo consigo los problemas propios de la seudo 
representación, teniendo en cuenta consideraciones como las siguientes: los 
procedimientos materialmente no agotaban la delegación de poder de los ciudadanos y 
no daban cuenta de la diversidad social, cultural y política de la sociedad; la burocracia 
no permitía una gestión  plural frente a al abarcamiento de los problemas, junto a su 
solución y, la representación no resultaba adecuada para las identidades minoritarias. 
Situaciones atribuidas al origen e intercambio del control y predominio de las clases 
elitistas en el poder. Dichas cuestiones provocaron el crecimiento del descontento de 
102 Reglamentación de los espacios y mecanismos de participación ciudadana en el municipio colombiano: ¿en 
contra de los principios del constitucionalismo moderno y la filosofía participativa de la constitución 
política de 1991? 
 
 
algunos sectores sociales y por lo tanto el inicio de las discusiones sobre la democracia 
participativa. Modelo originalmente construido en Francia, mediante el proceso de la 
Revolución Francesa y formalmente instalado en Brasil y en algunos territorios españoles 
después de mediados del siglo XX.  
 
 
En Colombia el debate de la democracia participativa se constituyó en el eje de la 
reforma constitucional de 1991, hasta terminar convertida en principio, derecho y valor, 
dentro del cuerpo normativo del texto político. Se asimiló como control efectivo al poder; 
el desarrollo del pueblo soberano; el camino para legitimar las instituciones; la fórmula 
adecuada para la incidencia de la ciudadanía en la adopción de decisiones 
gubernamentales, e inclusive, el método para eliminar la corrupción. Ello permitió que en 
el periodo de los noventa se expidieran una serie de normas, avocadas a permitir el 
accionar de la participación de la ciudadanía. El optimismo reinó dentro de la primera 
década de haber nacido la nueva Constitución. Los textos resultaban ser ilustraciones 
conceptuales y enumeraciones de los modelos participativos, que daban pleno crédito a 
su desarrollo en el ordenamiento jurídico-político colombiano. No obstante, los debates295 
y los estudios296 sobre la operatividad de los mecanismos implementados arrojaron 
efectos negativos. La realidad mostró que todo lo pensado sobre la construcción de una 
cultura de incidencia del pueblo en la toma de  decisiones públicas como método para el 
cumplimiento de los principios y fines del Estado Social de Derecho, resultó ser 
simplemente un “mito”. Lo cual se reafirmó con las investigaciones posteriores de 2007297 
y 2011298, respectivamente. 
 
 
Una de las razones, en la mayoría de ocasiones mencionada pero muy poco estudiada, 
fue la estructuración normativa, esto es, la reglamentación de los mecanismos de 
participación ciudadana. Desde  los inicios de la década del nuevo siglo, el pesimismo 
sobre la visión de la cultura participativa recaía en mayor sentido sobre todos los 
procedimientos y la restricción para su ejercicio. Si bien no se desarrollaba un análisis 
serio y juicioso de cada una de las Leyes, Decretos y Resoluciones que regulaban los 
instrumentos participativos, para conocer su verdadera eficacia, siempre se colocó en tela 
de juicio su aplicabilidad. 
 
 
Ahora al observarse dicha materia, esto es, la reglamentación de algunos de los 
mecanismos y espacios de participación ciudadana, en relación con su operatividad en la 
vida municipal, por ser el escenario perfecto para una construcción adecuada y eficiente 
de la democracia participativa, los resultados concuerdan con el escenario desalentador 
que se había empezado a construir desde el inicio de la primera década del siglo XXI.  
 
 
La reglamentación de los mecanismos de participación analizados –Art. 103, C.P., inciso 
primero-: la revocatoria del mandato; El referendo; La Consulta Popular; La Iniciativa 
Popular Normativa, han terminado por convertirlos en inoperantes, teniendo en cuenta 
varios aspectos:  
                                            
295 URIBE, María Teresa, Ob. Cit.  
296 VELÁSQUEZ, Fabio y GONZÁLEZ, Esperanza, Ob. Cit. y MALDONADO, Alberto, Ob. Cit.  
297 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob. Cit.  







1) El tema cuantitativo: los porcentajes para las convocatorias para uso de los 
mecanismos y los topes para la decisión, terminaron siendo relativamente altos, en 
relación con la abstención electoral del país. Por ejemplo, de las 130 revocatorias de 
mandato hasta el 2012, solamente un 25% pasó a votación definitiva sin resultados 
positivos. El restante 75%, no al alcanzó a superar la primera etapa. Lo cual es muy 
diciente en relación con la cultura electoral del país, lo cual se debe atar a la falta de 
certeza frente a los censos electorales en los municipios y a la ausencia de idoneidad 
para fijarlos por el órgano electoral.  
 
 
2). Convocatoria infructuosa y elitismo en el uso de los mecanismos de participación: 
teniendo en cuenta la fijación de requisitos para la recolección y presentación de las 
firmas, por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil, fueron más las ocasiones 
que se rechazaron por irregularidades en la recolección de apoyos. Por ejemplo, en 
materia de Revocatoria de Mandato, de las 130 presentadas, se quedaron sin votación 
por errores en los diligenciamientos de los formularios, 98. La Iniciativa Normativa sufrió 
el mismo vicio en una de las 4 presentadas. En el tema del Referendo Aprobatorio, de las 
6 propuestas, una no cumplió con los apoyos del 10% del censo electoral y en cuanto el 
Referendo Derogatorio, de las 11 solicitudes, 7 no cumplieron con los apoyos necesarios. 
Los argumentos para imposibilitar la participación del pueblo en las urnas, han sido: i). 
Datos incompletos, ilegibles o no identificables; ii). Datos y firmas no manuscritos; iii). 
Firmas o datos diversos consignados por una misma persona; iv). No inscrito en el 
respectivo censo electoral; v). La inexistencia de correspondencia entre el nombre y el 
número de la cédula de ciudadanía. Los cuales resultan bastante rígidos, en tratándose 
del cercenamiento para que la ciudadanía se pronuncie. Sumado a que varios sectores 
se quedan sin participar, esto es, aquellas personas que no saben leer ni escribir o los 
ciudadanos con discapacidades, pues el hecho de no poder manuscribir y firmar, limita 
las posibilidades participativas.  
 
 
Sumado a lo anterior, otro ingrediente que ha tenido en vilo a los mecanismos de 
participación, cuando llegan a la instancia definitiva, tiene relación con los reales 
promotores de los mismos, pues según algunos ejemplos considerados299 y un estudio 
del 2007300, queda claro que las clases bajas que son mayoría en el país, no son las que 
los utilizan, solamente la clase media y alta, son las que han tenido acceso a los mismos, 
dada la necesidad de crear un comité promotor. Situación de por sí restrictiva para los 
diferentes sectores sociales, en relación con la filosofía de la democracia participativa.  
 
 
3). La indeterminación normativa, personalismo y noción democrática representativa: en 
materia de consulta popular, el sometimiento de una materia que eventualmente tiene 
una connotación local, igualmente puede ser nacional; no obstante dada la falta de 
claridad de la Ley, dicho mecanismo ha terminado siendo objeto de obstáculos por el 
ejecutivo, cuando el pronunciamiento del constituyente primario dice “no” a un proyecto 
                                            
299Revocatoria Gustavo Petro, Alcalde de Bogotá y referendo reeleccionista de Álvaro Uribe Vélez. 
300 GUTIÉRREZ, Francisco, Ob.Cit. 
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determinado, pero el gobierno nacional se aparta de dicha decisión, por considerarlo 
propio del interés general. Pero no es la única barrera que tiene dicho instrumento 
participativo, pues su operatividad obedece exclusivamente al Alcalde municipal, dado su 
poder discrecional, de lo contrario, permanecerá inactivo. Lo mismo sucede con los 
referendos o las iniciativas populares, las cuales quedan sometidas al ejecutivo local, los 
primeros y al colegiado las segundas. Por lo que aquello que se supone que debe partir 
de la voluntad popular y su incidencia real en la posibilidad de decidir sobre la realidad 
política, termina sometido a la voluntad de los representantes.  
 
 
En el mismo sentido, del análisis de las 18 instancias espacios participativos –inciso 
segundo, art. 103 de la C.P-: El consejo Territorial de Planeación; El consejo de Política 
Social; El Comité de Desarrollo y Control Social o Comité de Desarrollo de los Servicios 
Públicos Domiciliarios; La Junta de Vigilancia de los Servicios Públicos; El Consejo 
Municipal de Desarrollo Rural; Las Juntas de Acción Comunal; El Consejo Municipal de 
Juventud; El Comité de Desplazados; El Consejo Municipal de Paz; El Consejo Municipal 
del Medio Ambiente; La Asociación de Usuarios en el Sector de la Salud; El COPACO: El 
comité de Participación Comunitaria; La Junta Municipal de Educación –JUME: Los Foros 
Educativos;  Gobiernos Escolares;  el Consejo Municipal de Cultura y El Comité Municipal 
de Recreación y Deportes o Juntas de Deportes, se encuentra que el poder en ocasiones 
de conformación, otras de decisión y en algunas de determinación respecto de la 
adopción de lo que se debata y surja, termina depositado en los Alcaldes  municipales.   
 
 
El burgomaestre local, en calidad de jefe de la administración local y representante legal 
del municipio, ostenta todo el poder dentro de las entidades territoriales, entre otras 
cosas, lo relacionado con los espacios de participación ciudadana. Las Leyes y diferentes 
Decretos, le permiten incidir de forma directa, no solo en la conformación de diferentes 
instrumentos participativos, sino también en su dirección. Le dan la capacidad para 
determinar si se acoge o se rechaza lo que se proponga al interior de los mismos para 
ejecutar en el marco de su administración. Advirtiéndose entonces que el “personalismo y 
poder discrecional” terminan siendo el común denominador frente las decisiones que se 
adopten en los diferentes espacios deliberativos otorgados para la comunidad, con 
ocasión de la naturaleza de la democracia participativa. Cercenándose entonces la 
esencia de la incursión del pueblo en lo público como soberano, frente a las decisiones 
que le convocan y le importan diariamente en su tráfico personal y social.  
 
 
Situación que se convierte en problemática frente al espíritu de la democracia 
participativa, al avizorarse la disparidad de espacios y también de reglamentaciones en 
materia de presupuestos participativos, incongruentes con una columna vertebral 
normativa integradora para todos, reconvirtiéndose entonces en una mayor dificultad en 
materia interpretativa y por lo tanto aplicativa para la comunidad, entendiendo que el 
pueblo no está llamado a participar en la adopción de las políticas públicas después del 
desarrollo de las elecciones y  tampoco ha sido preparado para enrolarse dentro de la 




Bajo dicho escenario, antes que asumirse la carga propuesta por la filosofía de la 






tratándose de la limitación al poder; el desarrollo del pueblo soberano; el camino para 
legitimar las instituciones y la fórmula adecuada para la incidencia de la ciudadanía en la 
adopción de decisiones gubernamentales, se termina conceptualizando y materializando 
la reglamentación de los mecanismos de participación ciudadana, como un sofisma  
participativo diseñado para la ciudadanía. Esto es, un espejismo de autogestión para los 
ciudadanos preocupados por las riendas  y el manejo de lo público, que les atañe a todos 
en su espacio territorial. 
 
 
La posibilidad de incidencia real de la ciudadanía en las políticas públicas y lo que son las 
determinaciones por el propio pueblo, respecto del territorio donde habita y se 
interacciona a diario, siempre se va encontrar con diferentes barreras propuestas por la 
propia normatividad. Las mismas que van desde los topes electorales para la incidencia 
efectiva del ciudadano, pasando por la concentración frente a la creación, desarrollo y 
dirección de los mecanismos participativos, relacionados con las áreas transversales de 
nivel social en la decisión del ejecutivo local, hasta llegar a la visualización de dichos 
canales como adornos consultivos, poco condicionantes de las decisiones de la 
administración municipal, sobre temas trascendentales como salud, educación, medio 
ambiente y cultura, entre otros.  
 
 
Una de las consecuencias de dichas restricciones, ha sido el auge de los diferentes 
movimientos que se han levantado desde las vías de hecho para buscar reivindicaciones  
de sus derechos y de mejores posibilidades. Los estudiantes, que antes de acudir a las 
vías visibles para hacer valer sus intereses, prefirieron concurrir a las calles y lo propio 
han hecho algunos representantes de los sectores productivos del país –papa, caña de 
azúcar, etc-, dentro de los años 2011-2014. Y si bien se puede hablar de 
cuestionamientos generales frente a sus problemáticas, atados al nivel central, se 
desemboca entonces en uno de los cuestionamientos centrales a los planteamientos 
normativos de los espacios participativos, esto es, la deformidad existente entre lo 
normativizado y la realidad social. Mientras por un lado se plantea una construcción 
lógica de articulación legal para la consecución de diferentes sectores de la participación 
ciudadana, por el otro, la realidad tiene unos matices y unas necesidades diferentes, 




Ahora, si bien se intenta replantear el escenario con una nueva normatividad –Nueva Ley 
de Participación Ciudadana-, como una respuesta a la ineficacia de los mecanismos 
como la revocatoria de mandato, la misma se queda corta en cuanto a las 
consideraciones necesarias para legitimar de forma considerable el ejercicio participativo 
del pueblo en los municipios. Sus planteamientos particulares frente la baja de los 
umbrales para recolección de apoyos y decisión en cuanto a la revocatoria de mandato; 
la eliminación de los apoyos para la constitución del comité promotor respecto del uso de 
mecanismos como la revocatoria de mandato, iniciativa normativa y referendo; las 
posibilidades que la ciudadanía convoque a  una consulta popular; la obligatoriedad de 
establecer en los planes de desarrollo el ejercicio participativo de la ciudadanía; la 
rendición de cuentas; la financiación del aspecto participativo; la promoción educativa 
indeterminada y la búsqueda de una  inclusión al momento de participar, mediante la 
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posibilidad de las personas que no saben leer ni escribir, terminan rezagados frente a lo 
que debe ser un verdadero ejercicio de inclusión y determinación de herramientas para 
concebir la aplicación de los principios del constitucionalismo moderno, incluido la 
democracia participativa, en relación con un modelo consecuente con el pensamiento del 




Lo primero y más importante, es que no corrige un aspecto trascendental como la 
unificación normativa de los diferentes compilados que contienen la obligatoriedad o 
facultad para el ejecutivo local de la creación de espacios participativos o prerrogativas 
para la comunidad, en relación con la capacidad de incidencia en la toma de decisiones 
públicas. Un segundo elemento de juicio, marca la concentración de poder en mayor nivel 
en el Alcalde municipal, teniendo en cuenta que no solamente tendrá la posibilidad de 
presentar proyectos de acuerdo, expedir decretos, decidir sobre la conformación, 
dirección y desarrollo de algunos espacios participativos, sino también, llevar a cabo sin 
ningún requisito, proyectos de referendo aprobatorio y tener la competencia para hacer 
campaña contra la revocatoria de mandato que se promueva en su contra. Una tercera 
interpretación, permite establecer que si bien se incorpora la educación como fórmula 
para la expansión del modelo participativo, la misma no está dimensionada sobre cuál es 
el momento propicio de la vida escolar para darlos a conocer y sobre que focalización de 
escenarios participativos debe funcionar. Por último, en un cuarto punto se advierte que 
va a subsistir una dificultar interpretativa en materia de aplicación de la Ley en el tiempo y 
en el espacio, habida cuenta que la Ley 134 de 1994 no fue derogada y al entrar una 
nueva normatividad que establezca la diferenciación de las reglas vigentes, generará 
inconvenientes para la ciudadanía, en materia de la aplicación de la reglamentación de 
los mecanismos de participación ciudadana.  
 
 
Los resultados son demostrativos de una carencia de funcionalidad de la reglamentación 
de los espacios y mecanismos de participación ciudadana, sin una proyección clara con 
la nueva normatividad sobre la materia, en referencia a los municipios del país. Bajo ese 
devenir, es indicativo que subsiste la necesidad de una reformulación que parta por la 
reestructuración no solo de las proposiciones normativas, sino también del pensamiento 
del ciudadano, en sentido de colocarlo a visualizar lo público, buscando la eliminación de 
los vicios propios de la democracia representativa y que abarque la filosofía del 
constituyente y la Carta Política de 1991, en relación con la democracia participativa de 
forma efectiva.  
 
 
Por lo tanto, eventualmente, la apuesta por el voto obligatorio en el municipio 
condicionaría a la ciudadanía para que realice una búsqueda efectiva para saber o 
conocer cuáles son las intenciones reales de sus gobernantes a partir de sus planes de 
gobierno, debiendo elegirse en consecuencia, a los más capaces e idóneos, 
generándose con ello un sistema mucho más legítimo, en la medida que será toda la 
población de la municipalidad  la que acuda a las urnas y de allí ellos salgan elegidos. 
Todos los sectores sociales, serán los llamados a elegir, por lo que la clase alta no podrá 
disponer de sus maquinarias para lograr los triunfos y mantener el statuo quo, habrá 
mayor imparcialidad a la hora de escoger el mejor programa de gobierno y una protección 







Pero el sufragio impositivo no puede ser el único remedio para controvertir las 
limitaciones de la participación ciudadana y los vicios propios del sistema representativo 
en deterioro del participativo. Debe ir acompañado de claridad y concentración 
normativa, junto a la educación como fórmula para la comprensión y creación de una 
cultura ciudadana preocupada por los intereses públicos. Lo que le interesa a todos. Con 
ello, las garantías reales para la intervención del pueblo en las decisiones políticas que le 
conciernan, se estima, que desbordaran las formas reglamentarias. Es claro que si 
subsiste un ordenamiento jurídico inclinado a favorecer y concentrar mayor poder de 
decisión en el ejecutivo municipal, en relación con los modelos de intervención  para la 
comunidad, la única forma de controvertir dicha situación, debe partir de darle 
herramientas al pueblo soberano como medio de equilibrio, siendo ellas, el voto 
obligatorio y una formación educacional adecuada.  
 
 
Dichos elementos permitirán aspirar a la escogencia de aquellos representantes a 
quienes tengan claro que deben garantizar las posibilidades participativas para la 
ciudadanía, el cumplimiento de las demandas sociales de carácter primario en relación 
con aquello que se pudiera reclamar por el colectivo social mediante los mecanismos 
participativos y, sobre todo, generar conciencia sobre el uso de los mismos, en mayor 
nivel en los de participación política, en cuanto a su desarrollo objetivo por todos los 
sectores sociales de la municipalidad, a quienes les importan las políticas locales.  
 
 
En definitiva, un contexto con unas verdaderas cualidades democráticas como el 
planteado, solamente será posible con voluntad política para la concreción del sufragio 
obligatorio, la claridad conceptual de cómo debe funcionar cada mecanismo participativo, 
a partir de su concentración en un solo documento y hasta donde se puede llegar con los 
temas locales a cargo de la comunidad, al no trastocar los intereses nacionales y 
viceversa, todo lo cual deberá ser construido y desarrollado mediante un proceso 
educativo desde la primaria y reafirmado en la secundaria, sobre democracia 
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